
1. ENTORNO TEÓRICO CONCEPTUAL 

INTRODUCClOt-; 

LA NATURALEZA del tema y la complejidad que revisten algunas figuras ju­
rídicas, vocablos, normas y principios internacionales sugieren la necesidad 
de establecer un marco teórico conceptual del trabajo. Con este propósito es 
que estimamos conveniente señalar, desde esta primera fase, los sustentos 
teóricos elementales para fortalecer el entorno doctrinal y estar en posibili­
dad de mantener, en los capítulos subsecuentes, la esencia de la investiga­
ción en un nivel satisfactorio, tomando en cuenta que en ella se encuentran 
involucrados los valores más preciados para un país y para un tribunal: la 
soberanía, para el primero, y la autonomía para el segundo. 

Con este objetivo desarrollamos en este capítulo los conceptos de ju­
risdicción y jurisdicción universal, así como algunas de sus clasificacio­
nes doctrinales y sus diferencias con conceptos afines, tales como el de la 
competencia y los criterios sobre la competencia, con especial referencia 
a la materia penal internacional; de esta manera, destacamos los conceptos 
más socorridos durante la investigación. Cerramos el marco conceptual 
con la interacción de todos ellos para ofrecer a nuestros lectores el pro­
ducto de la coincidencia del acto soberano de un Estado que se precia de 
su independencia, y la expresión de un tribunal en el ejercicio autónomo 
de su facultad jurisdiccíonal, ya sea a nivel nacional o en el contexto in­
ternacional. 

Consideramos conveniente dejar asentado, desde esta fase introducto­
ria, el fortalecimiento de nuestra convicción jurídica que para un Estado la 
soberanía es su esencia, y para el Derecho Internacional la soberanía es el 
fundamento de su existencia misma. 

La soberanía se manifiesta tanto en el ámbito interno como en el externo. 
Es el elemento que indica de manera fehaciente la situación del Estado y su 
capacidad de desenvolvimiento ante la comunidad internacíonal. Se puede 
establecer que el fortalecimiento del Estado hacia el interior y allende sus 
fronteras no radica necesariamente en su capacidad económica ni en su po­
der militar, sino en la satisfactoria interacción de los diversos aspectos y ele­
mentos que la componen y que pueden conducir a su adecuada preservación 
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o mantenimiento, a través del respeto al acto soberano de los demás estados, 
en la razonada suscripción de tratados internacionales y en el debido cum­
plimiento de los compromisos que deriven de esos instrumentos y de las 
demás normas supranacionales que hayan sido adoptadas por el Estado. 

Tan importante y necesario es, y ha sido, el concepto y atributo de la so­
beranía estatal, que prácticamente es el alma del Estado; hoy en día, a pesar 
de la interacción mundial, dificilmente podríamos prescindir de ella. No 
obstante lo anterior, resulta menester señalar que ya no podemos conceptua­
lizarla como en sus orígenes. Recordemos que con base en dicho concepto 
se buscó dar sustento a las primeras normas de Derecho Internacional y al 
sistema jurídico mismo. 

En ese orden de ideas, y derivado de la voluntad del Estado soberano, 
principal sujeto de Derecho Internacional, con capacidad y personalidad 
jurídica plena, fue éste quien, en ejercicio precisamente de esa soberanía, 
le dio origen a las normas internacionales I creando un conjunto variado de 
normas jurídicas para regular sus relaciones con los demás sujetos de Dere­
cho Internacional, entre los que destacaban los demás estados soberanos y 
las organizaciones internacionales. 

El desarrollo del Derecho Internacional y del mismo sistema interna­
cional motivó el surgimiento de otros sujetos de Derecho Internacional y 
de normas jurídicas de diferente contenido, que están limitando paulatina­
mente el ejercicio de las facultades soberanas de los estados; ejemplo de 
ello son el surgimiento del Derecho Penal Internacional (DPI), el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) y el Derecho Internacional de los Dere-

1 Cfr. Gerardo Monroy Cabra, Derecho Internacional Público, 5a. edición actualizada, 
Temis, Bogotá, 2002, pp. 42-48. Precisa el autor que en la teoría del Derecho Internacional 
existen varias corrientes que buscan fundamentar a este derecho, entre las que se encuentran: 
1) la del positivismo voluntarista, que tiene a su vez tres variantes: la teoría del Derecho es­
tatal externo, cuyos representantes principales son Felipe Zom, Max Wenzel, Pütenn Bekker 
y WiUmayer; la teoría de la autolimitación o de la autobligación, con Jellinek a la cabeza; y 
la teoría de la voluntad o pacto normativo de los estados, donde Trieppel y Anzilotti son sus 
principales representantes; 2) La teoría de la norma fundamental suprema con Kelsen como 
su mayor exponente; 3) la teoría dogmática de Perassi; 4) la doctrina solidarista francesa 
de Georges Scelle; 5) la doctrina institucionalista italiana de Romano; y 6) la concepción 
iusnaturalista con sus principales exponentes, Suárez y Vitoria. Sin embargo, independien­
temente de la corriente que se considere válida, el común denominador de todas ellas es que 
parten del supuesto de que se está ante una sociedad o comunidad de estados soberanos 
que de alguna manera aceptan o reconocen la necesidad de la existencia de normas que regu­
len sus relaciones, de ahí que el elemento de soberanía del Estado jugó un papel importante 
para la fundamentación, validez y reconocimiento de la existencia de normas de Derecho 
Internacional que les limitaban. 
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eh os Humanos (DIOH) y la conceptualización del individuo como sujeto de 
Derecho Internacional, así como diversas instituciones jurídicas, entre las 
que figuran la competencia universal, la competencia internacional y los 
tribunales supranacionales. 

Lo anterior nos muestra que es ineludible invocar el concepto de sobe­
ranía en nuestro tema, en tanto que constituye, además de lo ya señalado, 
una condición fundamental para la eficacia del Derecho Internacional y del 
DPI, y al mismo tiempo es un elemento imprescindible con una función que 
juega un papel fundamental para inclinar la balanza de un lado o de otro 
en la realización de los fines del Estado y en la asunción y cumplimiento 
de sus obligaciones, ya sea desde un panorama internacional o desde una 
visión nacional. 

En el siguiente capítulo, constataremos que, con el nacimiento de la So­
ciedad de Naciones al final de la Primera Guerra Mundial,' también surge 
la Corte pennanente de Justicia Internacional, aun cuando en ese momento 
no se visualizaba a corto plazo una solución convincente a los conflictos in­
ternos de algunos estados, y menos aun el problema principal de la confron­
tación armada, sino que aumentaba la inquietud ante la disyuntiva de si se 
vivía en la soberanía absoluta del Estado o en la validez absoluta del Dere­
cho InternacionaI,' si bien para algunos estas circunstancias no implicaban 
mayor problema por considerar que, de no existir los estados soberanos, no 
se podría concebir un marco jurídico internacional actual y vigente. En este 
sentido, para la subsistencia y desarrollo de la sociedad contemporánea re­
sulta evidente que la soberanía estatal constituyó y constituye un elemento 
fundamental.' Sin embargo, este concepto ha variado, evolucionado o, en 
opinión de varios autores, se ha relativizado. 

2 Recordemos que la Sociedad de Naciones surge con la adopción de su Pacto el 2X de 
abril de 1919, con el propósito de fomentar la cooperación entre sus 63 miembros, garantizar 
la paz y la seguridad internacionales, pero al no lograrlo, ante el surgimiento de la Segunda 
Guerra Mundial fue desintegrada dando paso a la Organización de las Naciones Unidas 
(ONLI), el 26 dejunio de 1945. 

3 Cfr. Agustín Basave Fernández del Valle, Teoría del Eslado,jimdamenf() defilosofio, 
Jus, México, 1985, p. 150. Sostiene el autor que la soberanía absoluta no sólo ha obstaculi­
zado la doctrina de! Derecho Internacional, sino su misma realización, en virtud de que se 
reconoce que e! Estado es tan sólo una comunidad relativamente suprema, ya que es en razón 
a su competencia y a la medida de su fin. 

4 Cfr. Hermann Heller, La soheranía, ll}.JA\1, México, 1965, pp. 225 Y ss. El autor precisa 
que: '"Toda la problemática del derecho internacional, desde Grocio hasta Locamo, se funda, 
por una parte, en el imprescindihle concepto de soberanía y, por otra, en la sujeción norma­
tiva del sujeto de la soberanía al derecho internacional [ ... ] puede sonar a paradoja, pero es 
una verdad incontrovertible". 
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En cuanto a los conceptos de autonomía y de independencia judicial, que 
desde la óptica de este trabajo estarán en todo momento ligados al aspecto 
jurisdiccional de los tribunales, específicamente en este caso de materia pe­
nal es impensable, o cuando menos dificil de concebir, que en un territorio 
sin soberanía se pueda disponer de tribunales autónomos, en virtud de que en 
ese lugar dificilmente existiría una estructura social que los respalde, un sis­
tema legislativo que derive de una real "representación" popular que los le­
gitime, por lo que el conjunto de leyes con que se cuente en ese determinado 
territorio encuadraría seguramente en lo que razonaba Platón al escribir que: 
"donde la ley tenga condición de súbdita sin fuerza, se verá la destrucción 
sobre ella, y en aquella en la que la ley sea señora de los gobernantes y los 
gobernantes siervos de esa ley, se verá realizada su salvación",5 o podríamos 
señalar que ese gobierno estaría clasificado en el sentido débil del poder sub 
lege de la distinción que plantea Norberto Bobbio.6 

En el sentido riguroso, todo poder se encuentra limitado por la ley que 
regula sus formas y contenidos. Además, es necesario concebir no sólo a 
un Estado soberano, sino a un Estado constitucional, entendido como aquel 
que incorpora en los niveles normativos superiores límites no sólo forma­
les, sino también sustanciales al ejercicio de cualquier poder; 7 de tal ma­
nera que para contar con una jurisdicción penal internacional transparente 
e imparcial se requiere de estados constitucionales, libres y soberanos que 
sustenten e impulsen sólidamente el orden jurídico internacional para man­
tenerlo al margen de cuestionamientos por falta de legitimidad formal o 
sustancial. 

Precisamente por estos fenómenos jurídicos consideramos conveniente 
disponer de un marco teórico para establecer un sustento conceptual de 
trabajo que nos permita contar con un adecuado diseño para una mejor 

5 Platón, Las leyes, 11, libro IV, p. 145. Para mayor información, se puede consultar a 
Norberto Bobbio: "¿Gobierno de los hombres o gobiernos de las leyes?", en E/foturo de la 
democracia, Plaza y Janés, Barcelona, 1986, pp. 195 Y 196. 

6 En este sentido, se precisa que cualquier poder debe ser conferido por la ley y ejercido 
en las formas y procedimientos por ella establecidos; y que no obstante, también puede estar 
clasificada como Estado de Derecho, incluidos los gobiernos autoritarios 0, peor aún, los 
totalitarios por el hecho de estar sustentados en una fuente legal. Luigi Ferrajoli, Derecho y 
razón, Trotta. Madrid. 1999, p. 556. 

7 Cfr. lbidem, pp. 855 Y ss. Agregaría Ferrajoli que, al menos en el campo del Derecho 
Penal, Estado de Derecho designa ambas cosas: el poder judicial de descubrir y castigar los 
delitos es en efecto sub lege y, por cuanto al poder legislativo, se ejercita per lege en cuanto 
a su vez está sub lege, es decir, prescrita por la ley constitucional la reserva de ley general y 
abstracta en materia penal. 
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comprensión de los aspectos que nos ocuparán y acompañarán en nuestro 
planteamiento. 

CONCEPTO DE SOBERANÍA DESDE UNA VISiÓN CLÁSICA 

Y SU EXPECTATiVA ACTUAL 

Sin lugar a duda, el tema de la "soberanía" es uno de los más extraordinarios 
de la vida, ya que al ocupar inmensos espacios en el pensamiento del hom­
bre e incontables páginas de la historia universal, le ha permitido trascender 
en la vida de los pueblos. Desde su adopción en el siglo XII y su paulatino re­
conocimiento, ha evolucionado a partir de la Revolución francesa; durante 
ese periodo no se cuestionaban las disposiciones del soberano, pero después 
de la Revolución francesa ese poder soberano se trasladó al pueblo. R La 
soberanía ha sustentado al Estado de Derecho: lo ha fortalecido política y 

8 Precisión efectuada por el doctor Manuel Becerra Ramírez en su artículo "La soberanía 
en la era de la globalización", en Manuel Becerra Ramírez y Klaus Theodor Müller Uhlen­
brock, Soberanía yjurid{ficación en las relaciones internacionales, f'Fs-Acatlán/IIHJNAM. 
México, 2010, pp. 58-59. Agrega el doctor Manuel Becerra Ramírez que la soberanía es 
un concepto ideal, creado a traves del tiempo, que en su momento se utilizó para el someti­
miento de unos a otros --··el rey sobre los súbditos---, y que "soberano y soberanía son dos 
conceptos que aparecen en el siglo XI!: el primero designa a quien es superior y procede del 
latín medieval superanus; el segundo proviene de souvriinetiit. que quiere decir la superio­
ridad. El concepto de soberanía se crea desde la perspectiva de lo interno del Estado". Por 
su parte, Klaus Theodor Mül1er Uhlenbrock precisa en su artículo "El significado de la so­
beranía en el sistema internacional de Estados. Origen, tipos y estadios de la estatalización". 
ibidem, p. 3l, que el concepto de la soberanía se usó desde el siglo XIII con la intención dI.: 
resolver cuestiones de decisión en última instancia. De igual manera, el maestro Stefan A. 
Kaiser en su artículo "El ejercicio de la soberanía de los Estados", ibídem, p. ~5, sostiene 
que el concepto de soberanía "denota el derecho legal inalienable, exclusivo y supremo de 
ejercer poder dentro del área de su poder, y que el ejercicio de los poderes soberanos en el 
ámbito nacional comprende los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, en relación a las 
personas fisicas y morales. La soberanía está arraigada en el concepto de Estado. Sólo el 
Estado tiene soberanía". 

9 Hans Kelsen señala, en cuanto al Estado de Derecho, que si a éste se le reconoce como 
un ordenamiento jurídico cada Estado es un Estado de Derecho. Cfr. Teoría pura del Dc­
recho. 12a. edición, traducción de Roberto 1. Vemengo, LJNAM, México, 2002, p. 345. Por 
su parte, Ferrajoli precisa que existen dos tipos de Estado de Derecho: uno en el sentido 
fuerte o sustancial, que se caracteri¿a porque sus poderes públicos se encuentran sujetos 
a la ley, tanto en las formas como en los contenidos, y otro en sentido amplio o formal, 
donde los poderes públicos son conferidos por la ley y ejercitados en las formas y con los 
procedimientos legalmente establecidos, en los que caben inclusive los ordenamientos jurí­
dicos más antiliberales. Pasado .vfu/uro del F.stado de derecho, en Miguel Carbonell (ed.), 
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socialmente para su expresión plena y para su interrelación en la comunidad 
internacional, bajo condiciones de igualdad y de respeto mutuo.!O 

Hoy en día, nos encontramos ante el privilegio de analizar el concepto de 
soberanía desde dos ángulos claramente definidos, ya que el momento his­
tórico en el que nos encontramos constituye una etapa que tiende a catalo­
garse como de transición, ante esa parte en que la soberanía tuvo su máxima 
expresión -soberanía absoluta- y el rumbo que actualmente tiene.!! Se 

Neoconstitucionalismo(s), Trotta, Madrid, 2003, p. 13. En su obra Derecho y razón, p. 855, 
el mismo Ferrajoli agrega que un Estado de Derecho es uno de esos conceptos amplio y ge­
nérico que tienen múltiples y variadas ascendencias en la historia del pensamiento político: 
la idea, que se remonta a Platón y a Aristóteles, del "Gobierno de las leyes" contrapuesto al 
"Gobierno de los hombres", la doctrina medieval del fundamento jurídico de la soberanía, 
el pensamiento político liberal sobre los límites de la actividad del Estado. Por su parte, 
Norberto Bobbio precisa: "Nadie duda de la importancia que puede tener la obra Política de 
Aristóteles, para el estudio de las instituciones políticas de las ciudades griegas, o el libro 
VI de las historias de Po libio. para el estudio de la Constitución de la República romana. 
Pero nadie se conformaría con leer a Hobbes para conocer el ordenamiento de los primeros 
grandes Estados ... o a Rousseau para conocer el ordenamiento de las democracias modernas 
[ ... ] Maquiavelo, que reconstruye la historia y el ordenamiento de las instituciones de la Re­
pública romana comentando a Livio; a Vico para reconstruir la historia civil de las naciones 
desde el Estado ferino hasta los grandes Estados de su tiempo -las obras que marcan el 
inicio de la Edad Modema- [ ... ] Utopía de Moro (1516), Leviatán de Hobbes (1651) y El 
Príncipe de Maquiavelo (1513)". Norberto 80bbio, Estado, gobierno, sociedad. Contribu­
ción a una teoría general de la política, traducción de Luisa Sánchez García, Plaza y Janés, 
Barcelona. 1987, pp. 57 Y ss. 

\O El segundo párrafo del Proemio de la Carta de las Naciones Unidas (CNU) se inspira en 
sentimientos de unidad y convivencia universal al establecer que sus miembros se encuen­
tran resueltos a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, la dignidad y el 
valor de la persona humana, la igualdad de las naciones grandes y pequeñas, además de crear 
condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones 
emanadas de los tratados. 

II Francisco POITÚa Pérez, Teoría del Estado: teoría política, 40a. edición, POITÚa, Méxi­
co, 2006, p. 338. El autor agrega que la soberanía como concepto surgió no en virtud de ra­
zonamientos de gabinete, de especulación teórica o abstracta, sino motivada por la necesidad 
de explicar acontecimientos históricos; la historia misma de las comunidades políticas hizo 
nacer determinadas situaciones que para ser explicadas tuvieron que motivar razonamientos 
que dieron origen al concepto de soberanía. En este sentido el maestro Hermann Heller 
señala que los términos de los procesos son los siguientes: en el orden doctrinal el dilema 
se planteó entre la soberanía del orden jurídico creado por Dios o la soberanía del Derecho 
creado por los hombres, y en el campo político los dilemas fueron: soberanía del poder espi­
ritual en todos los aspectos de la vida humana y social o soberanía del poder temporal sobre 
todos los asuntos sociales; soberanía del poder o soberanía de los pueblos y de los reyes; 
finalmente, soberanía de los reyes o soberanía de los señores feudales. Ninguno de los dos 
procesos explica por sí solo la formación del Estado moderno y de la vida de la soberanía. 
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considera que la evolución que ha presentado el concepto de soberanía se 
debe a la necesidad histórica de ubicar los acontecimientos de las socieda­
des en las diferentes etapas que ha tenido, especialmente aquellos de orden 
político, estableciendo primeramente el ente denominado "Estado", provis­
to de la independencia real y potencial para su adecuado desarrollo interno, 
y su proyección más allá de sus fronteras, para establecer y mantener la 
relación con otros estados. 

Con la diversidad de las conformaciones sociales que han existido no fue 
sencillo arribar a un concepto de soberanía, pese a que desde la época ro­
mana se estableció que la tÍlente de todos los poderes públicos radica en el 
pueblo. Para llegar a este razonamiento, el pensamiento romano tomaba en 
cuenta la realidad histórica y la situación privilegiada que ostentó sobre un 
importante número de estados por más de cinco siglos, lo cual patentizaba 
la superioridad que tenía Roma en ese periodo; sin embargo, no se lograba 
explicar el contenido preciso de ese poder, y, por tanto, tampoco del Estado 
ni de su independencia en relación con las potencias extranjeras. 12 

Aun con el desarrollo que logró el Imperio romano, tanto en materia cas­
trense como en el área del derecho, no se cuenta con registro de que se 
haya establecido la formulación teórica del concepto de Estado, por lo que 
resulta evidente que tampoco logró establecer formalmente el concepto de 
soberanía como atributo de uno de sus elementos, consistente en el "poder". 
Situación que resulta comprensible en aquel momento histórico, ante la 
inexistencia de otras potencias que cuestionaran su dominio o ratificaran su 
independencia o que tuvieran la necesidad de sustentar su facultad soberana 
frente a otros estados. 

A través de la historia, y desde su progresiva adopción y reconocimiento, 
el concepto de soberanía ha estado incorporado a una dinámica permanente. 
Especialmente en el último siglo y medio, ha sido materia de importantes 
estudios. 

A esta crisis de la soberanía, provocada por la teoría del Estado de Dere­
cho liberal, por la teoría del imperio de la ley y por ellogicismo normativo 
que plantea Kclsen, se puede agregar una crisis del mismo concepto, provo­
cada por las doctrinas que sustentan las corrientes socialistas y por las doc­
trinas pacifistas, que ven en el dogma de la soberanía del Estado la imposi­
bilidad de lograr las reivindicaciones sociales y la armonía de las relaciones 
entre los diversos estados que conforman la comunidad internacional. 

Únicamente en la dc~cripción de los dos y en razonamiento de su relación dialéctica puede 
encontrarse la explicación integral del fenómeno. 

11 Ibídem, p. 339. 
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En este nuevo orden internacional se ha visto, en varias ocasiones, que 
el ejercicio del poder soberano del Estado sin restricción alguna resulta in­
compatible con los intereses de la comunidad mundial y puede conducir a 
las confrontaciones armadas, así como a la posible comisión de actos que 
pueden llegar a afectar gravemente a la humanidad. 

Ante este panorama, nos permitimos presentar un breve análisis del con­
cepto de soberanía haciendo referencia al concepto clásico, a las raíces histó­
ricas que lo sustentan y a la evolución que ha presentado en diversos pueblos. 
Posteriormente, se hace referencia al enfoque que se tiene hoy en día ante el 
nuevo orden mundial derivado del fenómeno de la globalización y del desa­
rrollo del Derecho Internacional y sus diversas ramas, como la penal y la de 
Derechos Humanos (DH), y la del Derecho comunitario. 

La soberanía desde una visión clásica del concepto 

El Estado soberano es un producto histórico, surgido de ciertas condiciones, 
a las que después de prolongados procesos se trasladó al contexto político. 
La transformación de esas condiciones y de la realidad histórico-política ha 
provocado diversos cambios en la visión que se ha tenido de los estados, 
que se traduce de igual manera en una diversa fundamentación teórica de 
los estados, que constituye, precisamente, la historia de las distintas apre­
ciaciones que sobre la naturaleza, forma y sentido de la realidad estatal nos 
ofrece actualmente la teoría del Estado. 13 

La idea de la "soberanía" y del Estado moderno surge de las pugnas pre­
sentadas entre los poderes que conformaban la estructura política medieval, 
esencialmente entre "la Iglesia y el imperio, los reyes, particularmente el de 
Francia; el papado y el imperio; y los reyes y los seílores feudales". 14 

JJ Víctor Flores Olea, Ensayo sobre la soberanía del Estado, Facultad de Ciencias Po~ 
líticas y Sociales-UNAM, México, 1969, pp. 2 Y 3. También establece Flores Olea que el 
Estado soberano, tal como lo entendemos, es un producto exclusivo de la época moderna, 
y contextualizado en la historia de la política y de la teoría política, con un panorama que 
lejos de proporcionarnos un concepto unitario e inequívoco del Estado, nos ofrece la visión 
de una realidad esencialmente cambiante y, por lo tanto, inaprensible según categorías de 
conocimiento de carácter objetivo y de validez universal. 

14 En el siglo XVI concluyó la preocupación de los pueblos y de los reyes por el poder 
del emperador y del papa. Francisco 1, si bien fue derrotado en la batalla de Pavia, y su hijo 
Enrique actuaron siempre como monarcas soberanos, como herederos de los hacedores del 
reino y de la nación francesa, hizo de ellos la encarnación del Estado. En el mismo siglo se 
inició el absolutismo con la creencia de la existencia de un derecho natural, aunque detrás 
de él ya no había potencia alguna que lo defendiera, faltó la relación 19lesia-orden-jurídico-
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En el contexto clásico, la soberanía se sustenta desde su concepción en la 
existencia del Estado como una organización política de la sociedad en un 
territorio determinado, donde la población no acepta ni se somete conscien­
temente a ésta, sino que expresa y tácitamente acepta y se somete a la autori­
dad o al poder que se instituye en el ejercicio pleno de ella, que se encuentra 
representado por los órganos visibles con personalidad jurídica e investidos 
de facultades para imponerse ante toda la colectividad, con base en la cesión 
que la propia sociedad ha efectuado a su favor. Esos órganos de autoridad o 
de poder no han sido creados de manera improvisada o repentina, sino que 
representan instituciones tan antiguas como la sociedad misma desde sus 
primeras expresIOnes. 

La soberanía como valor nacional puede ser imperceptible para algún 
sector de la sociedad, pero no puede pasar desapercibida en el sentido de 
pertenencia general; por eso. no en todas las ctapas de la historia ha reper­
cutido favorablemente, pero ha tenido una función meritoria en los argu­
mentos de las políticas de gobierno para enaltecer el espíritu patriótico, y 
ha simbolizado un concepto de gran valía para los momentos de extrema 
gravedad política-social en diferentes estados, al margen del sistema de go­
bierno que rige en cada Estado. 

Por eso, la soberanía como institución nacionalista ha sostenido históri­
camente la idea de la existencia de una autoridad absoluta en la comunidad 
política, que más allá del indebido uso que se le ha dado por reducidos 
sectores sociales para adjudicarse el poder y mantenerse en él, la soberanía 
como concepto y como argumento de nacionalismo puro ha sido un factor 
invaluable para otro sector mayoritario que la considera como un elemento 
imprescindible en la instauración y subsistencia de los estados que se enor­
gullecen de su independencia. 

Evidentemente que el concepto de soberanía va más allá de ser un argu­
mento para sustentar el poder, más bien constituye un valor insuperable que 
únicamente se puede expresar ante la existencia de un Estado, y mediante 
algunos razonamientos elementales podemos aterrizar fundadamente en una 
conclusión preliminar en el sentido de que la soberanía puede efectivamente 
representar un poder, pero no ese poder de un reducido sector político sino el 
poder de los individuos que constituyen el elemento imprescindible para 
el perfeccionamiento del Estado. 

natural. provocando que el derecho natural flotara cn la atmósfera, y que la problemática dc 
la soberanía se transfonnara, a diterencia de la edad moderna, donde se presenta la batalla 
de la democracia contra la monarquía, la batalla del pueblo contra los reyes, naciendo con 
ello el nuevo dilema: soberanía del pueblo o soberanía del príncipe. 
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Así, junto con el concepto clásico de soberanía del Estado, se dio la con­
formación del Derecho Internacional clásico que en sus inicios tuvo como 
fundamento la voluntad soberana de los estados y, en ese sentido, el objeto 
de este Derecho Internacional era regular el actuar de hasta entonces sus 
únicos sujetos de Derecho Internacional, los estados soberanos, así como la 
distribución de las competencias estatales en el ámbito internacional y las 
relaciones entre ellos. 15 

En ese sentido, la soberanía fue concebida desde dos dimensiones: la 
externa, en la que se manifestaba la independencia delante de los poderes 
humanos distintos del pueblo o de su rey, y la interna, en la que se expresaba 
la unidad del poder público que se ejerce sobre los hombres en el interior de 
un territorio determinado. 16 

Esto nos permite ratificar que el concepto de soberanía, desde sus ini­
cios, se encuentra indudablemente relacionado con la naturaleza, el origen 
y la evolución del Estado como una institución jurídico-política que se 
organiza mediante un poder político que las sociedades han adoptado en un 
determinado momento histórico. Así, el Estado y su soberanía han llegado 
a constituir conceptos prácticamente intercambiables, son condición sine 
qua non del Derecho Internacional, y en ese sentido lo afirma el maestro 
Antonio Remiro cuando escribe que "un Estado, por el hecho de serlo, es 
soberano". 17 

Por su parte, el maestro Francis H. Hinsley, 18 en el análisis que realiza para 
establecer el concepto de "soberanía", sostiene que la institución denomina­
da "Estado" se destaca entre todas las organizaciones políticas de la sociedad, 
esencialmente en los aspectos siguientes: 

En ninguna época ni sociedad el sistema político ha sido el único orga­
nismo o institución de la comunidad, tampoco ha subsistido un solo código 

15 Cfr. Hennilo López-Bassols, Los nuevos desarrollos del Derecho Internacional Públi­
co, POITÚa, México, 3a. edición, revisada y aumentada, 2008, pp. 24 Y 25. 

16 Hennann Heller, La soberanía, op. cit., pp. 279 Y SS., p. 9. El autor considera necesa­
rio agregar que en los conflictos presentados entre los poderes que a la postre originaron la 
concepción de la soberanía existió W1 segundo aspecto de la lucha por la independencia del 
poder temporal y por la libertad del hombre, precisamente en la Edad Media, pero su prime­
ra explosión se presentó en el Renacimiento, cuando el pensamiento filosófico y científico 
proclamó su separación de la teología, y cuando el pensamiento político declaró la potestad 
de la razón y de la conciencia humana para liberarse del pretendido orden ético y jurídico 
divino y hacer al hombre dueño de sí mismo y de su destino. 

17 Antonio Remiro Brotón et al., Derecho Internacional, McGraw-Hill, Madrid, 1997, 
p.75. 

18 Francis H. Hinsley, El concepto de soberanía, trad. Fernando Morena y Ángel Alandí, 
Labor, Barcelona, 1972, p. 7. 
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regulador de la conducta social; en cambio, el elemento social es siempre el 
factor que integra a los individuos. De igual manera, es importante precisar 
que el poder y la competencia del sistema político varían de un momento 
histórico a otro, de una sociedad a otra, y entre uno y otra se han presentado 
problemas similares; pero en ningún momento se han identificado ambos 
factores de manera satisfactoria, derivado del ejercicio de poder, por un 
lado, y de la imposición de límites que la sociedad le pone al Estado, por 
el otro, mediante reglas elementales y progresivas para el respeto de sus 
derechos y garantías. 

Este mecanismo nos permite establecer que la soberanía y el Estado re­
presentan conceptos que se encuentran estrechamente vinculados. Podemos 
dejar asentado, inclusive, que una sociedad sometida a un sistema políti­
co determinado puede tener distintos orígenes y una relación de time iones 
también diferentes; es decir, que la distinción entre el Estado y las demás 
instituciones políticas es tan clara como la distinción entre una sociedad y 
su sistema político, independientemente de su naturaleza. 

Para algunos lectores, este antagonismo no coincide con el enfoque his­
tórico que se tiene del Estado, en virtud de que cada sociedad cuenta con 
un sistema político, y que la encomienda de cada sistema radica en velar 
por un orden social en un territorio determinado, mediante el ejercicio del 
poder que la propia sociedad le ha conferido, y con base en el grado de acer­
camiento o entendimiento que se obtenga entre los elementos constitutivos 
del Estado se puede llegar a un determinado grado de desarrollo o, en el 
caso de presentar circunstancias adversas, un grado de crisis. 

El Estado se puede establecer y reconocer, aun cuando se presente una 
extrema descoordinación entre sus elementos, o en el caso de que la auto­
ridad se encuentre dispersa, indeterminada o se manifieste entre sus miem­
bros de manera discontinua, como es el caso de los aborígenes australianos, 
cuyos diversos clanes se reúnen ocasionalmente en asambleas religiosas 
que son investida, de facultades para atender y resolver conflictos entre los 
grupos; sin embargo, debemos referimos también a la lentitud del proceso 
mediante el cual un grupo social determinado se incorpora plenamente al 
Estado, y el cambio drástico que se presenta cuando concluye ese proceso, 
que aun cuando el poder de ese Estado sea débil representa un poder real, 
sustentado en la fortaleza que le otorga precisamente la voluntad de ese 
grupo social al incorporarse al Estado y someterse a sus normas. 

Otros casos que la historia universal registra y frecuentemente pone so­
bre la mesa de análisis al estudiar el tema que ahora nos ocupa los encontra­
mos en la China clásica dentro de la Gran Muralla, construida desde el siglo 
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III a.C. para proteger al país de los ataques de los nómadas de Mongolia; 
así como los fenómenos históricos que se encuentran en tomo al ya referido 
Imperio romano, que como sistema político surgió tras las guerras civiles 
que siguieron a la muerte de Julio César en los momentos finales de la Re­
pública romana, y en los 30 años previos a la era cristiana. 19 Más adelante, 
la humanidad experimentó el periodo del dominio de la burguesía, donde 
predominaron los privilegios, la constitución representativa y el régimen 
parlamentario, adjudicándose el poder bajo los principios del racionalismo 
y la eficiencia20 

Posteriormente, y como resultado de las diversas confrontaciones que se 
presentaron en la Edad Media, entre las que destacan el intento de la Iglesia 
por someter al Estado a sus servicios, los señores feudales que pretendían 
conservar su territorio bajo su propia y exclusiva autoridad, y las diversas 
corporaciones que se consideraban independientes del Estado, fueron sur­
giendo los elementos que permitieron establecer el concepto de soberanía 
ante la necesidad de reconocimiento de ese Estado por las organizaciones 
sociales radicadas en su territorio, y ante aquellos grupos que conformaban 
otra organización humana en un territorio distinto. Respecto de estos últi­
mos, la soberanía se patentizaba desde el momento en que se manifestaba la 
facultad de impedir la intervención externa en los asuntos que incumben a 
su pueblo y gobierno,21 con lo que se empezaban a dilucidar paulatinamen-

19 Mareel Le Glay, Grandeza y caída del Imperio romano, Cátedra, Madrid, 2002, p. 11. 
El autor señala que la grandeza del Imperio romano inicia en septiembre del año 31 a.c., 
mediante la victoria de Octavio sobre Marco Antonio y Cleopatra, y concluye en el año 480 
de la era cristiana, con el asesinato de Julio Nepote, que se caracterizó por una importante in­
fluencia en gran parte del mundo hasta entonces conocido, no obstante haber sufrido durante 
ese periodo, como todo Estado, diversas crisis económicas, sociales y religiosas. 

20 Cfr. Ekkehart Krippendorff, Las relaciones internacionales como ciencia, trad. An­
gelika Scherp, Fondo de Cultura Económica, México, 1993, pp. 71 Y ss. También señala e! 
autor que la existencia de varias de las características de esa organización política de la so­
ciedad en un territorio exclusivo puede ser comprobada de las organizaciones políticas a las 
cuales se les da posteriormente el nombre de Estado, y que algunos teóricos de las relaciones 
internacionales implícita y explícitamente interpretan al actual Estado como la esencia axio­
mática, fundada en sí misma, de todo sistema internacional concebible o deseable. Afirma­
ciones que rechaza, en virtud de que es posible comprobar que la organización de la sociedad 
en estados produce crisis y contradicciones del actual sistema internacional, sus disparates 
extremos y su potencial violento y destructivo; por lo tanto, considera Krippendorff que un 
sistema internacional emancipador, que haga factible la paz y la igualdad, es inconcebible 
bajo la conservación de! Estado territorial exclusivo como parte integral. 

21 A este respecto, el propio Hermann Heller precisa que se derivó de las pugnas entre 
los poderes que integraron la estructura política medieval: la Iglesia y el imperio, los reyes, 
particularmente el de Francia, y el papado y el imperio, y los reyes y los señores feudales. 
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te las características de la soberanía tal como se concebía en ese momento 
histórico, con carácter perpetuo, al no depender su vigencia a plazo alguno; 
de absoluto, porque en la facultad soberana del Estado no existe un ente 
superior, y de "indivisible", por el hecho de que no admite la segmentación 
en el ejercicio de esa facultad suprema," 

Ahora bien, el vocablo soberanía es usado por primera vez hasta me­
diados del siglo XVI por Jean Bodin al señalar que la "República es un de­
recho de gobierno de varios grupos y de lo que les es común con potestad 
soberana",'3 Por lo tanto, se establece que la soberanía es la potencia abso­
luta y perpetua, mediante ella se asegura la unidad del Estado y se mantiene 
su existencia como un cuerpo politico independiente, y en esa potestad su­
prema tiene implícita la facultad de producir y derogar sus leyes. 

Con esta visión, se considera que el planteamiento desarrollado por 80-
din llevaba la finalidad de fórtalecer el poder de los monarcas y de unificar 
el poder central frente a la dispersión feudal, y en este sentido se entiende 
que el carácter perpetuo que pretendía atribuir a la soberanía era con la idea 
de que los monarcas pudieran transmitir el poder a sus descendientes. Con 
el carácter absoluto se pretendía lograr la plena sumisión de los señoríos 
feudales al poder central nacional, sin soslayar, desde luego, la subordina­
ción relativa del monarca a la ley divina, al derecho natural y al derecho 
de gentes. Finalmente, la indivisibilidad de la soberanía la hacía consistir 
Bodin en el hecho de que el titular del poder monárquico concentraba las 
facultades legislativas, jurisdiccionales y administrativas.'" 

En este sentido, teniendo en cuenta que la convivencia humana se ma­
niliesta en múltiples tormas y su desarrollo obliga a reorganizarse estruc­
tural y funcionalmente, y a redefinir sus instituciones políticas y juridicas, 

Según lo:. historiadores, de esas pugnas surgieron el Estado moderno y la idea de la sohe­
ranía, esta última en sus dos dimensiones: la externa. que significa independencia frente a 
otros pueblos,)' la interna, unidad del poder púhlico que se ejerce hacia el interior. Hennann 
1 tcller, La soberanía, op_ cil .. rr. oS y 9. 

:~ Francisco Porrúa Púo. Teoriu del t'staJo: teoría !HI/ítica, op. cil., rp. 341 y ss. Aludc 
al maestro lean l1odin, tamhién wnocido como Bodino, al exponer Ljue E:.tado es aquel 
ente quc tiene un poder soherano. el cual constituye la potencia absoluta) perpetua de ese 
Estado •. y que es la fuerza en la que el Estado encuentra su unidad y mantiene su existencia, 
y que es legalmente supremo. En la inteligencia de que esta visión inicial de la soheranía lue 
cuestiomlda posteriornlentc. por inclinarse a establecer una visión 4ue ravlln:cia al sistema 
momirquico, acerca de lo cual comentaremos algo má:. adelante. 

2_' !hidem, pp. 343 Y 344. 
: .. Carlos Arellanll (jarcia, /)('/"ec/¡o internacionul'J/íh/ico, Porrúa, México, !9X3, vol. L 

p. 175. 
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tanto en el interior como en el exterior del Estado mismo, también existe 
la necesidad de establecer instancias decisorias de carácter universal y su­
premo para la determinación, interpretación y aplicación de las normas de 
conducta de sus miembros y para la resolución de los diferendos a nivel in­
ternacional, fuera del alcance de las soberanías territoriales de los estados, 
surgiendo así la instancia internacional y otros conceptos como el de la ju­
risdicción universal, relativo a la competencia estatal que se puede extender 
a todos los asuntos que se presenten en la comunidad internacional de la que 
se es miembro, y que puede ser una instancia suprema o última, y a veces, la 
única; es decir, que dicha figura, en algunas ocasiones, se constituye como 
la instancia última y que sus resoluciones no pueden ser recurridas ante 
alguna otra instancia.25 

De tal manera que la aparición de las formas del Estado es condición de 
la noción de la soberanía, y la idea de que existe una autoridad política final 
y absoluta en la comunidad no reviste mayor importancia en una sociedad 
preestatal, incluso cuando posee una autoridad efectiva en sus fines, de modo 
que su gobierno puede estar separado de ella pero ostenta el poder que le 
es necesario para su existencia permanente; es decir, en el supuesto de que 
faltara el Estado, la base y el uso de este poder no llegan a ser objeto de 
oposición; aun en el supuesto de que la comunidad no se vea libre de luchas 
políticas, el desenlace no conduce a la base y al uso de este poder, sino los 
elementos que se desprenden y forman una comunidad separada. Contra­
riamente, cuando una sociedad se gobierna mediante la estructura clásica, 
el concepto de soberanía sobresale inevitablemente y el Estado en su con­
junto se ve fortalecido. De ahí la importancia de establecer, de acuerdo con 
el maestro Hins1ey, que la soberanía supone la existencia de una autoridad 
política final y absoluta dentro de una comunidad política, "y más allá, no 
existe otra autoridad final y absoluta",26 

Con base en lo anterior, y desde la concepción clásica, se establece que la 
soberanía ocupa un lugar preeminente: hacia el interior y bajo su custodia, 
el Estado puede ejercer sus funciones con autonomía, y hacia el exterior no 

25 Cfr. Hermann Heller, La soberanía, op. cit., p. 66. 
26 Francis H. Hinsley, op. cit., pp. 9 Y ss. También señala el autor que con la noción de 

soberanía han adquirido un sentido nuevo o, por lo menos, han alterado su sentido cada 
elemento de esta afirmación, "autoridad política", "comunidad política" y "final yabsolu­
ta". Esto, debido a que estas voces adquieren un nuevo significado que finalmente llegó a 
la noción de soberanía, ya que si, por una parte el concepto de soberanía es solamente un 
replanteamiento del problema permanente dedeterrninar la base del gobierno y la obligación 
en una comunidad política, por otra parte no es más que el replanteamiento del problema que 
se presenta cuando la comunidad política y su gobierno se juzgan recíprocamente. 
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tiene la obligación de someterse a mandato alguno, ya que desde este punto 
de vista no debe existir otro tipo de relación que la de igualdad. Así visto, la 
soberanía es el poder supremo en el interior de un Estado, y hacia el exterior 
es la garantia de igualdad jurídica de un Estado frente a otros estados" y, a 
la vez, el fundamento para el desarrollo de otros conceptos en Derecho In­
ternacional, tales como la integridad territorial, la jurisdicción exclusiva, la 
soberanía territorial, la no injerencia en los asuntos internos y la libre autode­
terminación de los pueblos." Esto implica que el Estado soberano se carac­
teriza por no depender de ningún otro orden juridieo estatal ni de ningún otro 
sujeto del Derecho Internacional, y que se entiende la independencia como 
la no sujeción del Estado a la autoridad de ningún otro Estado o grupo de es­
tados; por tanto, la independencia puede ser considerada como un elemento 
ineludible para la proyección exterior de la soberanía.29 

No obstante lo anterior, en el orden interno el concepto de soherunía se va 
matizando y da paso al concepto de "soberanía popular", mismo que se tradu­
ce como la máxima expresión de la voluntad del pueblo,J() que no es otra cosa 
que el ejercicio del poder a través de un órgano que es el Estado, derivado de 
la voluntad general, que mediante un "pacto social")) que le otorga la facultad 
para ejercer derechos y facultades soberanas que originariamente correspon­
den al grupo social organizado como tal y que en el ejercicio de tales faculta­
des busca que sean tutelados sus derechos básicos y fundamentales dentro del 
marco decisorio, tanto nacional como universal. 

27 Luis Carlos Moreno Durazo, "Soberanía nacional, globali¿ación y regionalización", 
El papel del derecho internacional en América, la soheranía nacional en /a era de la inte~ 
gración regional, The American Society 01' Internacional Law/lnstituto de Investigacionc~ 
Jurídicas-\ -l\JAM. México, ! 997. p. 265. 

~¡.: Manuel Becerra Ramírez)' Klaus Theodor Müller Uhlenbrock (coords.). "La sobera­
nía en la era de la globalinción". Soheranía y juridifi('(Jcián en las relaciones inlernacio!l(J­
les.op. cir" p, 62. Además dc los ya mencionados, Manuel Becerra refiere que entre otrm 
conceptos que se recogieron en diversos principios de Derecho Internacional convcncional 
y consuetudinario están: la igualdad soberana, la autodetcrnlinación dc los pucblos, la sobe­
ranía permanente sobre los recursos naturales, etcétera. 

2'1 Cfr. Manuel Diez de Velascn, Imtitucio!1cs dc Derecho Internacio!1al Púhlico, ISa. 
cdición, Tccnos_ Madrid_ 2005, pp. 223 Y 224. 

J(I Montesquieu, Del espíritu Je las leycs. Gernika, i\·léxico. 2001. t. 1. pp, 36 Y ss. En 
1738 publicó en Ginebra cstn obm, considerada como un con sol idado dc filosofía jurídica 
y política, sustentada en la ralón ) en el método experimcntal pero que motivó que fuera 
cuestionado por sostener que todo cstaba sujeto a las leyes, esto es, al cntendimientn. ) en 
especial a las intcligl'ncias superion:s al hombrc y la misma divinidad. 

<1 Jean-Jacque~ Rous~cau. COl/frafo Wlcial. traducción de María José Villa\-erdc, Altaya. 
Harcelona, 1993_ pp. 60 Y 78. 
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Es así que la soberanía popular reflejada en la soberanía estatal resulta 
ser un elemento esencial, una cualidad o atributo del Estado que trasciende 
no sólo en el ámbito nacional sino también en el internacional, al conside­
rarse a la soberanía estatal además como un elemento legitimador de los 
actos del Estado, pues sólo el Estado soberano es el que tiene la facultad de 
expresar, también en el ámbito internacional, la voluntad de su pueblo, y en 
ese sentido, cuando este atributo se ve afectado o ilimitado, necesariamente 
tiene un doble efecto tanto hacia el interior como hacia el exterior del Esta­
do mismo, de ahí la importancia de dicho atributo. 

La soberanía nacional, en el orden externo, se expresa con cierta per­
sonalidad jurídica internacional como un ente titular no sólo de derechos 
sino también de obligaciones, no sólo respecto de otros estados igualmente 
soberanos sino también respecto de otros miembros de la comunidad inter­
nacional. En ese sentido, en algunas ocasiones la soberanía estatal puede 
actuar como un manto protector del Estado mismo frente a los embates 
del entorno internacional, pues en tanto el Estado se conduzca dentro de 
un marco de respeto a los derechos de los demás estados, a los derechos 
humanos, o mientras no violente el Derecho Internacional, se puede consi­
derar que puede actuar como soberanamente lo considere, y asimismo está 
en condiciones de exigir respeto a sus actos y derechos soberanos, tanto en 
el orden interno como en el orden externo. Por el contrario, ese atributo de 
soberanía y esa personalidad jurídica internacional también le reportan un 
cúmulo de obligaciones en el ámbito nacional e internacional, entre las que 
se encuentra la de responsabilizarse de sus actos soberanos y, en su caso, de 
reparar los daños ocasionados por dicho actuar. 

La expectativa actual del concepto de soberanía 

La transformación del entorno internacional, junto al desarrollo y evolu­
ción del quehacer humano, obligó a modificar la concepción clásica del 
Derecho Internacional y de sus instituciones, y con ello el concepto de 
soberanía. Así lo concibió el maestro Kaplan al señalar que el Estado sobe­
rano, celoso defensor de su espacio interno y de asumir sólo en forma limi­
tada algunos compromisos internacionales, se vio afectado en forma irre­
mediable en sus facultades soberanas por una constelación de fenómenos 
y dinamismos de incalculable trascendencia histórica como los siguientes: 
el alto grado de concentración del poder a escala mundial; la mutación re­
presentada por la tercera revolución científica y tecnológica en los paises 
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desarrollados; la creciente primacía de la trasnacionalización en sus más 
diversas fonnas, de empresas y mercados, y de otras organizaciones y pro­
cesos, de mecanismos e instrumentos, y sus múltiples consecuencias,32 que 
llevaron a la confonnación del Derecho Internacional contemporáneo y a la 
reconceptualización de diversas instituciones del Derecho Internacional, asi 
como también al surgimiento de nuevos conceptos e instituciones que die­
ron lugar a lo que hoy conocemos como el Derecho Internacional contem­
poráneo y moderno. 

Tal como se ha precisado, históricamente el concepto de soberanía ha tí.lr­
talecido no sólo a los estados, sino también al desarrollo mismo del Derecho 
Internacional y sus diversas ramas, así como a otras instituciones jurídicas, 
sociales y políticas; sin embargo, a través del progresivo desarrollo que pre­
senta el Derecho Internacional se aprecia que la soberania va perdiendo 
espacio paulatinamente en este cada vez más complejo mundo político-jurí­
dico, lo cual nos recuerda la precisión que hace Manuel Becerra al sostener 
que "la idea de debilitamiento de la soberanía está ligada estrechamente con 
la idea de debilitamiento del Estado";]] y aun contando con una autonomía 
sólida, por un razonamiento de elemental lógica, se puede demostrar que la 
fortaleza de una soberanía estatal no se puede imponer al poder de la con­
junción de la voluntad mayoritaria de los estados soberanos. 

La soberanía, en este contexto, no deja de expresar la situación de liber­
tad e independencia de un Estado, es decir, la situación de no estar supedi­
tado a las facultades de un ente externo de igual naturaleza; sin embargo, 
es preciso considerar que no solamente le corresponde definir por si misma 
aquellos asuntos que considere de mayor importancia, sino que también 
debe protegcr los intereses de sus miembros con todos sus medios, en virtud 
de que la facultad que le otorga la soberanía presenta comúnmente dimen­
siones de carácter político y jurídico. Ninguna construcción jurídica debe 
prescindir del aspecto politico de la soberanía, y en todo caso un conflicto 
entrc el Derecho Internacional y la soberania del Estado requiere considerar 
que la soberania es una realidad histórica y social, que junto con sus aspec­
tos jurídicos presenta significaciones politicas e ideológicas34 

,2 Cfr. Marcos Kaplan, "La soberanía cstatal-naóonal: retos e interrogantes", en 
A.A.V.\!.. Proh!cmas act/lales dc! [)er('c!1O CO/lstill/('iol/ul. L~·tlldios en homenaje (/ .Jorgc 
Carpizo, Instituto de Investigaciones JurídicaS-lll\.\M, México. 1994, pp. 225-234. 

,.1 Manuel Becerra Ramírez, 1.0 reccjJción del derecho inlernucional en el derecho illler-

1/0, ¡"'\J.\r-.t México. 2006, p. 63. 
1 ¡ Cfr. Juan Antonio Carrillo Salcedo . . )'ohemnio JI! 1.-,\1(/(/0 Y derecho inferrwciol1u!. 2<1. 

edición, Tecnos, Madrid, 1979. pp. 63 ) 64. 
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La innovación que se presenta en el concepto de la soberanía, deriva­
do de la dinámica del Derecho Internacional, la podemos apreciar desde 
diferentes ángulos, como es el caso del funcionamiento de diversos tribu­
nales con facultades supranacionales, establecidos mediante la voluntad de 
la sociedad internacional, manifestada a través de tratados internacionales. 
Una vez que se les otorga vida jurídica, estos órganos jurisdiccionales se 
pronuncian con estricto apego a sus estatutos y a las normas de Derecho 
Internacional, especialmente a las normas de ius cogens. 

Ejemplo de lo anterior lo tenemos en el asunto de Lago Lanós, donde la 
Corte Internacional de Justicia (ClJ) señaló que en las condiciones para el 
ejercicio de competencias estatales, la soberanía territorial juega como pre­
sunción, y que al Estado soberano corresponde apreciar razonablemente y 
de buena fe las situaciones y las reglas que le conciernen; esto implica que 
la discrecionalidad, el subjetivismo y el voluntarismo del Estado soberano 
se encuentran limitados por las reglas que el Derecho Internacional les im­
pone35 En otro caso, este propio órgano de justicia determinó que respecto 
del deber que se le impone al Estado de cumplir las normas internacionales, 
la República islámica de Irán violó de manera continua las obligaciones que 
tiene para con los EUA, en virtud de convenciones internacionales vigentes 
entre los dos países, y de normas de Derecho Internacional general consa­
gradas por una larga práctica36 

Además de lo anterior, se debe considerar que el incumplimiento de las 
obligaciones internacionales genera responsabilidad internacional para el 
Estado, razón por la cual resulta cuestionable el carácter absolutamente so­
berano del Estado concebido desde la perspectiva de la teoría clásica, ya 
que es evidente que actualmente se encuentra supeditado en el marco de un 
ordenamiento internacional, en el que le resulta ineludible aceptar y adoptar 
los pronunciamientos que se emitan en su contra, aunado a que las normas 
imperativas de Derecho Internacional han sido incorporadas en las Conven­
ciones de Viena sobre los Derechos de los Tratados, tanto en la de 1969 como 
en la de 198637 

35 Ihidem, p. 78. Como dato adicional, precisamos que el asunto del Lago Lanós deriva 
del acuerdo suscrito en Madrid elI2 dejulio de [958, entre Francia y España. Para mayor ¡n­
[onnación se puede consultar la página http://untreaty.un.orglunts/l_60000/23/5/00044231. 
pdf 

36 UN.Doc. A/35/3, correspondiente al trigésimo quinto periodo de sesiones de la Asam­
blea General, suplemento núm. 4, Nueva York, p. 3. 

37 César Mollano Bonilla, "Un Derecho Internacional para un nuevo orden mundial", en 
Lajimción de la teología en e/futuro de América Latina, Simposio Internacional, Memorias, 
Universidad Iberoamericana, México, 1991, pp. 181 Y 182. 
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Ésta es la tendencia que se presenta hoy en día en el Derecho Interna­
cional, cuyo inicio lo encontramos desde 1927, con algunos autores que 
consideraron procedente la eliminación de la soberanía en el contexto del 
Derecho InternacionaL" De manera más reciente, tenemos la postura de 
Norberto Bobbio al establecer que cuando se piensa en un juicio positivo 
del Estado y se considera que constituye una institución favorable para el 
desarrollo de las facultades humanas y el progreso civil se deseará entonces 
no el final del Estado como ahora lo conocemos, sino una extensión gradual 
de sus instituciones, hasta la fonnación del Estado universaL'9 

Este planteamiento lo comparte Jesús Silva-Herzog Márquez al sostener 
que la idea de la soberania cumplió con una función de importancia al fun­
dar un imperio sin restricciones, organizando el universo de la política más 
importante, y que de esta manera adquiere cuerpo la noción de Estado y se 
ubica el sentido de la política internaeionaL"O 

3H Inicialmente, autores como F. W. Coktr, en su ohra Political Theories (?!"Recenf Times, 
publicada en 1927, en la que proponía descartar totalmente del contexto internacional el dog­
ma de la soheranía. Posteriormente, Nippold, con su libro Formación del procedimiento dé' 
las controversias internacionales, afinnaba que la soberanía no constituye un principio pro­
pio del Derecho Internacional. Citados por Hennann Ileller, ro soheronía, op. cit., p. 102. 

1lJ Norberto Hobbio. Fstodo, gohiano, sociedad. Contrihución a una teoría general de 
la política, op. cit .. p. 143, Tamhién es importante dejar asentado que existen posturas que 
sostienen que la creación de un superestado "'no resuelve el problema de mantener el Estado 
subordinado al Derecho, por las siguientes razones: 1" Se suprimiría precisamente la sobt:ra­
ní<l de los estados; 2" La formación del superestado aplaLaría y complicaría el problema", ya 
que se estaría ante la interrogante de cómo lograr posterionnente la sumisión de ese superes­
tado al Derecho". Cfr. Agustín Basave Femández del Valle, Teoría del Estado,fundament() 
de filosofia política, op. cit., p. 153. La postura de Danilo Zolo al considerar que la ide<l de 
la superación cosmopolita de las ¡ronteras estatales se encuentra considerada en la teoría 
del Derecho, debe estar sustentada en una importante dosis de optimisml~ normativo. y quc 
ningún indicador empírico señala como probable o posible en un futuro próximo la apertura 
universal de las fronteras. Danilo 7010, "Libertad, propiedad e igualdad en la teoría de los 
derechos fundamentales", en Luigi Ferrajoli, Los./imdalllcnlos de los derecho,~Jimdamenta­
les, Trotta, Madrid, 2001. p. 99. 

40 Jesús Silva-Herzog Márque7., '"El hechizo dc Bodin", Rel'ista [sonomía, '\1éxico, núm. 
11, octubre de 1999, p. 55. El autor precisa quc si se logra escapar de la coraza nacionalista 
de la soberanía, se puede anali.t.ar la participación de los agentes qlli.;~ intervienen en este 
contexto sin impugnarla por principio. La nueva política habrá de reconocer que sus compo­
nentes desbordan los linderos del Estado. El dogma del hermetismo se ha roto yeso e\ige 
ahrirse a la innovación. Phi!lipe Schmitter ha sugerido. por ejemplo. el e~tab!t.:cimicnto de 
representaciones paralelas entre estados que tienen un intercambio espccialml.'nte intenso: 
insertar representantes 1 de ]un Estado (;11 los (;ucrpos legislativos de otro país. Luigi Ferrajoli 
traza las ideas centrales de un constitucionalislllo global. David Held pretende construir un 
modelo de democracia coslTIopplita. 
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Se debe reconocer que actualmente, y bajo este nuevo orden mundial, 
es perceptible que la soberanía ha dejado de ser un concepto absoluto, aun 
hacia el interior, tornando en cuenta que se ha vuelto cotidiano constatar el 
sucesivo otorgamiento de facultades por parte de la mayoría de los estados 
a organizaciones internacionales, como es el caso del Consejo de Seguridad 
(es), que mediante la incorporación de los países a las NU lleva implícito de 
inicio la concesión de diversas autorizaciones para que actúe a su nombre 
como miembro de la "comunidad internacional". 

En esta tendencia internacional se aprecia a menudo que los estados 
miembros otorgan facultades a los organismos internacionales para la crea­
ción de obligaciones y de normas internacionales, necesariamente con ca­
rácter vinculatorio, para los propios integrantes de las NU, y en algunos 
casos también para aquellos estados que no lo son, tal como lo establece 
el artículo 4.2 del Estatuto de Roma (ER) al disponer que la Corte Penal 
Internacional (epI) podrá ejercer su facultad en territorios de estados que no 
sean parte del Estatuto41 

Todo esto reafirma que el alcance de la soberanía hoy en día ha dejado de 
ser absoluto, perpetuo e indivisible, como lo concebía Juan Bodin, en virtud 
de que está supeditado a la auto limitación y a la autodeterminación, ante la 
interdependencia en la que se encuentran involucrados los estados de todo 
el mundo, y por la necesidad de respeto que se debe tener a los derechos y 
a las garantías de los gobernados, al establecimiento de su gobierno, al ejer­
cicio de esa facultad de gobierno, y a los intereses de otros estados, lo cual 
nos conduce a establecer que desde esa idea internacionalista el concepto de 
soberanía se convierte en una facultad "relativa" por compromisos, "con­
dicionada" por voluntad, y "versátil" por necesidad. Aunque no se debe 
soslayar que la asunción de esos compromisos fue posible con base en el 
ejercicio de esa facultad soberana. 

Aunado a lo expuesto y con un enfoque metafisico, afirmamos hoy en 
día que la soberanía como instrumento se instituye como "argumento" para 
sostener la existencia del Estado y del Derecho Internacional, para que se 
incorpore o subsista en un entorno "mundial izado" que se caracteriza por la 
interdependencia de los estados prácticamente en todos los aspectos, ya que 
cada vez resulta más complicado desarrollarse sin ese intercambio comer­
cial, que implica una necesaria relación económica, inclusive en algunos ca­
sos también en el campo social, y, actualmente, también involucra a la gran 

41 El artículo 4.2. del FR de la ePI establece que ésta podrá ejercer sus funciones yatri­
buciones en el territorio de cualquier Estado parte y, por acuerdo especial, en el territorio de 
cualquier otro Estado. 
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mayoría de los estados en una vinculación jurídica mediante el progresivo 
desarrollo de la codificación internacional. 

Resulta improcedente, por lo tanto, sostener actualmente la existencia de 
una soberanía equiparable a una independencia y poder absoluto determí­
nante para las decisiones más elementales, en algunos casos inclusíve aun 
las de carácter interno,42 o como la facultad exclusiva del Estado para aten­
der y resolver sus conflictos sobre la comunidad de las naciones, concepto 
únicamente aceptable en las monarquías absolutas, Las circunstancias ac­
tuales nos sugieren señalar que el estado de la política mundial contem­
poránea ha traído al plano de las relaciones internacionales un importante 
cambio en el concepto de soberanía, que se desarrolla progresivamente por 
la actual relación de interdependencia y la pronunciada tendencia global. 

Lo anterior nos conduce a la adopción de un concepto de soberanía que 
responda hoy en día a los requerimientos de la colectívidad planetaria de 
este momento histórico, en raZÓn de las predominantes relacíones interesta­
tales. Sin lugar a dudas, este invaluable bien estatal continuará propenso a 
una reducción incalculable, manteniendo discretamente un carácter relativo 
para facilitar el surgimiento de nuevos sujetos de Derecho Internacional, 
restringiendo las decisiones gubernamentales de cada Estado, acotando 
inclusive sus facultades constitucionales con motivo de los compromisos 
contraídos a través de los instrumentos internacionales, incluyendo la com­
petencia jurisdiccional de los tribunales internacionales43 

Se considera oportuno destacar en esta etapa de transición que vive el con­
cepto de soberanía los señalamientos efectuados por la Comisión de Gestión 
de Asuntos Políticos Mundiales al sostener que, en algunos casos, los países 
poderosos emplean un derecho pretendidamente soberano como argumen­
to contra los países débiles, y en otras oportunidades, por la forma en que 
desarrollan su política exterior, utilizan la soberanía para protegerse de las 
críticas internacionales; por lo que se considera que la igualdad soberana, la 
independencia territorial y la no intervención deben ser fortalecidas mediante 

41 Jaeques Maritain, El homhre)' t:f Estado, Encuentro, Madrid, 2002, p. 67. Maritain 
sostiene que "el Estado no es la suprema encarnación de la idea, como creía Hegel. No C~ 
una especie de superhombre colectivo. El Estado no es más que un órgano habilitado para 
hacer uso del poder y la coerción y compuesto de expertos o especialistas en el orden y el 
bienestar públicos; es un instrumento al servicio del hombre. Poner al hombre al servicio de 
este instrumento es una perversión política. La persona humana en cuanlo individuo es para 
el cuerpo político, y el cuerpo político es para la persona humana en cuanto persona. Pero el 
hombre no es de modo alguno para el Estado. El Estado es para el hombre", 

4.' Cfr. Francisco Orrega Vicuí'ía. El Estado como sujeto de derecho internacional, la pérdi­
da de la primacía, Estudios. Sociedad Chilena de Derecho Internacional. 19X3, p. 77. 
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el respeto universal. Los Estados no deben protegerse con el valor que otorga 
la soberania ni ignorar, en su caso, los límites que impone, sino que deben 
implementar un mecanismo que pennita garantizar que los gobernantes no 
efectúen una interpretación errónea del concepto de soberanía y evitar que 
incurran en el ejercicio excesivo del poder que otorga su argumento; asimis­
mo, los Estados deben diseñar las medidas pertinentes para garantizar una 
adecuada y pennanente vinculación entre este instrumento nacionalista y la 
voluntad popular.44 

Del análisis que realiza la citada Comisión de Gestión se infiere la ne­
cesidad para los estados de subsanar los efectos negativos que se derivan 
cuando un Estado invoca la soberanía como argumento para tratar de evadir 
el cumplimiento de compromisos internacionales dentro y fuera de su terri­
torio, ocasionando el quebrantamiento del orden jurídico internacional. Los 
intereses protegidos por el Estado mediante la afirmación de su soberanía se 
deben buscar en el conjunto de las relaciones gobierno-gobernado, basado 
en el respeto al Estado de Derecho y en la protección y garantía de los DH, 

así como el cabal cumplimiento de los compromisos internacionales, ya que 
en el adecuado ejercicio de dichas relaciones se sustentaría la fortaleza de 
su soberanía y, en consecuencia, su proyección internacional. 

El hecho de que la noción de soberanía sea motivo de debates en los últimos 
años es una muestra indiscutible de que dicho concepto se mantiene vigente 
no obstante los cambios trascendentales que la misma presenta en el nuevo or­
den mundial, toda vez que la estructura estatal sigue siendo en su esencia su­
prema y es la fuente directa de legitimación formal de las normas jurídicas 
nacionales e internacionales, así como la fuente misma de legitimación y 
atribución de todos los actos de gobierno, tanto en el ámbito interno como 
en el internacional. En cuanto a su estructura soberana, el Estado conserva 
su carácter social, sustentado en determinados principios políticos. Se con­
serva el Estado como una unidad de decisión y acción dotada de voluntad, 
y su máxima expresión son sus tres principales funciones: la legislativa, 
la ejecutiva y la jurisdiccional; sin embargo, la circunstancia de que exista 
entre los estados contemporáneos un importante desequilibrio de poder ha 
limitado el ejercicio de las facultades soberanas de algunos estados débiles, 
en los que la solución de sus problemas depende en gran medida del estado 
de cosas en el plano internacional.45 

44 Comisión de Gestión de los Asuntos Públicos Mundiales, Nuestra comunidad global, 
traducción de Carlos Rodríguez Braun, Alianza, Madrid, 1955, p. 73. 

45 Víctor Flores Olea, Ensayo sobre la soberanía, op. cit., pp. 134 Y 135. El Estado en 
la actualidad no puede permanecer inactivo ante los peculiares problemas que presente el 
mundo de la relaciones internacionales ni como espectador imparcial de esas relaciones, ni 
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Otro aspecto de este desarrollo progresivo del Derecho Internacional pú­
blico lo encontramos en la instauración de los tribunales internacionales, 
cuyas jurisprudencias se encuentran instituidas como fuentes del Derecho 
con carácter obligatorio, prácticamente para todos los estados reconocidos 
en nuestro planeta, mediante un procedimiento contractual de unidades de­
cisorias soberanas; es decir, del conjunto de actos de la voluntad general 
de los estados soberanos que fínalmente son quienes de manera formal le 
dan vida a estos tribunales supranacionales, pero que una vez que entran 
en funcionamiento constituyen instancias decisorias y sus resoluciones ad­
quieren el carácter coercitivo necesario para el cabal cumplimiento de sus 
mandatos, aun en el caso de que tales resoluciones se encaminen en contra 
de los propios estados que le dieron vida al expresar su voluntad mediante 
un pronunciamiento libre y soberan04ó 

Ejemplo de lo anterior lo encontramos trecuentemente en las jurispruden­
cias de la CIJ, y en csta ocasión, por razón del tema que nos ocupa, señala­
mos el caso de la Isla de Palma, en el que el juez Max Huber sostuvo que 
la soberanía no consiste en derechos beneficiosos, y que la reclamación por 
un estado de jurisdicción exclusiva sobre un determinado territorio o sobre 
unos determinados hechos, complementada con la demanda de que todos los 
demás estados reconozcan esa soberanía, se traduce en mensaje para los otros 
estados en el sentido de que el "'Estado soberano tendrá en cuenta los intere­
ses razonables de todos los demás"', respecto dc los hechos ocurridos en su 
jurisdicción, precisando literalmente que:47 

En las relaciones entre los Estados, soberanía quiere decir independencia. La 
independencia respecto de una parte del globo es el derecho a ejercer ahí, con 
exclusión de cualquier otro Estado, las funciones de un Estado. El desarrollo 
de la organización nacional de los Estados en los últimos siglos y, como co­
rolario, el desarrollo del derecho internacional, han establecido este principio 
de la competencia exclusiva del Estado, respecto de su propio territorio, de tal 
manera que se convierte en el punto de partida para resolver la mayoría de las 
cuestiones que atañen a las relaciones internacionales. 

tampoco puede constreñirse a una función preventiva de algún desajuste social; la interde­
pendencia en la que se encuentran involucrados prácticamente todos los estados del planeta 
exige una participación proactiva de los actores en su conjunto. 

46 Hennann Heller, La s:oheranía. ofJ. cit., pp. 255 Y 257. 
47 Anuario de la Comisión de Den"Cho Internaciona! de las ¡"'.laciones [/nidas, 1996, vol. 

II (segunda parte), p. 271. UN.Doc. A/CN.4/SER.A/J 996/Add.l. Consistente en ellnfonm:: 
de la Comisión a la Asamblea (jencral (M,) sobre la labor reali¿ada en su 48" periodo de 
sesiones. 
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Posteriormente, el juez Huber destacó la obligación que acompaña al 
Derecho soberano de un Estado, disponiendo que la soberanía territorial 
equivale al Derecho exclusivo a realizar las actividades de un Estado, y 
dicho Derecho implica la obligación de proteger en su territorio los de­
rechos de los demás estados, en especial su derecho a la integridad y a la 
inviolabilidad, tanto en la paz como en la guerra, conjuntamente con los 
derechos que cada Estado puede reclamar para sus nacionales en un territo­
rio extranjero. Salvo que manifieste su soberanía territorial de una manera 
que corresponda a las circunstancias, el Estado no puede cumplir con este 
deber. La soberanía territorial no puede limitar a su aspecto negativo, es 
decir, no puede excluir las actividades de otros estados, en su política de 
gobierno, y puede servir para compartir entre las naciones el espacio en que 
se realizan las actividades humanas, a fin de garantizarles en todo momento 
la protección mínima de que es custodio del Derecho Internacional.48 

Este tipo de pronunciamiento es lo que se tiene hoy en día como resul­
tado de las acciones que se han implementado, especialmente al finalizar 
la Segunda Guerra Mundial, pero sus primeros indicios se manifestaron en 
los estados europeos, una vez concluida la revolución capitalista y la eman­
cipación burguesa, que después del siglo XVII se reconocían mutuamente 
como soberanos, sin otorgarle el reconocimiento de "Estado soberano" a 
ninguna otra organización socio-política de algún otro territorio que se en­
contrara más allá del ámbito cultural europeo. 

A partir de ese momento, y en ese contexto geográfico-cultural, fueron 
establecidas las normas para solucionar sus conflictos, con lo cual empezó a 
surgir el Derecho Internacional Público; después del movimiento indepen­
dentista de las 13 colonias norteamericanas, esta rama del Derecho logró 
consolidarse. Posteriormente, se presentó en 1917 la primera revolución 
anticapitalista en Rusia, que pretendía destruir la estructura estatal dentro 
de la sociedad y su conversión en una libre asociación de productores inde­
pendientes, adoptando finalmente, a mediados del siglo xx, un esquema y 
un sistema funcional hacia un desarrollo progresivo, logrando el alcance e 
impacto que conocemos en la actualidad, y con una importante inercia que 
le otorgan los propios requerimientos de la sociedad internacional. Da la 
impresión de que tal movimiento es incontenible, que se confirma con las 
expectativas que presenta el nuevo esquema mundial ante las circunstancias 
de interdependencia de los estados y las necesidades de establecer la paz y 
la seguridad internacionales. 

48 Anuario de la Comisión, op. cit., pp. 27l Y 272. 
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También es procedente considerar en esta reseña las luchas anticolonia­
les de emancipación durante la Segunda Guerra Mundial, en las que no se 
reclamó la suspensión del Estado, sino que se le consideró como un argu­
mento defensivo de gran valia para las sociedades liberadas. De esta mane­
ra, apreciamos hoy en día la importancia de la "soberanía" aun ante ciertas 
circunstancias desventajosas por la capacidad económica y de exportación 
de algunos estados. Esta cualidad estatal de invaluable valor mantiene su 
preeminencia, como es el caso de la República Popular de China, que no 
obstante su colosal extensión territorial de más de 9.5 millones de kilóme­
tros, el nivel de impacto jurídico-político de su soberanía es equivalente al 
de otros países de menor extensión territorial, incluyendo la de San Marino, 
con una discreta extensión territorial de 61 kilometros49 De estos razona­
mientos y realidades se reitera la imprescindible figura del Estado, susten­
tado precisamente en la noción de la soberanía, que no consiste tan sólo 
en un argumento para lograr una relación de igualdad en las operaciones 
comerciales o de administración de la justicia, sino de todos los aspectos 
que derivan cn ese dinamismo de nivel planetario, coordinados a través de 
la figura de las Naciones Unidas.") 

Ubicándonos en el contexto del principio de pacta sunt servanda, tene­
mos como claro ejemplo del desarrollo integral que se puede lograr median­
te una razonable cesión de derechos soberanos a un órgano supranacional, 
como es el caso de la Unión Europea (UE), que constituye, hasta el momen­
to, el mayor proyecto internacional al superar por mucho la problemática 
de las medidas aduaneras, estableciendo una politica de libre comercio y de 
mercado común con acciones económicas y sociales comunes; también ha 
logrado establecer una ciudadanía europea compatíble con las ciudadanías 

.t9 También existe una importante diferencia cntre estos dos países en cuanlo al número 
de sus respectivos habitantes. China, por ejemplo, supera la cifra de un millón 300000 habi­
tantes; San Marino cuenta tan sólo con 35000. 

50 Anuario de la Comisión, 0V cit., pp. 74 Y ss. En cuanto a esta organización política 
internacional, Krippendorff señala que constituye un oneroso compromiso inventado por 
las metrópolis para establecer un mínimo de orden en el sistema internacional. e incluyl.! la 
diplomacia, las relaciones interestatales y las afiliaciones a ese grupo y otras organizacio­
nes intemacionales, que se multiplican rápidamente en diferentes puntos del planeta. Las 
pequeñas naciones sólo pueden participar si invierten partes desproporcionadas de sus pre­
supuestos nacionales. Muchas se ven obligadas a reducir y concentrar sus representaciones 
diplomáticas en algunos de los estados más importantes. Una consecuencia grave de esta 
necesidad es que así se pasan por alto muchos estados de la propia región. Las grandes po­
tencias disponen por regla general de una red diplomática prácticamente en todo el mundo 
y tienen la ventaja de recibir informaciones superiores, derivado precisamente de la infraes­
tructura de la que disponen. 
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de los estados miembros, y proveerse de la personalidad jurídica para actuar 
ante la comunidad internacional, en representación de todos los estados que 
la integran. 51 

La composición del sistema internacional como un conjunto estructurado 
de todos los estados constituye un esquema que a mediados del siglo pasado 
se antojaba titánico ante la diversidad de culturas, razas, idiomas, ideologías 
y religiones que subsisten en el planeta; pero ante el trabajo constante de las 
NU se ha logrado una representación universal irrefutable que inicialmente 
alcanzaba un modesto número de 51 miembros fundadores, aunque en la 
actualidad esta cifra está cerca de ser cuadriplicada, al haberse incorporado 
hasta el momento 193 países, de todos aquellos que se encuentran recono­
cidos por la comunidad internacional. 52 

Aun cuando autores como Krippendorff sostenía, poco después de los 30 
años de vida de las NU, que con su implementación no se lograrían reconoci­
mientos importantes, ya que consideraba que tan sólo se confirmaba la mala 
interpretación del concepto de Estado como símbolo de la modernidad, al 
sugerir que el sistema internacional se hallaba normalizado a consecuencia 
de la multiplicación de los estados soberanos y la disolución de los impe­
rios coloniales después de la Segunda Guerra Mundial, considerada como el 
punto culminante y la última perfección en la historia de la civilización, para 
establecer con las NU la idea de que el Estado territorial moderno fue produ­
cido para cumplir cierto cometido en un contexto histórico específico. 53 

En este contexto y bajo el nuevo orden mundial se recurre con cierta 
insistencia a la idea de la internacionalización de los estados, en la que se 

51 Manuel BecenTa Ramírez el al., "La soberanía en la era de la globalización", en Ma­
nuel Bccerrra Ramírez y Klaus Theodor Müller Uhlenbrock (coords.), Soberanía y juridifi­
cación en las relaciones internacionales, op. cit., p. 76. Para el doctor Manuel Becerra Ra­
mírez, cuando los Estados se autolirnitan mediante un tratado pueden dar paso a una figura 
jurídica conocida como "soberanía compartida" y señala que el único ejemplo "surge como 
consecuencia de la voluntad de los Estados de integrarse a otro mediante un tratado". Asi­
mismo, en el caso del Tratado de Maastricht considera que la UE es un ejemplo de cuando 
los estados pactaron en un tratado que se compartirían los elementos de la soberanía. 

52 Recordemos que actualmente se reconoce la existencia en el planeta de 204 países, dc 
los cuales efectivamente se han incorporado 193 a las Naciones Unidas. 

53 Cfr. Ekkehart Krippendorff, Las relaciones internacionales, op. cit., p. 74, quien agre­
ga que en el caso de Europa en el siglo XVI] el mundo fue dividido apenas comenzaba la 
expansión, desde las sentencias arbitrales de los papas hasta las conferencias colonialistas 
durante la segunda mitad del siglo XIX. Es así corno se apreció que el Estado moderno, en la 
combinación de ejército y burocratismo, dio prucba de su superioridad efectiva sobre otras 
fonnas de organización política. Los pueblos de evolución anticolonialista no lograron en­
contrar una alternativa viable de la organización estatal. 
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faculta a un órgano supranacional para tomar decisiones que afectan las 
relaciones exteriores de cada uno de los miembros que lo conforman; que 
si bien esas instituciones supranacionales no se encuentran provistas de los 
elementos que conforman política y jurídicamente a un Estado, ejercen y 
detentan los poderes equivalentes al Estado soberano en su noción clásica; 
situación que en su tendencia progresiva confirma el desarrollo que presen­
ta hoy en día el Derecho Internacional, con una notoria repercusión en la 

soberanía estatal54 

Hoy en dia, el tiempo nos otorga una privilegiada ubicación pos! jadum 
respecto de los eventos mundiales y la situación que vivimos con motivo del 
auge que presenta el fenómeno de la "globalización",55 en cuya materiali­
zación no se excluyen las funciones de procuración y administración de la 
justicia penal en el mundo, ya que su caracteristica principal consiste en un 
engranaje de alcance universal,56 cuyo apogeo si bien empezamos a vivir en 
años recientes, habia sido concebido desde hace cinco siglos por fray Fran­
cisco de Vitoria, quien catalogó este fenómeno como el Derecho Natural de 

q Francis RosenstieL El principio de supranaciol1a/idad. ensayo sohre las relacione.\ 
dc /a !w/itica y el derecho, traducción de Fernando Murillo, Instituto de Estudios Políticos, 
Madrid, 1967, p. 71. 

55 El concepto de globalización puede asimilarse al de intemacionalización o al de mun­
dial iLación al pretender expresar el aumento de las relaciones que mantienen entre sí los 
diferentes territorios del mundo hasta el punto de que, cada vez más, una mayor proporción 
de los aspectos locales son ininteligibles sin hacer referencia a la escala mundial; también 
se alude con este concepto al globo terráqueo y a la interrelación entre diferentes aspecto" 
que no puedcn ya ser vistos como partes aisladas. (DI': http://www.pangea.org/jci/soc/c/glob­
conc-ori.htm ). 

~6 Fran7. von Liszt escribía a principios del siglo xx que en los 21 estados europeos de 
ese entonces existían seis grandes potl.'ncias, confórmada~ por Alemania, Austria-Hungría, 
Francia, Inglaterra, Italia y Rusia~ 15 estados menores (Bélgica, Países Bajos, Luxemburgo. 
Dinamarca, Nomega, Suecia, España, Portugal, Suiza, Bulgaria, Rumania, Scrbia, Montene­
gro, Grecia y Turquía). De los estados americanos destaca a los Estados Unidos, México, lo"" 
seis estados centroamericanos (Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica)­
Panamá). En el sur dcl continente americano señala los dic7. siguientes: VeneLUela, Colom­
bia, Ecuador, Perú, Chile, Argentina, Bolivia, Urugua:-, Paraguay y Brasil, y por último des­
taca la presencia de las repúhlicas insulares de Cuba, Haití y la República Dominicana. Del 
continente asiático señala Von Liszt que Japón es el único que se encontraba incorporado a la 

comunidad internacional; China, Persia y Siam no se habían adherido aún a ella. Dicho autor 
subraya que Afganistán, los estados independientes de Himala)'a, Hután y Nepal se encontra­
han fuera de la comunidad intemacional, así como 1m pequeños estados árabes. Los estado:. 
africanos de Liberia y Abisinia se consideraban en ese momento C0l110 muy próximos a dicha 
comunidad, pero no compktamcnte unidos a eHa. fram von Lis7.t, Derecho internacional 
púhlico. ! 2a. edición, traductor) editor Gustavo (¡ili, Barcelona, 1929, p. 11. 
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los hombres para su organización y desarrollo, por lo que no aceptó que se 
considerara al mundo como un conjunto inorgánico de naciones aisladas, 
sin derechos ni deberes entre ellas; visualizaba desde entonces la interde­
pendencia de los estados y auguró la existencia de una estructura moderna 
de la organización jurídica de la sociedad humana, consintiendo la cesión de 
la soberanía al Derecho Internacional, sin que ello implicara la desaparición 
del Derecho Interno.57 

A cinco siglos de distancia, los especialistas en la materia discuten sobre 
las conveniencias e inconveniencias de la cesión parcial de la soberanía o de 
los derechos soberanos al Derecho Internacional,58 en el marco de la "glo­
balización" de lajusticia penal, sustentada en los principios elementales del 
Derecho Internacional Público;59 si bien no es este Derecho el responsable 
de la actual sociedad de los pueblos, funciona para brindar a dicha sociedad 
"las reglas susceptibles de una aplicación inmediata",60 mediante un ade­
cuado y puntual análisis de la realidad, para extraer las imperfecciones y, 

57 José Gascón y Marín, Fray Francisco de Vitoria, fondador del Derecho Internacional 
moderno (1546-1946). Conferencias pronunciadas en la inauguración de su monumento 
nacional en la ciudad de Vitoria, Cultura Hispánica, Madrid, 1946, pp. 112 Y 113. 

5~ Recordemos el debate sostenido por los tratadistas italianos Luigi Ferrajoli y Danilo 
Zolo al establecer, el primero, que con esta tendencia la sociedad universal se encamina a la 
necesaria superación de la soberanía estatal desde la perspectiva de la ciudadanía universal 
y de la construcción de una democracia constitucional de dimensión planetaria, y que sola~ 
mente una jurisdicción penal internacional podría garantizar el orden mundial. Por su parte, 
Danilo Zolo señala algunas inconveniencias ante la existencia de una estructura de poder 
global por considerar que de esta manera se penalizaría a los sujetos o miembros de estados 
más débiles, y que la CNU es el resultado de un pacto fundamental entre pueblos para la crea~ 
ción de un orden mundial, mediante la extinción de la soberanía de los estados nacionales 
en vías de desarrollo. 

59 Estos principios consisten en los siguientes: los estados en sus relaciones internaciona~ 
les se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial 
o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra fonna incompatible con 
los propósitos de las NU; los estados arreglarán sus controversias por medios pacíficos de tal 
manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia; 
no interferir en los asuntos que son de la jurisdicción interna de los estados, de confonnidad 
con la Carta; cooperar entre sí, de confonnidad con la Carta; la igualdad de derechos y libre 
detenninación de los pueblos; la igualdad soberana de los estados; los estados cumplirán 
de buena fe las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con la Carta. Cfr. Cesáreo 
Gutiérrez Espada, "La Corte Penal Internacional y la Organización de las Naciones Unidas. 
La discutida posición del Consejo de Seguridad", Anuario de Derecho Internacional, Uni~ 
versidad de Navarra-Departamento de Derecho Internacional Público y Privado, España, 
vol. XVIII, 2002, pp. 39 Y 40. 

60 Joaquín Fernández Prida, en Cesáreo Gutiérrez Espada, op. cit., p. 15. 
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en su caso, proponer las medidas pertinentes para superar las adversidades, 
la aplicación le corresponde única y exclusivamente a los estados, precisa­
mente en el ejercicio de su facultad soberana. 

En este orden de ideas, enfocamos este panorama del Derecho Interna­
cional público al contexto de nuestro tema para fortalecer el planteamiento 
principal del trabajo, con una breve reseña de la "progresividad" del De­
recho penal a partir de la "mundialización" de la sociedad, cuyo inicio se 
encuentra marcado con la Primera Guerra Mundial. 

Finalmente, cabe resaltar que en la actualidad el desarrollo del Derecho 
Internacional y sus instituciones, en los últimos siglos, ha sido tal que ha 
impactado sustancialmente en el concepto de soberanía estatal, o por lo 
menos ha llevado a revisarlo, pues independientemente de la naturaleza y 
de la diversidad de sus normas jurídicas, de su forma o de sus contenidos 
y de si hayan o no participado en su conformación, las acciones de los 
estados resultan limitadas tanto jurídica como políticamente no sólo en el 
ámbito internacional sino también hacia su interior. 

Las tres principales facultades soberanas y que al mismo tiempo cons­
tituyen la expresión máxima de la soberanía de un Estado -legislativa, 
jurisdiccional y ejecutiva- en la actualidad ya no pueden ser ejercidas en 
forma absoluta ante el embate de las diversas normas jurídicas internacio­
nales y ante las resoluciones y políticas internacionales implementadas por 
numerosos organismos internacionales. En ese sentido, los estados antes 
de ejercer dichas funciones se encuentran de alguna forma constreñidos 
a observar no sólo las normas jurídicas internacionales, sino también las 
políticas internacionales, so pena de incurrir en una responsabilidad inter­
nacional o de sufrir la expulsión o la exclusión de algún organismo o club 
internacional, de tal modo que la soberanía estatal se encuentra limitada no 
sólo desde un punto de vista jurídico sino también fáctico, ante el irreversi­
ble desarrollo de normas y políticas de gran impacto, tales como las penales 
internacionales, o las de DIH, por citar algunas de las más relevantes. 

JURISDICCiÓN y COMPETE]\('IA 

EN MATERIA PENAL INTERNACIONAL 

El tema relacionado con la "jurisdicción" estará en vigor de manera persis­
tente en tanto el atributo jurídico-político denominado soberanía subsista 
para la estatalidad. Su debida atención y respeto representa clara pauta de 
la subsistencia del Estado soberano, y su expresión libre de influencia es la 
muestra del respeto de las propias garantías judiciales. 
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En cuanto a los principios relacionados con la validez de la ley, en que 
predomina la jurisdicción del juez del lugar donde se cometió el delito, y 
en el supuesto de que la conducta probablemente delictiva se haya come­
tido en diferentes espacios, será competencia del juez que haya conocido 
del asunto en primer término. La noción de espacio o territorio comprende 
todos los lugares sobre los que el Estado correspondiente ejerce su sobe­
ranía, abarcando el mar territorial y el espacio aéreo. En el ámbito tempo­
ral, comprende la preeminencia de la ley que rige al tiempo del hecho; si 
hubiera diferencia de leyes, desde el tiempo de la acción cometida hasta el 
juicio debe prevalecer la más benévola. Sólo puede ser aplicada la ley a los 
hechos cometidos durante su vigencia, aunque hubiera perdido su vigor; las 
sanciones y medidas de seguridad deberán aplicarse de acuerdo con la ley 
que rige al tiempo de la decisión.61 

En cuanto a las personas por juzgar, se tiene por un lado que, tratándo­
se de menores, éstos son supeditados a un procedimiento especial, y, por 
otro lado, se tiene que algunos funcionarios y diplomáticos, expresamente 
determinados por la ley, no pueden ser supeditados de manera inmediata a 
un procedimiento penal. Este último supuesto y la expresión jurisdiccional 
en el contexto intemacional62 constituyen circunstancias que se encuentran 
superadas por el ER; por un lado los menores de 18 años fueron excluidos de 
la competencia de la Corte y, por otro, se otorgan facultades sin precedente 
a la ePI para aplicarlas a cualquier persona con cargo oficial. 

A este respecto, la maestra Patricia Laurenzo Copello señala que algunos 
de los beneficios contenidos en el ER, como la no aplicación de la pena de 
muerte, podrían no alcanzar a los menores de edad dado que ellos no serían 
sometídos a la jurisdicción de este tribunal y en consecuencia serían inves­
tigados, enjuiciados y, en su caso, sancionados por los tribunales nacionales 
correspondientes; en el supuesto de que sus leyes contemplaran dicha pena­
lidad, les sería procedente su aplicación63 

El tribunal que tiene a su cargo la facultad jurisdiccional de un deter­
minado asunto, jurídicamente tiene la ineludible obligación de analizar las 
cuestiones de hecho y de derecho para estar en posibilidad de imponer la 
sanción que conforme a la ley procede. Las acciones legales que realiza el 
juzgador para comprobar la existencia de la conducta criminosa y sustentar 

61 Diego Manuel Luzón Peña, Curso de derecho penal. Parte general J, Universitas, 
Madrid, 1996, p. 202. 

62 Fernando Castellanos, Lineamientos elementales de Derecho Penal, POITÚa, México, 
1993, pp. 95 Y ss. 

63 Patricia Laurenzo Copello, "Hacia la Corte Penal Internacional: los aspectos penales 
del Estatuto de Roma", Jueces para la Democracia, Madrid, núm. 38,julio de 2000, p. 97. 
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su resolución constituyen la esencia de su encomienda; por tal motivo, el 
pronunciamiento que emite no es de carácter declaratorio, sino constituti­
vo. Representa el acto que sustenta la justicia propiamente, con base en las 
normas jurídicas vigentes, derivadas de un proceso legislativo regido por la 
Constitución y que constituye la expresión de su soberanía.64 

La verificación jurídica de los presupuestos de que se trate debe ser abso­
lutamente cierta, de tal manera que "la interpretación de la ley, como hoyes 
pacíficamente admitido, no es nunca una actividad solamente cognoscitiva, 
sino que siempre es el fruto de una elección práctica respecto de hipótesis 
interpretativas"; representa una decisión respaldada por la ley y por los he­
chos, y sustentada en un pronunciamiento de carácter jurisdiccional.65 

En términos de la función jurisdiccional de los tribunales penales, tanto 
en el aspecto sustantivo como en el adjetivo tiene una naturaleza y obje­
tivos idénticos ante un tribunal estatal o ante uno de orden supranacional. 
Esto se traduce en que la pureza de la jurisdicción a nivel estatal se garan­
tiza mediante la existencia de una auténtica soberanía nacional, y la inte­
gridad de la jurisdicción de un órgano internacional la encontramos en la 
expresión de la voluntad soberana de los estados en el marco de las normas 
internacionales; se puede actualizar a nivel estatal o en la dimensión plane­
taria, en virtud de que los principios judiciales que rigen en los dos niveles 
jurisdiccionales coinciden en origen y fin último: "el debido proceso". Esto 
es así en razón de que la actividad jurisdiccional de los órganos de justicia 
de todo Estado soberano, independientemente de su sistema de gobierno, 
actualmente también la C"PI, tienen la función de obtener en los casos con­
cretos la declaración del Derecho mediante la estricta observación de la 
norma jurídica preconstituida. 

Concepto y clasificación de la jurisdicción 

Etimológicamente, la palabra jurisdicción significa decir o declarar el dere­
cho; está formada de las voeesjus y dicere, por lo que se dicejurisdictio a 
jure dicendo, de tal manera que integrándolas se expresa que jurisdicción es 
la potestad que tiene una autoridad de conocer y resolver los asuntos que 
son sometidos a su conocimiento conforme a la ley.66 

64 Hans Kelsen, Teoría pura de! derecho, op. cit., p. 247. 
65 Luigi Ferrajoli. fJcrecho y ra:zón, op. cit., pp. 38 Y 39. 
fió Marta Morineau Idcartc e Román Iglesias Gonzále;.-, Derecho romano, Oxford, Méxi­

co, 2006, pp. 10 Y ss. 
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El vocablo jurisdicción también significa el poder del Estado parajuzgar. 
El maestro López Betancourt lo considera como el campo de acción o esfe­
ra de influencia de los actos de una autoridad, y 'Jurisdicción penal" como 
la capacidad de un órgano jurisdiccional para intervenir en un proceso de 
naturaleza penal mediante la aplicación de normas en esa materia, y para 
que la ley penal sea válida debe aplicarse por un tribunal competente que 
tenga, bajo esas circunstancias, la capacidad de aplicar las normas penales 
a casos concretos supeditados a sujurisdicción.67 

La jurisdicción deriva necesariamente del poder del Estado, por ser el 
único ente capaz de impartir justicia por medio de las instituciones creadas 
por él mismo mediante el principio de la división de poderes dentro del 
marco del Estado moderno. Se considera que desde la génesis del propio 
Estado, en su más primitiva etapa, tuvo la necesidad de resolver controver­
sias, evidentemente sin normas específicas, guiándose por el sentido de la 
equidad y la justicia, pero que ante la existencia de una autoridad para resol­
ver el conflicto entre dos o más miembros de aquella sociedad, la resolución 
debía ser acatada voluntaria o coactivamente, ya que del respeto a esa auto­
ridad dependía la subsistencia de la entonces incipiente estructura social. 

En esas primeras etapas, las ideas religiosas legitimaban la actividad repre­
sora, en las que el gobierno era ejercido por los paterfarnilias; más adelante, 
a partir del siglo IV a.C., aparece la figura del iurisdictia, mediante la cual los 
magistrados con un poder discrecional denominado caercitia, derivado del 
irnperiurn, además de los castigos, les incautaban bienes,68 y de esta manera 
empezaba a estructurarse el Estado, que mediante las evoluciones que expe­
rimentaba, a la postre le dio vida a los organismos jurisdiccionales. 

El concepto de "jurisdicción" desde la óptica internacional también se 
ha discutido en el seno de la Comisión de Derecho Internacional (CDI) de 
las NU, como es el caso del análisis que realizan en el marco del proyecto 
de los artículos relacionados con la responsabilidad de los estados, soste­
niendo que el territorio se considera como prueba concluyente de jurisdic­
ción; por lo tanto, en casos de conflicto de jurisdicción sobre una actividad 
prevalece la jurisdicción de la base territorial, y las situaciones en que un 
Estado, con arreglo al Derecho Internacional, ha de ceder su jurisdicción 
dentro de su territorio a otro Estado.69 

67 Eduardo López Betancourt, Introducción al derecho penal, POITÚa, México, 1998, p. 99. 
68 César Rascón, Sintesis de historia e instituciones de derecho romano, Tecnos, Madrid, 

2006, pp. 365 Y 366. 
69 Anuaria, ap. cit., 1996, vol. 11 (Segunda parte), pp. 275 Y 276. UN.Doc. AJeNA/ 

SER.A/ 1996/ Add.1. 
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También reconocen las Nli que las cuestiones relacionadas con la deter­
minación de lajurisdicción son complejas, y a menudo son el núcleo de una 
controversia; tan es así que las convenciones de Ginebra sobre el Derecho 
del Mar y la Convención de las NU sobre el Derecho del Mar han abarcado 
diversos ámbitos de competencia de los estados; sin embargo, la tarea parece 
interminable, en virtud de que también existen circunstancias en las que en 
determinadas áreas, por razones del Derecho Internacional, se puede presen­
tar la competencia de varios estados, siendo las más comunes, en la actuali­
zación de las jurisdicciones funcionales mixtas. la navegación y el paso por el 
mar territorial, la zona contigua y las zonas económicamente exclusivas'"o 

Como se puede apreciar, el tema de la jurisdicción ha sido materia de dis­
cusiones y conflictos en el Derecho Internacional, lo cual no representa un fe­
nómeno jurídico extraordinario, sino que es una circunstancia que se estima 
se presentará a menudo, tomando en cuenta que aun en el Derecho Interno 
ti-ecuentemente constituye la sustancia de juicios jurisdiccionales prolonga­
dos y trascendentales. De tal manera que en un espacio planetario, como es el 
alcance de los asuntos que se pueden presentar en el contexto que nos ocupa, 
revestirán sin lugar a dudas mayores complejidades; sin embargo, en cuanto 
a procuración y administración de la justicia internacional de naturaleza pe­
nal, las problemáticas jurisdiccionales disminuirán considerablemente ante 
el nacimiento de la ePI, a juzgar por su estructura, alcance competencial y el 
esquema procedimental que presenta el instrumento que le da vida. 

Contextualizando aun más nuestro tema, podemos apreciar que aquellas 
primeras nociones de justicia se encuentran distantes del esquema de in­
vestigación, enjuiciamiento, y, en su casa, ejecución de penas, ante el con­
junto de principios que rigen tanto el fondo como la forma del proceso, y 
al manifestarse este cúmulo de principios aceptados universalmente, hasta 
la instancia última del asunto, se enaltecen las funciones procuradoras y 
administradores de la justicia y se justifica cabalmente la aplicación de las 
penas correspondientes. 

Aun ante la compleja sociedad internacional de esta época, la objetiva 
noción de la soberanía, la estricta observancia de los principios de la divi­
sión de poderes y la sana práctica de ambos permite constatar en muchos 

70 El análisis que realiza la ('1)1 de las 'Nl1 respecto de la jurisdicción deriva de su preocu­
pación por las incertidumbres que se presentan en el Derecho Internacional contemporáneo 
en cuanto a la medida que un Estado puede ejercer jurisdicción extraterritorial, respecto de 
ciertas actividades; considerando la Comisión que cuando las acciones de un Estado produ­
cen efectos en el territorio de otro, debe cumplir las obligaciones relativas para subsanar los 
efectos correspondientes. Cfr. Anuario. op. cit. 
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estados la loable función jurisdiccional de esos órganos encargados de decir 
el Derecho, bajo los principios que rigen esta materia. 

La palabra jurisdicción, en sí misma, es una fuente inagotable de debates 
y controversias internacionales, en virtud de que constituye el sustento más 
importante para establecer la competencia de un tribunal, ya sea por la vo­
luntad soberana de un Estado en su límite territorial, o en el contexto de las 
diferentes instituciones supranacionales -regional, comunitaria o interna­
cional-, sustentada en la expresión soberana en los propios estados, en una 
interrelación mundial, a través de un marco de igualdad y respeto mutuo, 
y no obstante todas las medidas para garantizar la transparencia y contun­
dencia de esa facultad competencial, y que todas ellas sean plasmadas en 
las normas jurídicas, los debates persistirán, ya que constituyen parte de la 
misma vida jurídica internacional, para su fortaleza y desarrollo. 

Concepto y criterios sobre la competencia 

En la doctrina suele diferenciarse a la jurisdicción de la competencia, defi­
niendo a la primera como la facultad de declarar el Derecho, y la segunda, 
como la medida de lajurisdicción, es decir, todos los tribunales de un Estado 
tienen jurisdicción en su territorio nacional, que es una consecuencia y ex­
presión natural de la soberanía estatal. Así, los tribunales nacionales tienen 
la facultad de interpretar y aplicar el Derecho dentro de su territorio respec­
to de hechos que acontezcan dentro del mismo; sin embargo, no todos los 
tribunales pueden conocer al mismo tiempo de un asunto y ello es en razón 
de que se establece lo que se denominan "criterios de competencia", que son 
aquellas reglas establecidas dentro de un sistema jurídico para determinar la 
facultad de un órgano jurisdiccional de conocer válidamente de un asunto en 
particular con exclusión de los demás en un lugar y momento dados. 

En este sentido, es evidente que el objeto de los diferentes criterios es 
prevenir y resolver los posibles conflictos de competencia que se pudieran 
suscitar, bien dentro del orden interno o en el orden internacional, en este úl­
timo caso, cuando el objeto de la controversia es del ámbito internacional. 

Estos criterios competenciales tienen importante significación en el mun­
do jurídico internacional, ya que detrás de ellos están presentes, entre otros, 
el principio de soberanía estatal y el de no injerencia en los asuntos inter­
nos. 71 En ese sentido es que se considera que dichos criterios no pueden ser 

71 Cfr. Kai Ambos, Temas de derecho penal internacional y europeo, Marcial Pons, Ma­
drid, 2006, pp. 79-81. Este autor en su obra considera que los puntos de partida para la 
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contrarios a los principios fundamentales del Derecho Internacional y, por 
tanto, se debe buscar primeramente que sean los estados los que resuelvan 
las controversias aplicando las normas de Derecho Nacional o Internacio­
nal, según sea el caso, y sólo cuando el Estado no pueda o no quiera72 

cumplir con sus obligaciones7J deberá actuar el orden jurídico internacional 
en forma supletoria, a través de un tribunal extranjero o internacional que 
haga posible la justicia que ha sido negada, regulando y legitimando esa 
intervención, bajo el concepto de criterios competencia1es que la sustenten 
jurídicamente. Esto por una razón dc Derecho básico que es "evitar una de­
negación de justicia" o, en materia penal, combatir la impunidad y resarcir 
el daño a la víctima. 

Por lo anterior es que se considera necesario hacer una breve referencia 
a los criterios competenciales que existen en materia de DP1, a fin de expli­
car con mayor claridad la razón de ser y el objeto que se persigue con el 
establecimiento de los diversos criterios empleados en el ER, con los que se 
busca justificar la competencia de la ePI y, en su caso, estar en condiciones 
de poder evaluar de una manera más objetiva y precisa la signíficación y el 
desempeño de la facultad jurisdiccional de este importante tribunal interna­
cional dentro del marco del Derecho en general. 

aplicación extraterritorial del ius puniendi son el principio de soberanía estatal y la no inter­
vención, los cuales están siempre presentes en e! ámbito del Derecho Intemacional penal, 
que al regular los criterios de competencia busca en todo momento evitar un cont1icto de so­
beranías y entre jurisdicciones, de ahí que denominc a dichos criterios como "competencia­
sobre la competencia de! Derecho intemacional". 

72 Lo que también podría traducirse como quc no quiere o no tiene la capacidad de cum­
plir con sus obligaciones intemaciona1cs, entre ellas proteger y/o respetar los [)fI mediante 
la aplicación del derecho. 

71 Al respecto, cabe resaltar la evolución que han sufrido algunos conceptos jurídicos, 
como lo es la soberanía estatal, pues si bien, a la luz de la teoría clásica el legislar y apli­
car la leyes una facultad soberana del Estado, asimismo, en contrapartida, en el Derecho 
Internacional moderno y contemporáneo se considera que estas facultades también cons­
tituyen obligaciones propias de una Estado soberano, y cuando no las cumple violenta los 
derechos humanos. como lo es el derecho a lajusticia, y en consecuencia le puede acarrear 
una responsabilidad internacional, y es ahí cuando se considera necesario que entren en 
funcionamiento la normas del Derecho Internacional para restituir el orden jurídico vio­
lentado. Este criterio ha sido expresado por la Corte Interamericana de Derechos Humano:., 
(COJl)Jl) en su opinión consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993, Serie A No. 13. Por 
otra parte, hay algunos autores como José A. Guevara Bermúdez que conciben a la justi­
cia penal como un derecho humano y una obligación del Estado, y que dehe ser tutelada 
por el Derecho Internacional Penal. Clr. Santiago Corcuera Cabezut y José A. Guevara 
Bermúdez (comps.). Justicia Penal lntemacíonal. Universidad Iberoamericana, México. 
2001.pp.IS1-IS4. 
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Así, en cuanto a la competencia de los tribunales en materia penal in­
ternacional, se han desarrollado importantes trabajos en el seno de las NU, 

como el de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protec­
ción a las Minorías, que en el Informe final de su 49 periodo de sesiones, 
sobre la impunidad de los autores de violaciones de DH, relativa a los rubros 
de derechos civiles y políticos, resolución 1996/119, sostuvo que entre los 
deberes de los estados en materia de administración de justicia están com­
batir la impunidad, aplicar penas apropiadas a los responsables, garantizar a 
las víctimas de delitos recursos eficaces, reparar el daño ocasionado y evitar 
la repetición de las violaciones cometidas. Para ello, se han implementado 
medidas complementarias de carácter procesal, con el objeto de que las pro­
pias víctimas pudieran tener acceso a la justicia de manera directa y efec­
tiva; entre las propuestas más importantes encontramos algunos criterios 
competenciales para delimitar la función jurisdiccional de los tribunales 
nacionales, extranjeros e internacionales,14 a saber: 

10 Reconocimiento al principio de la competencia territorial de los tri­
bunales nacionales como la regla general; sólo cuando éstos no ofrezcan 
garantías suficientes de independencia e imparcialidad o cuando les sea 
materialmente imposible el desempeño de sus funciones, se activará com­
plementariamente la competencia de un tribunal penal internacional con 
facultades para pedir, en todas las etapas del procedimiento, que el tribunal 
nacional decline su competencia en su favor. 

20 Reconocimiento de un Estado a la competencia de los tribunales ex­
tranjeros, quienes la pueden ejercer con fundamento en una cláusula de 
jurisdicción universal contenida en un tratado en vigor o en una disposición 
legal interna; en cuyo caso, la norma interna tendría el carácter de una nor­
ma de competencia extraterritorial que sólo sería aplicable para el caso de la 
comisión de los delitos graves conforme al Derecho Internacional. 

Para mayor eficacia del ejercicio de la competencia universal se sugi­
rió implementar algunas medidas adicionales, tales como: a) que en todos 
los instrumentos internacionales de DH figure una cláusula de competencia 
universal apropiada; y b) que los estados que ratifiquen dichos tratados se 
comprometan a buscar, hacer buscar y perseguir, para su enjuiciamiento 
o extradición, a las personas con acusaciones precisas y concordantes de 
que presuntamente habían violado principios relativos a los DH previstos en 
tales tratados; y para ese efecto es que se obligaban a adoptar las medidas 
legislativas u otras medidas de carácter interno que hicieran posible la apli­
cación de la cláusula de competencia universal. 

74 UN. Doc. E/CN.4/Sub.211997/20IRev.1. de 2 de octubre de 1997. 
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3" En cuanto a la competencia extraterritorial de los tribunales naciona­
les, se estimó conveniente que a falta de ratificación de un convenio que 
permita oponer una cláusula de competencia universal a ese país en donde 
se cometió el ilícito, los estados podrían adoptar ciertas medidas legislati­
vas de carácter interno para regular su competencia extraterritorial respecto 
de delitos graves conforme al Derecho Internacional cometidos fuera de su 
territorio y que, por su naturaleza, no estuvieren previstos únicamente en el 
Derecho Penal Interno. 

Como se puede observar, este documento es de una gran importancia, 
pues aún a la fecha resume y concentra los criterios competenciales más 
importantes y reconocidos en el nPI y que fueron recogidos en el ER. Para su 
mayor comprensión, enseguida presentamos una breve explicación. 

Doctrinalmente existen diversas clasificaciones relativas a los criterios 
o principios para el establecimiento de la competencia en DPI entre los tri­
bunales nacionales e internacionales; sin embargo, para efectos de nuestro 
estudio, nos apoyaremos en la clasificación que hace el jurista mexicano 
Javier Dondé,75 quien considera que dichos criterios se pueden clasificar en 
aquellos que se sustentan en principios tradicionales y los que se apoyan 
en principios extraterritoriales. 

Principios tradicionales de competencia 
de tribunales en materia penal 

Entre los principios tradicionales para la investigación, enjuiciamiento y, en 
su caso, la sanción de los delitos a nivel mundial, encontramos los siguien­
tes: el de territorialidad, cI de la personalidad activa, el de personalidad pa­
siva y el de protección o de intereses. En general, podríamos considerar que 
estos criterios competenciales tienen su fundamento en el concepto de sobe­
ranía estatal, como veremos más adelante. 

Territorialidad 

En virtud de este principio, se considera tribunales competentes a los del 
Estado en cuyo territorio se cometió el ilicit07 " Es decir, el Estado soberano 
en cuyo territorio se dio un hecho o acto jurídico es al que, en ejercicio de 

7~ Javier Dondé Matute, Derecho Penal In/ernacional, Oxford Universily Prcss, México. 
20118. pp. 107-141. 

7b Cesare Beccaria, Trafado Je lus delitos y de las penas, Sa. edición, POlTúa, México, 
1992, pp. 51 Y ss. 
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su ius puniendi, le corresponde regularlo y es a sus tribunales nacionales a 
quienes, en principio, les reconoce el Derecho Internacional la competencia 
para conocer del asunto. 

En este sentido, el concepto de soberanía territorial tiene un papel relevante, 
pues con base en él es que los tribunales de un Estado, confomne a las reglas 
del Derecho Internacional, tienen la facultad exclusiva de conocer de una con­
troversia y aplicar su Derecho con exclusión de otros tribunales nacionales. 

A través del ejercicio de las facultades soberanas de un Estado en su te­
rritorio, entre las que destacan el ius puniendi y el ius iurisdictio, para evitar 
colisiones entre los estados vía su ejercicio, hubo la necesidad de regularlo 
y establecer el concepto de territorio, y de esta manera surgieron varios 
conceptos jurídicos relativos a este elemento constitutivo del Estado y a sus 
diversos espacios: terrestre, marítimo, aéreo y espacial, y las ficciones jurí­
dicas relativas a la extensión del mismo, como las embajadas y consulados, 
así como las aeronaves y los buques que portaran el pabellón del Estado;77 
asimismo, hubo que definir el alcance del ejercicio de dichas potestades78 

No obstante que el principio de territorialidad no constituye un princi­
pio absoluto, el Derecho Internacional consuetudinario lo instituye como el 
vínculo más estrecho con la potestad soberana de los estados en la función 
jurisdiccional; es por ello que se sostiene su posición preeminente ante la 
comisión de delitos de carácter internacional frente a otros principios, como 
el de la personalidad del sujeto activo, el de personalidad del sujeto pasivo 
y el de protección o de intereses, que precisaremos enseguida. Inclusive, la 
CDI destaca la relevancia de este principio de territorialidad, señalando que 
la territorialidad de la ley penal es el principio fundamental del Derecho 
Penal contemporáne079 

77 Kai Ambos lo denomina como el principio del pabellón que atribuye la facultad de 
jurisdicción respecto de buques, aeronaves y vehículos espaciales, al Estado cuyo pabellón 
enarbolen o bajo el que estén registrados. Cfr. Kai Ambos, Temas de derecho penal interna­
cional y europeo, op. cit., p. 87. Corno ejemplo de este criterio podemos citar al arto 5° del 
Código Penal Federal que incluye este criterio, y el Estatuto de Roma, que lo contempla en 
el artículo 12, numeral 2, inciso a. 

78 Al respecto, por lo que hace a la materia penal internacional, cabe aclarar que el es­
pacio que ocupan los consulados no se considera como una asimilación al territorio de un 
Estado; por tanto, la comisión de un delito en un consulado no constituye un fundamento 
jurídico para determinar la competencia territorial de un Estado. Cfr. Javier Dondé Matute, 
Derecho Penal, op. cit., p. 11J. 

79 Anuario de /0 Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, 1983, vol. 
11 (primera parte), consistente en el Primer Inf01me sobre el Proyecto del Código de delitos 
contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad. 
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Este principio se encuentra en el entorno más inmediato de lajurisdicción 
universal. Sustenta la validez de las normas jurídicas de los Estados y es el 
primero que se ve superado en la activación del principio de la jurisdicción 
universal, tomando en cuenta que mediante este procedimiento la ley penal 
de un determinado Estado adquiere vigencia allende sus tronteras, siempre 
y cuando así se lo permita su legislación, como es el caso del Código Civil 
español, que en su artículo 8 establece que las leyes penales, las de policía 
y las de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en territorio 
español y, por otro lado, la Ley Orgánica del Poder Judicial establece en su 
artículo 23.1 quc, en materia penal, corrcsponden a la jurisdicción española 
las causas por delitos cometidos en su territorio, a bordo de buques o ae­
ronaves españolas, sin perjuicio de los tratados internacionales en los que 
España sea parte. 

Personalidad activa 

Se determina la competencia del tribunal de un Estado con base en la nacio­
nalidad del sujeto activo del delito. De esta forma, el Estado ejerce su sohe­
ranía al castigar los actos ilícitos de sus nacionales, sin importar si la víctima 
u ofendido del delito es nacional o extranjero ni el lugar donde se cometió 
el ilícito.'" 

En el propósito de evitar resquicios a la impunidad se considera quc 
este principio se complementa periCctamentc con el de territorialidad. Se 
sustenta en los principios de soberanía personal y en el principio de la na­
cionalidad, ya que, como se ha precisado, faculta al Estado actuar en contra 
de sus nacionales sin importar el lugar en que sean ubicados, aun cuando 
hubieran incurrido en delitos fuera de su territorio e intenten refugiarse en 
el Estado de su nacionalidad, buscando el apoyo de la improcedencia de la 
extradición de los ciudadanos propios.' I 

Lo anterior lo encontramos sustentado, por ejemplo, en el Convenio Eu­
ropeo de Extradición de 1957, artículo 6.l.a, que establece: "Toda Parte 
contratante tendrá la facultad de denegar la extradición de sus nacionales": 
y artículo 6.2, que señala que si la "Parte requerida no accediese a la extra­
dición de un nacional, deberá, a instancia de la Parte requirente, someter 

~II Un ejemplo de! criterio de In personalidad activa y pasiva lo encontramos en el articuln 
4 del Código Penal Federal. En el art. 12. numer<ll 2. inciso h dell R encontramos recogido 
el princirin de personalidad activa. 

XI Cfr. Kai Ambo::,. TCllws Je derccho {)(!na! il1!er¡¡u('iol1al y curopeo, U/). cir. pp. XX~90. 
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el asunto a las autoridades competentes a fin de que pueda procederse ju­
dicialmente, en su caso, contra aquél". 82 Más adelante haremos referencia 
con mayor detalle al ejercicio de esta facultad, especialmente en lo que 
se refiere a España y Alemania, por las razones que explicaremos en su 
momento. 

Personalidad pasiva 

Conforme a este criterio se determina la competencia del tribunal de un 
Estado con base en la nacionalidad del sujeto pasivo del delito. De esta 
forma, el Estado ejerce su soberanía al castigar los actos ilícitos cometidos 
en contra de sus nacionales que son víctimas u ofendidos, sin importar si el 
sujeto activo del delito es nacional o extranjero, ni el lugar donde se come­
tió el ilícito. Visto desde la óptica del Estado, a través de este criterio ejerce 
una facultad de protección e incluso podríamos considerar que mediante 
este principio el Estado cumple con su deber de impartir justicia y de prote­
ger a sus nacionales. 

Evidentemente es un criterio de competencia fundado en la soberanía 
estatal; es por ello que constantemente es controvertido por las acciones de 
algunos gobiernos, que en el mejor de los casos, por circunstancias contro­
versiales, encuentran soluciones en algunos instrumentos internacionales 

82 Este Convenio de Extradición fue suscrito en París el 13 de diciembre de 1957 y ha 
sido adoptado por los siguientes estados, precisándose la fecha de su incorporación y en­
trada en vigor, respectivamente: l. Alemania: 2 de octubre de 1976-01 de enero de 1977. 2. 
Austria: 21 de mayo de 1969-19 de agosto de 1969.3. Chipre: 22 de enero de 1971-22 de 
abril de 1971. 4. Dinamarca: 13 de septiembre de 1962-12 de diciembre de 1962. 5. Finlan­
dia: 12 de mayo de 1971-11 de agosto de 1971.6. Grecia: 29 de mayo de 1981-27 de agosto 
de 1969. 7. Irlanda: 2 de mayo de 1966-01 de agosto de 1966. 8. Israel: 27 de septiembre de 
1967-26 de diciembre de 1967. 9. Italia: 6 de agosto de 1963-04 de noviembre de 1963. 10. 
Liechtenstein: 28 de octubre de 1969-26 de enero de 1970. 11. Luxemburgo: 18 de noviem­
bre de 1976-16 de febrero de 1977. 12. Países Bajos: 14 de febrero de 1969-15 de mayo de 
1969.13. Noruega: 19 de enero de 1960-18 de abril de 1960. Para mayor infonnación, se 
puede consultar la página http://extranjeros.mtin.esJeslNonnativaJurisprudencialIntemacio­
nal/ConveniosMultilaterales/documentos/Convenio _ extradicion _1957 .pdf Este principio 
también lo encontramos en el Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena (1950) y el Convenio para la Prevención del Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas. Hoy en día encontrarnos el principio de 
la personalidad activa y pasiva en el ER de 1998, es decir, que la facultad jurisdiccional de la 
ePI también ofrece a la sociedad humana la bondad de abarcar este aspecto jurídico de tanta 
importancia. 
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sobre materias específicas, como es el caso de la tortura, el terrorismo in­
ternacional y actos relacionados con el transporte aéreo y marítimo; como 
es el caso de EUA y de los estados miembros de la UE, que mediante un 
análisis del marco jurídico de los integrantes de este órgano supranacional 
-excepción hecha de Gran Bretaña e lrlanda- presentan un concepto am­
plio: Alemania y Finlandia; con un concepto más restringido, encontramos 
a Francia, Italia, Bélgica, Portugal y Grecia; los demás estados miembros 
de la UE no han incorporado a su legislación interna este principio de per­
sonalidad pasiva.'3 

Protección o de intereses 

De acuerdo con este criterio un tribunal nacional puede conocer de un deli­
to cometido en el extranjero, por extranjeros aun en contra de extranjeros, 
sólo cuando tenga efectos dicho delito en el territorio del Estado del tribu­
nal o en contra del Estado al cual el tribunal pertenece. R4 

El fundamento para hacerse competente un tribunal nacional es que los 
efectos del delito tienen lugar en el territorio de su Estado, de ahí que haya 
algunos juristas como Kai Ambos que consideren que este principio es un 
"subcaso del principio de territorialidad". Este mecanismo le permite al 
Estado proceder en contra del autor de del itos que se hayan llevado a cabo 
allende sus fronteras al margen de la nacionalidad del sujeto, siempre que 
la comisión de ese delito afecte sus intereses o la seguridad del Estado, es 
decir, que se sustente en la protección de hechos o bienes jurídicos nacio­
nales. 85 

Derivado de lo anterior es que en la práctica, aun cuando este princi­
pio se refiera a delitos cometidos en el extranjero por extranjeros en contra 
de bienes nacionales, también se le considere una variante del principio de 
protección entendido como "garantía jurídica del Estado (principio real) y 
un principio de protección como garantía jurídica individual (principio de 
personalidad pasiva)".'6 

ln Cfr. Cannen Márquez Carrasco y Magdalena Martín Martínez, "El principio de juris­
dicción universal en el ordenamiento jurídico español: pasado, presente y futuro", Anuariu 
Mexicano de Derecho Internacional, 2011, vol. XI, p. 260. 

84 Este criterio está regulado en las fracciones I y 11 del artículo 2 del Código Penal Fe­
deral Mexicano. 

g5 Kai Ambos, Temas de derecho penal internacional y europeo, op. cit., p. 85. 

" Ibidem, pp. 90-93. 
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Principios extraterritoriales de competencia 
de tribunales en materia penal 

Entre los principios extraterritoriales que existen para que los tribunales 
nacionales establezcan su competencia para conocer de un determinado 
asunto, se tienen el de aut dedere autjudicare (o se entrega o se juzga) y el 
de jurisdicción universal, y a través de los tribunales supranacionales se 
actualiza el principio de jurisdicción internacional. 

Aut dedere aut judicare 

Este principio se encuentra previsto en tratados internacionales donde los 
estados en diversas cláusulas se obligan a enjuiciar a los probables responsa­
bles de ciertos crímenes o delitos previstos en el mismo instrumento interna­
cional o, en su defecto, a extraditarlos al país que los reclame para el efecto 
de enjuiciarlos; es decir, es un principio que deriva de normas internacionales 
eminentemente convencionales. Su desarrollo se ha visto favorecido por el 
reconocimiento del individuo como sujeto del derecho internacional, por 
el reconocimiento internacional de la responsabilidad individual y por el auge 
que se vive en la cooperación internacional en materia penal.87 

Se considera que este principio tiene la virtud de colmar las lagunas en 
la persecución de los delitos cuando el sujeto activo se fuga a otro Estado 
para eludir la pena, y con ese fin es que se establece una colaboración entre 
el Estado del lugar del hecho y el Estado que lo capturó. Generalmente, en 
Derecho Internacional se establece alternativamente el deber de extraditar o 
de enjuiciar, y sólo excepcionalmente se plantea de modo jerarquizado, y es 
por lo anterior que a este principio también se le conoce como el principio 
de la justicia criminal supletoria, ya que en opinión de algunos doctrinarios 
esta justicia se suple en sentido estricto cuando el Estado del hecho que 
pudiera ser competente manifiesta su voluntad o consiente que un sujeto 
pueda ser capturado y juzgado por otro Estado, derivado de la suscripción 
de un tratado internacional. 88 

87 Cfr. Isabel Lirola Delgado y Magdalena M. Martín Martínez, La Corte Pena/Interna­
cional. Justicia versus impunidad, Ariel, Barcelona, 2001, p. 23. En cuanto a la cooperación 
internacional, encontrarnos elementos adicionales desde la perspectiva de la ePI que nos aporta 
Bruce Broornhall, "La Corte Internacional: visión general y la cooperación con los Estados", 
Corte Pena/Internacional. Ratificación y Legislación Nacional de Actuación, Nouvclles étu­
des Penales, Asociation Internationales de Droit Penal, Erés, Italia, 1999, pp. 69 Y ss. 

88 Kai Ambos considera que con este principio se excluye de algún modo una violación 
al principio de no intervención cuando el Estado propiamente competente está de acuerdo en 
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El propio título que se le asigna a este principio determina su función aut 
dedere aut judicare; diría al respecto el maestro Manuel Rama Montaldo 
que el Estado parte del tratado correspondiente se pone en una situación 
tal que, conforme a las normas internacionales, deba decidir en enjuiciar al 
probable responsable o extraditarlo al Estado que lo solicite, pero que tam­
bién tenga competencia para juzgarlo. En este sentido, tenernos a manera de 
ejemplo, los dos casos siguientes: 

10 Abdelbaset Ah Mohamed Al Megrahi y Al Amin Khalifa, caso nú­
mero 1475/99 de la Alta Corte del Justiciario en el Campo de Zeist, cuyos 
hechos derivan de la explosión que sufrió una aeronave de Pan Am, del 
vuelo 103, el 21 de diciembre de 1998, en el espacio aéreo de Lockerbie, 
Escocia. EUA y Escocia llevaron a cabo una investigación, de la cual resul­
tó la probable participación en el evento de dos libios, por 10 que tanto EUA 
corno el Reino Unido solicitaron la extradición de ambos sospechosos; sin 
embargo, Libia, al tiempo de negarse a dicha extradición, procedió a la in­
vestigación de los hechos, expresando a ambos países su disposición para 
cooperar. En 1992, Libia se vio en la necesidad de recurrir ante la CIJ y se 
mantuvo en la negativa de entregar a sus dos nacionales, por lo que a través 
del es se le impusieron sanciones en 1993 89 Cinco años después, Libia 
aceptó que fueran juzgados en un Estado neutral, que en este caso lo fue 
Holanda. Se considera que el principio aut dedere aut judicare, establecido 
en la Convención de Montreal de 1971, cumplió con su objetivo, tornando 
en cuenta que inicialmente Libia llevó a cabo acciones jurídicas tendientes 
a investigar a los probables responsables de los hechos considerados corno 
delito en la citada Convención, y posteriormente accedió a entregar a los 
probables responsables para ser enjuiciados por otro Estado90 

que sea otro Estado el que ejerza en su representación el ius puniendi, y por tanto, en razón 
de su anuencia, no hay fonna de que se dé una intromisión a su derecho de soberanía, Kai 
Ambos, Temas de derecho penal internacional y europeo, op. cit., pp. 96-98. 

89 http://www.rtve.es/noticiasI20081221/atentado-lockerbie-20-anos-sombras/20893 3, 
shtml 

90 El Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación 
Civil fue suscrito en Montreal, Canadá, el 23 de septiembre de 1971, de cuyo artículo 1.1 ,a) 
se establece que: "Cornete un delito toda persona que ilícita e intencionalmente: [ ... ] des­
truya una aeronave en servicio". El principio aut dedere aut judicare se establece de manera 
específica en los artículos 6 y 7 dc dicho Convenio, al disponer respectivamente y en su parte 
conducente: "Todo Estado contratante en cuyo territorio se encuentre el delincuente o el pre­
sunto delincuente, si considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la detención o 
tornará otras medidas para asegurar su presencia [ ... ] Tal Estado procederá inmediatamente 
a una investigación preliminar de los hechos", "El Estado contratante en cuyo territorio sea 
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2° Souleymane Guenguen y otros contra Hissene Habré, ante la Corte 
de Casación de Senegal, cuyos hechos se considera que tuvieron lugar du­
rante el periodo comprendido de 1982 y 1990, cuando Hissene Habré fue 
presidente de la República de Chad, en el que se estima que privó de la 
vida u ordenó la ejecución de aproximadamente 40 000 personas. El señor 
Hissene Habré se trasladó posteriormente a Senegal, donde fue acusado por 
el delito de tortura. La Suprema Corte de este país determinó que carecía 
de competencia para someterlo a juicio, argumentando que la Convención 
contra la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
no le otorgaba esa facultad.9I La Corte Suprema de Senegal debió activar 
el principio de aut dedere autjudicare, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 6, 7 Y 8 en relación con el 4, todos de la Convención contra la 
Tortura;92 sin embargo, no lo hizo de esa manera, ya que si bien se encon­
traba ante la disyuntiva que le presentaban las normas internacionales, de 
juzgarlo o entregarlo, inicialmente no se llevó a cabo ninguna de estas ac­
ciones; pero más adelante, a mediados de 2006, la Unión Africana93 decidió 
juzgar a Hissene Habré en Senegal por crímenes de lesa humanidad94 

hallado el presunto delincuente, si no procede a la extradición del mismo, someterá el caso 
a sus autoridades competentes". 

91 http://www.nodo50.orglderechosparatodos/Areas!AreaAfrical.htm 
92 UN. Doc. AJ39/51 (1987), en vigor el 26 de junio de 1987, y UN. Doc. AJRes/39/49, 

anexo 39 U.N.GAOR Supp. (núm. 51), p. 197, consistente en la Convención contra la Tor­
tura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, de cuyo artículos 6, 7 Y 8 se 
desprende lo siguiente: Art. 6. "Todo Estado parte en cuyo territorio se encuentre la persona 
de la que se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el 
artículo 4, si tras examinar la infOlmación de que se dispone, considera que las circunstancias 
lo justifican, procederá a la detención o a tomar otras medidas para asegurar su presencia". 
Art. 7. "El Estado parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual 
se supone que ha cometido cualquiera de los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, 
en los supuestos previstos en el artículo 5, si no procede a su extradición, someterá el caso a 
sus autoridades competentes". Art. 8. "Los delitos a que se hace referencia en el artículo 4, 
se consideran incluidos entre los delitos que dan lugar a extradición". 

93 Recordemos que la Unión Africana es la organización supranacional dedicada a in­
crementar la integración económica y política y a reforzar la cooperación entre los estados 
miembros. Se encuentra inspirada en el origen y desarrollo de la UE. Para su conformación, 
se han suscrito entre otros documentos la Declaración de Sirte, Libia, del 9 de septiembre de 
1999; el Acta Constitutiva redactada en Lomé, Togo, el 11 de julio de 2000, y el plan para 
la instauración de la Unión Africana que se aprobó en Lusaka, Zambía, en el año 200 l. Cfr. 
Gabriel Mario Santos Villarreal, Unión Africana, Servicios de Investigación y Análisis de 
la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, Centro de Documentación, Información y 
Análisis, México, abril de 2010, pp. 12 Y ss. 

94 Javier Dondé Matute, Derecho Penal, op. cit., p. 139. 
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Ante la necesidad que se tiene de investigar, enjuiciar, y en su caso, 
sancionar los delitos de carácter internacional que por su extrema grave­
dad trascienden y ofenden a la comunidad internacional en su conjunto, 
se han buscado los mecanismos idóneos para cubrir este requerimiento; 
es por ello que además de estos juicios contra Abdelbaset Ali Mohamed 
Al Megrahi y Al Amin Khalifa, por parte de los tribunales de Holanda y 
de Hissene Habré en Senegal, se tienen también los procesos que se ins­
tauraron en contra de Dusko Tadic y de Nikola Jorgic y Novislav Djajic 
en Alemania, Refik Sarik en Dinamarca, Emmanuel Ntezimana, Alphonse 
Higaniro, Mumabutera y Zuster Mukangano en Bélgica; sin soslayar los 
esfuerzos que se llevaron a cabo en Francia para el enjuiciamiento de Ja­
vor, Kalinda y Dupaquier95 

Las acciones jurídicas que se llevaron a cabo para investigar los hechos 
delictivos que se les atribuye a estas personas, consideramos que fueron 
activados con base en este principio de aut dedere autjudicare; el cual cier­
tamente ofrece importantes bondades para que los tribunales nacionales 
cumplan con esta loable labor, sustentándose en el único punto de conexión, 
la presencia del probable responsable en su territorio, sin importar la nacio­
nalidad del sujeto activo ni del sujeto pasivo, y menos aún, que los hechos 
se hayan llevado a cabo en el extranjero; aunque también se debe reconocer 
que subsisten aspectos que pueden ser perfeccionados, por la presencia en 
algunos casos, de factores políticos que influyen para la activación de este 
principio, pero que al margen del resultado que en cada caso se obtenga, 
consideramos que en un contexto general todos los asuntos efectúan aporta­
ciones importantes para el desarrollo del derecho penal internacional. 

Jurisdicción universal 

Este principio se suele confundir con el anterior, sin embargo tienen grandes 
diferencias, entre otras, está el principio aut dedere autjudicare que deriva 
de una norma convencional internacional, mientras que el de la jurisdicción 
universal tiene su fundamento en normas generales, en normas consuetudi­
narias de derecho internacional, cuyo fin es tutelar bienes fímdamentales de 
dicho orden jurídico como delitos graves y los contenidos en normas de ¡us 
cogens, entre las que se citan las normas de derechos humanos. 

La relación que comúnmente se presenta entre estos dos principios tam­
bién deriva del principio de la responsabilidad penal internacional del indi-

'l~ Cfr. Ma. Dolor~s 110110 Aro~~na, Derecho internacional penal, Servicio Editorial de la 
Universidad del País Vas~o, España, 2004, p. 465. 
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vi duo, y para esto se considera al Tratado de Versalles de 1919, uno de los 
precedentes más importantes, al contemplar dos vías para exigir esa respon­
sabilidad individua\. La primera vía consistía en el contenido de su artículo 
227, que disponía la conformación de un tribunal por jueces designados 
por EUA, Gran Bretaña, Francia, Italia y Japón, para el enjuiciamiento de 
Guillermo ll; y la segunda vía, en la obligación que se le impuso a Alema­
nia para entregar a los responsables de las violaciones graves de las leyes 
y crímenes de guerra. Aunque es pertinente señalar que en ambos casos los 
resultados no fueron satisfactorios, como veremos más adelante. 

Se considera que el principio de la jurisdicción universal se ejerce en 
razón de los crímenes que se cometen, no importando el lugar de la comi­
sión del ilícito ni la nacionalidad de los sujetos activo o pasivo del delito, y 
en ese sentido es que se parte de que su fundamento se deriva del derecho 
y el deber de todo Estado de tutelar los bienes esenciales jurídicamente 
protegidos por el Derecho Internacional, aquellos que tienen un carácter 
fundamental para la comunidad internacional son bienes jurídicos univer­
salmente reconocidos, por lo que cualquier Estado, en tanto miembro de 
dicha comunidad, debe considerarse legitimado para preservarlos. 

Encontramos antecedentes desde el siglo XVII, en el que Grocio ya se­
ñalaba que los soberanos y aquellos que se encuentran investidos con un 
poder igual tienen derecho a castigar no sólo las injurias cometidas contra 
ellos o sus súbditos, sino también las que no les conciernen, por tratarse de 
graves violaciones a la ley natura\.96 En el siglo XVIII, tal como lo hemos 
señalado, Beccaria se inclinó a favor del principio de territorialidad, con la 
conocida frase de "el lugar de la pena es el lugar del delito", y considera­
ba lo que ahora conocemos como principio de jurisdicción universal como 
mecanismo que instituía a los jueces como vengadores de los agravios a la 
humanidad97 El principio de jurisdicción universal se ha hecho presente 
en otros tiempos, tal como precisaremos más adelante con algunos casos 
específicos; sin embargo, es después de la Segunda Guerra Mundial cuan­
do adquiere mayor importancia, aunque logra su auge con los tribunales 
españoles, durante el periodo comprendido de 1998 a 2009, de lo cual nos 
ocuparemos en el capítulo tercero, cuando entremos al estudio de la dimen­
sión internacional que llegan a adquirir los tribunales nacionales, a través 
de sus resoluciones. 

Este principio de la jurisdicción universal también lo encontramos im-

96 Cfr. Ángel Sánchez Legido, Jurisdicción universal penal y derecho internacional, Ti­
rant lo Blanch, Valencia, 2004, p. 41. 

97 Cfr. Cesare Beccaria, Tratado de los delitos, op. cit., p. 51. 
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plícita O expresamente en instrumentos internacionales como el Convenio 
sobre el Apartheid de 1973 al establecer en su artÍCulo 5 el enj uiciamiento 
de los inculpados por un tribunal competente de cualquier Estado parte de la 
Convención que tenga jurisdicción sobre ellos; y en los Convenios de Gine­
bra de 1958 y de Jamaica de 1982, en la materia de "piratería", al establecer 
en sus respectivos articulas 19 y 105 el reconocimiento de la posibilidad de 
enjuiciamiento por los tribunales del Estado que haya apresado a los pre­
suntos piratas en alta mar. 

Como se puede apreciar, el principio de la jurisdicción universal exige 
que el delito de que se trate sea grave, además de la coincidencia del interés 
de la comunidad internacional en investigar, enjuiciar, y en su caso, conde­
nar por ese detemninado delito. Se considera que este principio se encuentra 
insertado en una cláusula que regularmente es incorporada en los tratados 
de DPI, que en esencia, señala que "no se excluye ninguna jurisdicción penal 
ejercida de conformidad con el Derecho interno". También se considera 
incluido en algunos convenios en materia de seguridad aérea y maritima, 
en determinadas prácticas y actividades relacionadas con el terrorismo, asi 
como en los instrumentos suscritos a partir de la década de los ochenta, 
entre los que destacamos las materias de narcotráfico, delincuencia organi­
zada transnacional y tortura9X 

Jurisdicción internacional 

La jurisdicción internacional es aquella que surge del deseo de los estados 
de crear instancias supranacionales para investigar los hechos clasificados 
como delitos de extrema gravedad y de carácter internacional, y en su caso, 
castigar al responsable. Entre los antecedentes de este principio encontra­
mos los tribunales ad hoc que han existido, principalmente el de Núrem­
berg, cuyo ejercicio judicial inició bajo los parámetros del principio de ju­
risdicción universal y ha evolucionado hasta dar paso a uno de jurisdicción 
internacional con la creación de la Corte Penal Internacional."9 

<JH Kai Ambos, Temas de derecho pena! infernacionaly europeo, up. cit., p. 93. F. J. Dondé 
Matute, Derecho Penal, op. cit., pp. 115 a 131. Ángel Sánchez Legido.Jurisdicción universal 
penal y derecho internacional, op. cit., pp. 68, 69 Y 94. Precisa el autor que en materia de cri~ 
minaJidad transnacional son también numerosas las legislaciones nacionales que reconocen 
la jurisdicción universal respecto de la piratería. la trata de esclavos o el narcotráfico. Tam­
bién existen legislaciones nacionales que contemplan este principio de jurisdicción universal 
por diferentes prácticas terroristas que son consideradas en convenios internacionales. 

99 Cfr. Javier Dondé Matute, f)erecho Penal, op. cit., pp. 140 Y 141. Alejandro J. Rodrí­
guez Carrión, clasifica al mecanismo que activa la ('PI como "jurisdicción universal" en su 
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Esto es así, tomando en cuenta que la competencia de la ePI se actualiza 
ante la comisión de los delitos de extrema gravedad, que ocasionan a la 
humanidad daños especialmente lesivos, y por lo tanto, es generalizado el 
interés de la comunidad internacional en investigar los delitos y en sancio­
nar a los responsables de su comisión. Es precisamente este conjunto de 
aspectos los que han conducido el esfuerzo mundial para lograr el estableci­
miento de este tribunal penal; que bajo un sano respeto a los principio de la 
igualdad soberana y el respeto a la libre autodeterminación de los pueblos, 
se ha logrado poner en marcha a la ePI para la implementación del principio 
de jurisdicción internacional, que por su naturaleza, sustento jurídico y la 
autonomía de que debe estar provista, se considera que superará los aspec­
tos que en algunas circunstancias no permiten la activación oportuna de los 
anteriores principios -aut dedere aut judicare y de jurisdicción universal­
o, en su caso, por cuestiones de carácter extrajurisdiccionales no se logra el 
resultado satisfactorio que la comunidad internacional espera de ellos. 

Considerando la fuente de inspiración que presenta este principio de jus­
ticia internacional, que es la de una auténtica procuración y administración 
de lajusticia penal de alcance planetario, a través de un tribunal permanente 
e independiente, que ahora lo podemos palpar mediante la figura de la ePI, 

con una competencia inédita en toda la historia de la humanidad, que pre­
cisamente derivado de su origen y la expectativa que se tiene de ella deberá 
desplegar su facultad jurisdiccional al margen de factores de cualquier natu­
raleza, que en algunos casos han inhibido la activación de los principios aut 
dedere aut judicare y de jurisdicción universal por medio de los tribunales 
nacionales. 

No se omite precisar que, inicialmente, se manejó el vocablo de univer­
salo universalista para referirse a la competencia de la ePI; 100 sin embar-

artículo "Aspectos procesales más relevantes presentes en los estatutos de los Tribunales 
Penales Internacionales: condiciones para el ejercicio de la jurisdicción, relación con las 
jurisdicciones nacionales", en Francisco Javier Quel López, "Creación de una jurisdicción 
penal internacional", Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2000, Colección Escuela Diplomá­
tica, núm. 4, pp. 171 Y ss. 

lOO Isabel Lirola Delgado y Magdalena M. Martín Martínez, La Corte Penal Internacio­
nal, justicia versus impunidad, op. cit., p. 108. En cuanto a la articulación de la jurisdicción 
internacional de la ePI, nos señalan las autoras que de las distintas opciones que se plantearon 
durante su concepción resalta la posición "voluntarista" que consideraba el consentimien­
to del Estado como única fonna para el establecimiento de su competencia. La posición 
"universalista" atribuía facultad a la ePI para conocer de todos los crímenes descritos en el 
Estatuto. La tendencia "realista" se caracterizó por otorgar al es un papel preponderante en 
el ejercicio de dicha acción penal. Por último, "la legalista", que abogaba por el rnanteni-
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go, ante el contenido del El{ y el contexto general de las normas y la doc­
trina internacionales, nos permiten desarrollar un planteamiento en estos 
términos. A este respecto, Quesada Alcalá nos precisa que la jurisdicción 
penal internacional supone el ejercicio de la función judicial de una ins­
tancia internacional, 101 como la de la CPI, la cual no se excluye respecto de 
la jurisdicción universal implementada por los tribunales nacionales, sino 
que son compatibles, mediante el principio de la activación complementa­
ria de la competencia de la CPI; nos referimos en este sentido desde luego 
únicamente a los delitos de la competencia de este tribunal. En este mismo 
sentido se pronuncia Rodríguez Carrión al analizar algunos aspectos de 
carácter procedimental entre la jurisdicción internacional y la jurisdicción 
universal,102 esto es, el ejercicio judicial de los tribunales internacionales 
y el de los tribunales domésticos. 

La activación de este principio de jurisdicción internacional también se 
puede realizar conforme a los artículos 8 y 9, respectivamente, de los esta­
tutos de los tríbunales internacionales para Ruanda y para la ex Yugoslavia, 
al señalar estos numerales que tanto estos dos tribunales y los tribunales 
nacionales tendrán jurisdicción concurrente para enjuiciar a los que hayan 
cometido violaciones graves del D1H -en los territorios y tiempo que cada 
uno de ellos precisa. Bajo estas circunstancias, Bollo Arocena sostiene que 
para conocer de los delitos que refieren los citados estatutos no se actuali­
za exclusivamente el principio de jurisdicción internacional de los citados 
tribunales ad hoc, sino que también pueden participar los tribunales na­
cionales en la investigación de los delitos referidos en los estatutos de que 
se trata; 10] consideramos que en este caso los tribunales estatales actúan 
a través del principio de jurisdicción universal, por las razones expuestas 
anterionnente. 

En este orden de ideas, se estima que el principio de la jurisdicción in­
ternacional es diferente de los dos mecanismos analizados previamente, 
tomando en cuenta que su activación se ha ejercido por diversas instancias 
internacionales, que han sido creadas de distintas maneras, pero siempre 
fundadas en la voluntad de un número indeterminado de Estados cuya fina-

miento de la integridad judicial de la Corle, por encima de cualquier consideración políti­
ca. También encontramos consideraciones a este respecto, en Francisco Javier Quel López. 
"Creación de una jurisdicción penal internacional", loc. cit., pp. 139 Y ss. 

101 Cannen Quesada Alcalá, J"{/ Corte Pena/Internacional y la soheranía estatal, Tirant 
lo Blanch/Cruz Roja, Valencia, 2005, p. 3g6. 

102 Alejandro J. Rodríguez Carrión, Creación de una jurisdicción penal internucional. 
op. cil., p. 175. 

111, Ma. Dolores Bollo Arocena, Derecho Inlarwciolla/. op. cit., p. 465. 
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lidad común es la de investigar, procesar y sancionar crímenes internacio­
nales en nombre del grupo de estados en cuestión, y actualmente la CPI nace 
y encuentra en el DPI un instrumento jurídico a través de este mecanismo 
de la jurisdicción internacional, que es activado en una dimensión distinta 
a las anteriores en virtud de que este tribunal presenta un origen diferente, 
una estructura incomparable y un alcance superior; de tal manera que si 
bien este principio de jurisdicción internacional es el de menor tiempo en 
el mundo jurídico, no se debe soslayar que la CPI nace con una fortaleza 
estructural que no tiene precedente en el campo penal, por lo que se esperan 
de ella resultados determinantes y convincentes. 

LA SOBERANÍA NACIONAL ANTE LA JURISDICCIÓN DE UN TRIBUNAL 

SUPRANACIONAL EN EL NUEVO ORDEN MUNDIAL 

Es incuestionable que la soberanía es la fortaleza de todo Estado democrá­
tico,104 y aun cuando en ella se sustenta el nacimiento del Derecho Interna­
cional se observa que conforme éste se desarrolla aquélla se relativiza. Este 
fenómeno político-jurídico podemos apreciarlo con toda claridad desde la 
Primera Guerra Mundial, con el nacimiento de la Sociedad de Naciones, que 
a la vez dio vida a una discreta y efimera jurisdicción penal internacional, 
mediante la coincidencia temporal de voluntades de algunos estados para su 
implementación. 105 Ante la imposibilidad de la Sociedad de Naciones para 
evitar la Segunda Guerra M undial, dio paso durante esta confrontación al 
establecimiento de la ONU, que por su estructura y funcionamiento modifica 
sustancialmente el concepto de soberanía. 106 

104 Norberto Bobbio, Estado, gobierno, sociedad. Contribución a una teoría general de 
la política, op. cit., p. 69. El autor precisa que el comienzo de la Edad Moderna se produce 
con la doctrina de los derechos naturales que pertenecen a cada individuo, y que estos de­
rechos preceden a la fonnación de toda sociedad política y, por 10 tanto, toda estructura de 
poder que la caracteriza, y a la sociedad política, como un producto voluntario de los indivi­
duos que deciden, por un acuerdo recíproco, vivir en sociedad e instituir un gobierno. 

\05 La Sociedad de Naciones fue constituida por un total de 63 estados, los cuales fueron 
encabezados por la Gran Bretaña, Estados Unidos y Francia. Cfr. F.P. Walters, Historia de la 
Sociedad de las Naciones, trad. de Federico Fernández de Castillejo, Tecnos, Madrid, 1971, 
pp. 56 Y 57. 

106 Recordemos que de los 204 países oficialmente reconocidos en nuestro planeta, 192 
se encuentran incorporados a la ONU. http://www.un.org/spanish/law/cpi.htm. los cuales re~ 
presentan 94.1 %, que sin lugar a dudas es la organización más importante a juzgar por el 
número de sus miembros y por el alcance de los instrumentos que adopta. 
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El cambio que se presenta en la noción de la soberanía ante el nacimiento 
de este organismo internacional se debe esencialmente a factores como el 
desarrollo progresivo que en su codificación experimenta el Derecho Inter­
nacional, mediante la instrumentación de un importante número de trata­
dos, que han sido adoptados por la mayoría de los estados que conforman 
la comunidad internacional, incorporándolos a su sistema jurídico, en un 
determinado nivel jerárquico de su legislación,107 

Para el Derecho Internacional resulta intrascendente el nivel que se le 
asigna a estos instrumentos internacionales en la estructura jerárquica de las 
legislaciones domésticas pues, en virtud de la suscripción o adopción que de 

107 En el contexto internacional, se han detectado cuatro niveles en los que son ubicados 
los tratados internacionales en materia de DII, en el sistema jurídico de los diferentes esta­
dos, a saber: 1. supraconstitucional; 2. constitucional; 3. supralegal, y 4. legal. En cuanto al 
primero, los tratados prevalecen respecto de la Constitución del Estado, tal es el caso de los 
Países Bajos, que en su Ley Suprema de 1956 se establece expresamente que si el desarrollo 
del orden jurídico lo requiere, un tratado puede derogar las disposiciones de su Constitución; 
aunque posterionnente, en 1983, fue modificado para establecer que cuando los tratados se 
contrapongan a la Constitución deben scr aprobados por las dos terceras partes. En el segun­
do supuesto se equiparan los tratados internacionales con la jerarquía de la Constitución, lo 
cual prevalece en la Constitución Federal de 1994 de la República de Argentina. La misma 
situación se presenta en la República de Venezuela al disponer su artículo 23 que los trata­
dos en materia de ])11 prevalecen en el orden jurídico interno en la misma jerarquía que la 
Constitución. El tercer supuesto considerado como supralegal se traduce en que los tratados 
en materia de DII tienen primacía sobre la legislación secundaria, pero no así respecto de la 
Constitución; tal es el caso de Alemania, Italia, Francia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Colombia y México. En cuanto a España, se establece en el artículo 91.1 de su Constitución 
que los tratados internacionales válidamente celebrados fonnarán parte del ordenamiento 
interno y sus disposiciones podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la fonna 
prevista en los propios tratados. Por último, algunas Constituciones otorgan a los tratados 
internacionales la misma jerarquía que las leyes secundarias, como es el caso de Ecuador )-" 
Uruguay, que no obstante la imprecisión en este sentido de sus respectivas leyes fundamen­
tales, la doctrina y la jurisprudencia han llegado a la conclusión de que los tratados tienen 
rango de ley secundaria. Cfr. Carlos Manuel Ayala Corao, Lajerarquía constitucional de los 
tratado.\' relativos a derechos humanos y sus consecuencias, FUNDAr, México, 2003, pp. 62 
y ss. Estados Unidos de América también se ubica en esta cuarta clasificación al reconocerlo 
así mediante jurisprudencia derivada del texto del artículo VI de su Constitución Federal. 
Prior Debts, National Supremacy, and oaths 01' office, Clause 1. AII Debts contracted and 
Engagements entered into, befare the Adoption ofthis Constitution, shall be as valid against 
the Uniled States under this Constitution, as under the Confederation. Clause 2. This Consti­
tution, and the Laws of the Unitcd States which shall be made in Pursuance thereof; and al1 
Treaties made, or which shall be made, under the Authority ol'the United States, shall be thc 
supreme Law ofthc Land; and the Judges in every State shall be bound thereby; any Thing 
in the Constitution or Laws 01' any State to the Contrary non.vithstanding. 
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ellos hacen los estados, está implícito el compromiso de cumplir de buena fe 
sus mandatos, so pena de incurrir en responsabilidad internacional. 108 

El desarrollo progresivo del Derecho Internacional impacta en la sobe­
ranía de cada Estado cuando se adoptan las normas internacionales y se 
incorporan de manera ineludible a su legislación, tal como se observa en 
la regulación internacional de las actividades marítimas para la protección 
del medio ambiente, la relativa a intercambios comerciales, y por razón de 
nuestro tema subrayamos el rubro de la procuración y administración de la 
justicia internacional, especialmente en las materias penal y de DH; de este 
último rubro, apreciaremos en nuestro estudio, que los instrumentos interna­
cionales en la materia tienen presencia e impactan en la soberanía nacional 
de cada Estado, aun sin necesidad de adoptarlos, precisamente por el carác­
ter de universalidad del que se encuentran previstos y por la observancia de 
los principios pro homini y de ius cogens. 

Recordemos que una de las facultades soberanas más relevantes de los 
estados es la función jurisdiccional, la cual está basada en el concepto mis­
mo de soberanía estatal, de ahí que resulta natural que surgieran los criterios 
tradicionales para la asunción de competencia en materia penal,109 donde 
el más notorio es el de la territorialidad. Sin embargo, ante el surgimiento 
de un nuevo orden jurídico como lo es el internacional, dichos criterios de 
competencia, al igual que el concepto de soberanía, hubieron de sufrir un 

108 Cfr. Hermilo López-Bassols, Los nuevos desarrollos, op. cit., pp. 214 Y 215. Se en­
tiende como responsabilidad internacional la que se origina en las conductas violatorias 
de las normas de Derecho Internacional. Al ser el Estado sujeto de Derecho Internacional, 
su responsabilidad en este contexto puede provenir de conductas violatorias que atacan a 
personas, bienes o derechos de otros estados protegidos por normas internacionales. Como 
todo orden normativo, cuando se da una infracción al cumplimiento de las obligaciones 
internacionales surge un mecanismo de reacción que exige que el Estado responsable repare 
el dafto causado. Se trata sin duda de uno de los problemas más complejos e importantes del 
Derecho Internacional Público. 

109 Cfr. Javier Dondé Matute, Derecho Penal, op_ cit., pp. 109-111. Precisa el autor que 
fundamentalmente son con base en los siguientes principios, a saber: 1) de la territorialidad, 
yen ese sentido, un Estado soberano se encuentra facultado para juzgar las conductas de los 
individuos que se encuentran en su territorio -tierra, mar y espacio aéreo--- o en lo que se 
considera con la extensión del mismo ---embajadas, consulados, buques, aeronaves, etcéte­
ra-; 2) de la personalidad pasiva o activa, confonne a este criterio, el Estado expresa su 
soberanía al conocer de los delitos cometidos por sus nacionales o en contra de los mismos; 
y 3) el de protección o de interés, cuando los tribunales de un Estado se consideran compe­
tentes respecto de delitos cometidos en el extranjero, aun siendo cometidos por extranjeros 
y contra extranjeros, siempre que se busque que los efectos del delito tengan lugar en el 
territorio del Estado o contra los intereses de éste. 
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cambio e incluso, en algunas ocasiones, ser sustituidos por otros criterios, 
que en la doctrina se les conoce como "principios extraterritoriales", a sa­
ber: el principio aut dedere aut judicare, el de la jurisdicción universal y el 
de la jurisdicción internacional, que vinieron a limitar significativamente o, 
incluso, a desplazar el ejercicio de esta facultad soberana de los estados, II o 

En este sentido, se destaca la adopción del ER que se considera el mayor 
indicativo de la evolución de los principios competenciales en materia pe­
nal, como lo es el principio de jurisdicción internacional, que hasta a me­
diados del año 20 II habían reconocido y adoptado 114 países de los 193 
que Son miembros de las NU, pues con este acto internacional se incorpora­
ron a una legislación que lleva implícita la aceptación de este principio de 
competencia jurisdiccional de un tribunal que es ajeno a su conformación 
estatal. Implica que esos estados aceptaron que también se pudiera juzgar 
a los miembros de su población por conductas probablemente ilícitas que 
desplegaran en su propio territorio por parte de un tribunal ajeno a ellos. 

Esta situación conforma un claro fenómeno jurídico que incide directa­
mente en la soberanía de cada Estado, dejando para el registro de la historia 
universal aquella etapa de preeminencia de la soberanía, cuya noción era el 
poder supra humano de verdadero y único legislador, el poder oríginario y 
supremo en un determinado territorio, o de pensamientos en el sentido de 

110 lbidem, pp. 113 Y 141. El maestro Juan Manuel Portilla Gómez y Andrea Paula Her­
nándcz y Rojas. "La evolución y la efectividad de los tribunales penales ad hoc" (DE: http:// 
www.bibliojuridica.org/libros/6/2790/10.pdf), pp. 207 Y 208. consideran que tratándose de 
crímenes que lesionan a la humanidad en su conjunto o cuando constituyen graves violacio­
nes al Derecho Humanitario se invoca el concepto de jurisdicción penal internacional y este 
tipo de jurisdicción ya no se detennina bajo la soberanía estatal sino que deriva de mecanis­
mos instrumentados por los estados para juzgar a individuos responsables de tales conduc­
tas. Mercedes García Arán y López Garrido (coords.). Crimen internacional y jurisdicción 
universal, el caso Pinochet. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, pp. 63 Y ss., coinciden en 
señalar que el principio out dedere uutjudicare lo encontramos en tratados internacionales. 
donde los estados partes en armonía con sus legislaciones nacionales la ejercen, de ahí que 
se la asimile a la jurisdicción universal. aun cuando la diferencia con este último principio 
es de que el primero tiene su fundamento en una facultad prevista por el Derecho conven­
cional. por un tratado inter partes, mientras que el segundo principio está fundado en una 
nonna internacional general, en d Derecho Internacional no necesariamente convencional. 
El principio de la jurisdicción universal, por su parte, consiste en el ejercicio de la compe­
tencia de un Estado en razón de la comisión de un crimen internacional, sin importar el lugar 
de la comisión. la nacionalidad de los sujetos pasivo o activo o los efectos de los mismos. 
Finalmente, el principio de la jurisdicción internacional, que es en el que se sustenta la {·PI, 

si bien encuentra su fundamento jurídico en el acuerdo de voluntades de los miembros de la 
Comunidad internacional de constituir un tribunal, se erige como una instancia internacio­
nal, supranacionaJ, según se desprende del Estatuto de Roma. 
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que la soberanía conquistaba libertades y convertía al hombre en dueño de 
su destino, o como una unidad decisoria universal de poder supremo de los 
estados hacia el interior, o también considerada como la cualidad de un poder 
humano, y éste, a su vez, la fuente única del derecho; 111 inclusive, en algunos 
casos -tal como lo hemos señalado--, aun cuando el Estado no las adopte 
formal y jurídicamente. 

Esta tendencia actual nos conduce a un nuevo orden mundial, derivado 
del desarrollo progresivo que se aprecia en la codificación del Derecho 
Internacional, muy especialmente por la preocupación generalizada para 
la protección de los derechos humanos, y la búsqueda y mantenimiento 
de la paz y la seguridad internacionales. Se impone necesariamente, con 
esta inercia, una situación que se traduce en la superación del concepto de 
soberanía desde la perspectiva en la que se ha constatado hasta antes de la 
Segunda Guerra Mundial. 

En este orden de ideas, las NU establecen, efectivamente, que existe el pro­
pósito de fomentar entre las naciones un acercamiento de amistad basado en 
el respeto al principio de igualdad de derechos y al de la libre determinación 
de los pueblos;112 sin embargo, en la aplicación de los acuerdos en el seno 
de esta organización internacional, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 23 de la Carta de San Francisco, la decisión recae, muy a menudo, en 
el reducido grupo de los cinco miembros permanentes del cs, lo cual implica 
que las decisiones las tome finalmente este pequeño sector de la comunidad 
mundial. ll3 

111 Cfr. Cannen Quesada Alcalá, La Corte Pena/Internacional, op. cit., p. 82. También 
coincide, en este sentido, el maestro Mario de la Cueva, en el estudio preliminar que hace de 
la obra de Hennann Heller, La soberanía, op. cit. 

112 Artículo 10 de la CNU, de 26 de junio de 1945, en la que también se establece como 
propósitos de la ONU: la realización de la cooperación internacional en la solución de proble­
mas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo 
y en el estímulo del respeto a los DH y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer dis­
tinción por motivo de razas, sexo, idioma o religión; así como servir de centro que armonice 
los esfuerzos de las naciones por alcanzar estos propósitos comunes. 

113 Se precisa en este artículo 23 que el es se compondrá de 15 miembros de las NU: la 
República de China, Francia, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, ahora Rusia, 
el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte y los Estados Unidos de América. 
La AG elegirá otros diez miembros de las NU que serán miembros no pennanentes del es, 
prestando especial atención, en primer término, a la contribución de los miembros de las 
NU al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y a los demás propósitos de la 
Organización, como también a una distribución geográfica equitativa. Finalmente, precisa 
que los miembros no permanentes del es serán elegidos por un periodo de dos aftoso En 
la primera elección de los miembros no pennanentes, que se celebre después de haberse 
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Esta situación predominante en la cúpula de la política internacional es 
representativa de la falta de equidad y democracia en la toma de decisiones 
en este nivel, ya que no obstante algunas medidas de carácter político que se 
han propuesto para incrementar el número de miembros del es, las decisiones 
de este organismo siguen siendo adoptadas por ese sector minoritario. Este 
mecanismo de toma de decisiones con efectos legislativos en el ámbito in­
ternacional implica un impacto significativo en la soberanía de cada Estado, 
independientemente de que participe o no en su conformación, O de que lo 
acepte conforme a lo dispuesto por las normas del Derecho Internacional. I 14 

Esta dinámica internacional ha sido materia de debates, como el que sos­
tienen Luigi Ferrajoli y Danilo Zolo, al establecer el primero que con esta 
tendencia la sociedad se encamina a la necesaria superación de la soberanía 
estatal desde la perspectiva de la ciudadanía universal y de la construcción 
de una democracia constitucional de dimensión planetaria, y que solamente 
una jurisdicción penal internacional podría garantizar el orden mundial115 

Por su parte, Danilo Zolo señala algunos inconvenientes ante una estructura 
de poder global, por considerar que de esta manera únicamente se penali­
zarían a los sujetos o miembros de los estados más débiles, y que la CNU es 
cl resultado de un pacto fundamental entre pueblos para la creación de un 
orden mundial, mediante la extinción de la soberanía de los estados nacio­
nales en vías de desarrollo. I 16 

aumentado de 1I a 15 el número de miembros del es, dos de los cuatro miembros nuevos 
serán elegidos por un periodo de un año. Los miembros salientes no serán reelegibles para 
el periodo subsiguiente. 

114 De acuerdo con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, 
se establece que con base en los principios de la igualdad de derechos y de la libre determi~ 
nación de los pueblos, de la igualdad soberana y la independencia de todos los estados, de 
la no injerencia en los asuntos internos de los estados, de la prohibición de la amenaza o el 
uso de la fuerza y del respeto universal a los OH y a las libertades fundamentales de todos 
y la efectividad de los derechos y libertades, los estados actúan en el contexto nacional e 
internacional en el pleno ejercicio de su facultad soberana; siempre y cuando no afecte los 
intereses de otros estados y los derechos de sus gobernados. 

115 Ferrajoli también presenta esla tesis como basada en la noción que fonnaliza los 
derechos fundamentales al señalar que deriva de la naturaleza supranacional sobre los que 
la democracia constitucional planetaria debería fundarse. En la que precisa que este cambio 
de paradigma puede situarse históricamente en un momento detenninado: el que siguió a la 
catástrofe de la Segunda Guerra Mundial, de la que posterionnente surgió el actual constitu­
cionalismo con la (''.n!, del 26 de junio de 1945, la Declaración Universal de 1948, la Cons­
titución italiana de J 94R Y la Ley Fundamental de la República Federal alemana de 1949. 
Luigi Ferrajoli, Losfundamentos de los derechosjimdamentales, op. cit., pp. 52 Y ss. 

116 Danilo Zolo, "Derechos de libertad y ciudadanía universal", en Luigi Ferrajoli, Los 
.fimdamentos de los derechos fundamenta/es, op. cit., pp. 101 Y 102. Considera, este tra-
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Ambos tratadistas presentan argumentos congruentes con sus respecti­
vas posturas en cuanto al origen, procedimiento y objetivos de las NU, y la 
manera en que sus funciones repercuten en la soberanía de los estados. Ac­
tualmente también se incorpora a esta estructura mundial la CPI, ya que su 
facultad jurisdiccional también tendrá efecto en la soberanía de los estados. 
En este orden de ideas, apreciamos que Ferrajoli considera que el desarrollo 
que presenta el OPI es positivo para la comunidad mundial, y que lajurisdic­
ción penal de esa dimensión representa una mejor opción para garantizar el 
orden a ese nivel. Al respecto, Danilo Zolo señala que el panorama que pre­
senta su contemporáneo es peligroso para la sociedad, en razón del origen 
de la ONU y su objetivo de suprimir las soberanías de los estados débiles. 

Es evidente que la sociedad se encuentra en un cambio de paradigma, 
provocado por el desarrollo progresivo que presenta el Derecho Internacio­
nal en materia de OH, cuya base se ubica en la Declaración Universal de De­
rechos Humanos, adoptada ellO de diciembre de 1948, y no obstante que le 
precede la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 
adoptada el 2 de mayo de ese mismo año, y que aquella deriva a su vez de 
la CNU de 1945, la praxis del Derecho Internacional público en los últimos 
años le reconoce la calidad de instrumento jurídico internacional vinculante 
e ineludible para la reafirrnación del Estado democrático moderno,1I7 al 

tadista, que se ha limitado la soberanía de los estados más débiles y se ha exaltado el 
principio de la soberanía, concentrándolo en el vértice de la jerarquía mundial del poder y 
la riqueza. De esta forma, la soberanía internacional de algunas superpotencias --casi en 
exclusiva EUA- habría adquirido caracteres absolutos e ilimitados, al aparecer asistida, 
además del poder económico y de las annas, por la legitimación formal del Derecho In w 

ternacional; por lo que considera que la CNU no ha representado ningún giro importante 
respecto al pasado; por lo que resulta poco fundada la expectativa de que la concentración 
de la soberanía en el vértice de un sistema político global pueda tener como efecto una 
subordinación más eficaz del poder internacional a las reglas del Derecho y que pueda fa­
vorecer una más amplia tutela de los derechos del hombre; y cierra la idea precisando que 
"todo e! desarrollo de! Estado de derecho y del Estado constitucional aparece indisociable­
mente unido a la afinnación del Estado nacional moderno contra el universalismo político 
y espiritual de la Iglesia romana y del Imperio. La soberanía pertenece a la modernidad { ... ] 
No puede negarse totalmente que la ciudadanía nacional sea la transcripción en ténninos 
político-jurídicos de situaciones de exclusión, pero la ciudadanía no es sólo eso, ni la idea 
de nación y de Estado nacional puede ser rechazada como un vestigio oscurantista del 
pasado { ... ] Sólo el Estado nacional puede garantizar una relación óptima entre extensión 
geopolítica y lealtad de los ciudadanos". 

117 La CNU establece, en su artículo lO, que los propósitos de las NU son: Mantener la 
paz y la seguridad internacionales [ ... ] Fomentar entre las naciones relaciones de amistad 
basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación 
de los pueblos [ ... ] Realizar la cooperación internacional [ ... ] y en el desarrollo y estimulo 
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grado de que hoy en día constituye el punto de referencia más importante 
para desarrollar el tema de los DH ante el cúmulo de tratados que en esta 
materia se han adoptado, por conducto de los órganos universales, regiona­
les y comunitarios. 

Ante la instrumentación de los tratados por esta estructura global que 
conforman las organizaciones supranacionales, se presenta una innovación 
en el esquema político-jurídico de los estados modernos, en razón de que 
por cada tratado que suscriben y ratifican se presenta un efecto en su so­
ciedad, gobierno y/o territorio, que incide directamente en la noción de 
soberanía. Estimamos que de esta circunstancia deriva la preocupación de 
Danilo Zolo al expresar que una estructura de poder mundial reprimiría las 
diferentes culturas de la humanidad, penalizaría a los sujetos más débiles y 
reduciría la complejidad de las estructuras políticas intermedias. Desde esta 
óptica se infiere un desacuerdo con un organismo jurisdiccional de alcance 
planetario, como el que representa la CPI, y que se inclina por un "derecho 
mínimo que sea capaz de coordinar a los sujetos de la política internacional 
según una lógica de subsidiariedad normativa respecto de la competencia 
de los ordenamientos estatales". I 18 

En la idea de fortalecer la soberanía de los Estados, Danilo Zolo reitera 
su inquietud por el hecho de que las organizaciones internacionales que 
encabezan esta evolución jurídica, como las NU y la UE, carecen de toda 
estructura constitucional, y se encuentran al margen de la "lógica de la di­
visión de poderes"."9 Se considera que la tendencia que marca algunas 
circunstancias de la política que se ha seguido para la atención de ciertos 
asuntos internacionales por estos organismos, aporta mayores elementos 
para impulsar este tipo de turbación político-jurídica. 

del respeto a los derechos humanos", Se considera que la preeminencia que se le otorga a la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos en el Derecho Internacional público -no 
obstante que la Declaración Americana le preceda en cuanto a temporalidad se refiere- es­
pecialmente cuando se estudia el tema de la protección de los derechos fundamentales, se le 
atribuye por su numerosa aceptación. 

118 DaniJo lolo, "Derechos de libertad y ciudadanía universal", en Luigi Ferrajoli, Los 
fundamentos de los derechos fundamentales, op. cit., p. IOO. En este sentido, agrega el 
autor que prefiere un desarrollo policéntrico y conflictivo de las relaciones intemacionales 
más que por "este modelo globalista, una visión que revalorice la relación entre los prin­
cipios jurídicos y las diferentes entidades culturales, entre la paz y la autonomía nacional, 
entre la tutela de la libertad y la soberanía del Estado de Derecho". 

119 lbidem, p. 102. También sefíala Danilo lolo que el "poder político concentrado es pe­
ligroso para la libertad que cualquier poder dividido, diferenciado y próximo a los contextos 
culturales, políticos y económicos en los que se ejercita". 
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Lo anterior es así, considerando que comúnmente se toman decisiones, de 
manera específica por las NU, respecto de los asuntos que inciden a menudo 
exclusivamente en aquellos estados que no disponen de la sólida estructura 
ni la economía tan desarrollada, como de los miembros permanentes que 
conforman su es; inclusive, consideramos que la intranquilidad que plasma 
Danilo Zolo se ve incrementada ante la discreta reacción de esta propia 
organización ante la postura que asumen algunos de los propios miembros 
de dicho Consejo, que infringen flagrantemente la soberanía de algunos 
estados y agravian la integridad y la dignidad de sus habitantes. 

Precisamente, el panorama y la tendencia que presenta este nuevo orden 
mundial, y, de manera concreta, la situación de supra ordenación que se 
describe en los párrafos que anteceden, motivaron de manera importante el 
desarrollo del presente estudio, pero no obstante las circunstancias adver­
sas que se visualizan hoy en día hacia diferentes puntos del planeta y otros 
acontecimientos que se han presentado después de junio de 1945, conside­
ramos necesario desplegar dos acciones simultáneas: por un lado, recurrir a 
un porcentaje adicional de tolerancia para mantener la constancia que le ha 
caracterizado mayoritariamente a la comunidad internacional por su deseo 
de lograr una verdadera armonía universal, y, por otro lado, mantener la 
persistencia para la implementación de un mecanismo internacional que 
comprometa válida y coercitivamente a los miembros de las NU de manera 
integral, inclusive, que tal mecanismo establezca sanciones más efectivas 
en caso de incumplimiento. 

El panorama mundial de los últimos años permite sostener en este trabajo 
que el deseo para esta realidad no constituye un elemento aislado ni tam­
poco representa un anhelo singular para que las políticas internacionales de 
agresión y las conductas que llevan implícitos serios agravios a la vida, a la 
libertad, a la integridad física y psicológica de inocentes sean las últimas que 
queden impunes. La fuente de inspiración de esta actitud radica en los impor­
tantes resultados efectivos que han brindado las NU para el apoyo a los sec­
tores menos favorecidos de la humanidad, y otros tantos que han repercutido 
favorablemente para mantener la paz y la seguridad internacionales. 

Ante el resultado de los razonamientos de esta naturaleza, que conducen 
a la conclusión, en el sentido de que la ePI se ha instituido como el elemento 
fundamental para tener a corto plazo una expectativa de justicia universal, 
por representar el triunfo de un importante sector de la sociedad internacio­
nal que busca un trato igualitario entre estados, y una real protección de los 
derechos fundamentales de las personas humanas; 120 por lo que se estima 

120 Cfr. Carmen Quesada Alcalá, La Corte Pena/Internacional, op. cit., p. 319. 
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que en un plazo perentorio se diluyan del contexto jurídico internacional, de 
naturaleza penal, los intereses políticos que encontramos en el ER, tal como 
el contenido de su artículo 16, al facultar al es de las NU para ordenar a la 
Corte a suspender una investigación o enjuiciamiento, al margen de que se 
cuente o no con los elementos de hecho y de Derecho para el pronuncia­
miento jurisdiccional de este órgano legalmente constituido. 

La tendencia internacional de la actualidad sugiere una mejor dirección 
mundial, ya que aun en el caso de que la ePI haya nacido por las acciones 
que se diseñaron desde el seno del es, y que constituya un factor limitante 
de la soberanía estatal, con mayor dedicación e incidencia hacia la facultad 
soberana de aquellos estados en vía de desarrollo, e indirectamente magni­
fique la noción de soberanía del reducido grupo que conforma dicho Con­
sejo. De tal manera que si la facultad jurisdiccional se aplica en razón de 
tendencias políticas de los estados poderosos hacia las soberanías débiles 
-a juzgar por su poder económico y su capacidad bélica- el esfuerzo 
internacional debe ser de mayor intensidad y continuidad, lo cual no se di­
ferencia de la histórica evolución de la humanidad, que se ha caracterizado 
por la continua lucha por la supervivencia y por la libertad. Diría Goethe 
en esta situación: "sólo merece la vida y la libertad aquel que tiene que 
conquistarlas todos los días".121 

LA AUTONOMÍA JURISDICCIONAL 

Y LA INDEPENDENCIA DE LOS JUECES. 

ALGUNAS PRECISIONES TERMINOLÓGICAS 

Al tocar el tema de la autonomía jurisdiccional e independencia judicial 
llegamos a uno de los aspectos más importantes del entorno teórico concep­
tual que nos propusimos, el cual fue iniciado con el concepto de "sobera­
nia", en el marco del principio de la división de poderes, del Estado 

121 Johann Wolfgang Gocthc, Fausto, acto número V, 6a escena, v. 63. La escena se con­
textual iza en un pensamiento que pareciera estar dedicado a esta época, a esta circunstar..cia 
de la humanidad, a más de dos siglos y medio de haber sido redactado: "[ ... J Abro espacio 
a millones de hombres, en los que tal vez no estén seguros, pero sí podrán estar activos y 
libres. La campiña es verde y fértil, los hombres y los rebaños se han aposentado en esta 
novísima tierra junto a la parte más sólida de esta colina, levantada por un pueblo audaz y 
laborioso [.,. J Vivo entregado a esta idea, es la culminación de la sabiduría [.,.] Quiero ver 
una multitud así, vivir en una tierra libre con un pueblo libre. Entonces podría decir en este 
instante: Detente, eres tan bello", 
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modemo,122 para continuar con el concepto de jurisdicción desde el punto 
de vista de los tribunales en general. Posteriormente, analizamos este con­
cepto teniendo presente la figura de la CPI, sustentando los argumentos en 
los principios jurídicos elementales, en un marco de la doctrina jurídica que 
nos precede por siglos, considerando que la raíz de nuestro sistema jurídico 
se encuentra en el Derecho romano. 123 

Después de varias etapas históricas de la humanidad, previas a la era 
cristiana, actualmente hablamos de una "dogmática jurídica", que de en­
trada constituye una expresión compleja, tanto que la podemos comparar 
con el propio crecimiento estructural y funcional que ha experimentado 
desde el siglo XIX el sistema jurídico de cada Estado, especialmente en lo 
que se refiere a las ramas del Derecho público, constitucional, penal, ad­
ministrativo y privado; atribuible todo ello al fortalecimiento que ha pre­
sentado el Estado constitucional, y al desarrollo de la función estatal con la 
progresiva intervención de la administración pública en la vida de los go­
bernados, a grado tal que se ha recurrido al establecimiento de organismos 
autónomos para supervisar la actividad de ese sector, que detenta el poder, 
con el propósito de transparentar la tarea que tiene encomendada. 124 

A través de la historia encontramos algunas circunstancias que nos per­
miten ilustrar brevemente el concepto de "autonomía", como la medida 
implementada inicialmente por los romanos en sus campañas de conquis­
ta, que optaban por establecer tratados de alianza con los territorios que 
sometían, permitiéndoles conservar sus instituciones, leyes y gobiernos. 

122 Cabe precisar que este principio de la división de poderes se rompe en el sistema ju­
rídico de Inglaterra y de EUA, ya que se permite que sus tribunales constituyan su principal 
fuente de Derecho mediante los precedentes; por lo que tal principio se encuentra lejos de ser 
absoluto y universal, al ser susceptible a la configuración constitucional de cada país, pero 
que la potestad jurisdiccional recae generalmente en los jueces y tribunales. Cfr. Ignacio de 
Otto, Derecho Constitucional, sistema defuentes, Ariel, Barcelona, 2001, pp. 302 Y 303. 

123 Raúl Lemus García, Derecho romano, Limusa, México, 1979, pp. 9 Y 15. Precisa el 
autor que el universo jurídico no se configura ni se comprende de manera íntegra sin el De­
recho romano, el cual tuvo su vigencia por más de 12 siglos, desde la fundación de Roma, en 
el año 753 a. c., hasta la muerte de Pedro Flavio Justiniano, en el afio 565 de nuestra era. 

124 Francisco J. Jiménez de Cisneros Cid, Los organismos autónomos en el derecho pú­
blico español: tipología y régimen jurídico, estudio preliminar de Alfredo Gallego Anabi­
tarte, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico-públicas en España (Mate­
riales)", Instituto Nacional de Administración Pública, Alcalá de Henares, Madrid, 1984, pp. 
XII Y XIII, quien agrega que un ejemplo muy notable de la importancia del concepto y de la 
definición para el desarrollo del saber jurídico es el caso de los organismos autónomos, que 
constituye una expresión dominante en el Derecho administrativo de España al inicio de la 
segunda mitad del siglo xx. 
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Esta situación fue modificándose paulatinamente, confonne el Senado ro­
mano les iba enviando sus leyes, por lo que en tales circunstancias aque­
llas ciudades fueron perdiendo su autonomía, precisamente por la continua 
intervención del gobierno romano en sus estructuras políticas, sociales y 
económicas, hasta que se diluyó ante la abierta implantación de la legisla­
ción imperialista. !25 

La raíz etimológica del concepto autonomía proviene del griego auto­
nomoi, y que pasó al latín en los ténninos que actualmente lo conocemos, 
cuyo significado implica la potestad que dentro de un Estado tienen los mu­
nicipios, provincias, regiones u otras entidades para regirse mediante nor­
mas y órganos de gobierno propios; también se entiende como la condición 
de guía para ciertas cosas en el sentido de no depender de nadie,126 

En un sentido más amplio, la autonomía constituye el poder de los in­
dividuos o de los entes colectivos para darse un ordenamiento propio en el 
marco de otro superior. En este orden de ideas, el concepto de autonomía se 
contrapone al de soberanía, por tratarse de un poder limitado por el propio 
ordenamiento que lo confiere y en cuyo marco se ejercita, y no de un poder 
supremo como el que la soberanía implica, 

El concepto de autonomía implica necesariamente una cuestión de ca­
rácter administrativo, y en ese sentido este concepto va ligado a las insti­
tuciones, de ahí que el Diccionario Jurídico Mexicano defina al vocablo 
"autonomía administrativa" como "independencia de acción entre órganos 
u organismos de la administración pública", y agrega que "goza de ella el 
órgano que no está subordinado a las decisiones de otro, por ley". 127 De tal 
manera que puede aplicarse el término para las comunidades autónomas, a 
los particulares en su potestad de negocios, la universitaria, la de los muni-

125 Cfr. Teodoro Mornrnsern, Derecho romano, Temis, Bogotá, 1976, pp. 24 Y ss. Se 
aprecia en esta etapa de la historia del Derecho una distinción fundamental en el orden ju­
rídico, en la que el ius era el concepto que englobaba los principios e instituciones jurídicas 
establecidas por los jurisconsultos, y por otro lado se contaba con las leges, que eran un com­
pendio de todas las nonnas jurídicas contenidas en las constituciones imperiales. En la etapa 
conocida como el bajo imperio romano se apreció un importante desarrollo de la equidad, 
a diferencia del fonnalismo del antiguo Derecho; esto en virtud de la dualidad del Derecho 
romano; por un lado contaba con el Derecho civil, y por el otro con el Derecho pretorio, 
que desaparecen en la era justiniana, abriéndose el camino para la aplicación del Derecho 
unitario a todos los habitantes del Imperio. 

126 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, 22a. edición, Espasa­
Calpe, España, 200 1, p. 170. 

127 Instituto de Investigaciones Jurídicas-uNAM, Diccionario Jurídico Mexicano, tomo 
A-CH, 13a. edición, Porrúa/lJNAM, México, 1999, p. 275. 
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cipios y provincias, 128 como es el caso de España y la mayoría de los países 
americanos. 129 

Ejemplo de lo anterior lo encontramos en las constituciones de estos paí­
ses, que en el caso de España se dispone en su artículo 137 constitucional: 
"El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias, y en 
las Comunidades Autónomas que se constituyan". La Ley suprema argentina 
establece en su artículo 5°: "Cada provincia dictará para sí una Constitución 
bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, de­
claraciones y garantías nacionales; y que asegure su administración de justi­
cia, su régimen municipal, la educación primaria y la cooperación requerida 
por el Gobierno federal". Finalmente, la Constitución mexicana consagra en 
su artículo 2°, apartado A, que "Esta Constitución reconoce y garantiza el 
derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación 
y, en consecuencia, la autonomía para: 1. Decidir sus formas internas de con­
vivencia y organización social, económica, política y cultural". 

Al cierre del siglo xx, varios países han implementado un número im­
portante de organismos autónomos, con la idea de avanzar en la reforma 
del Estado y en la preservación y defensa de la constitucionalidad, los cua­
les constituyen instituciones públicas que reciben la encomienda de llevar 
a cabo funciones sustanciales en la vida democrática de todo país, tales 
como el control de la constitucionalidad, el combate a la corrupción, la 

128 Ignacio de Otto, Derecho Constitucional, op. cit., pp. 245 Y 246. 
129 En este orden de ideas, el artículo 137 de la Constitución española se complementa con 

lo siguiente: "Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos 
intereses", En el artículo 138.2 se consagra: "Las diferencias entre los Estatutos de las dis­
tintas comunidades autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos 
o sociales", Por su parte, la Constitución argentina complementa su artículo 5° con el texto 
siguiente: "con estas condiciones, el Gobierno federal garantiza a cada provincia el goce y 
ejercicio de sus instituciones". Además de lo dispuesto en el artículo 2° de la Constitución 
mexicana, se agrega en su artículo 115: "Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la 
fonna de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división 
territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, confonne a las 
bases siguientes: l. Cada Municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popu­
lar directa. II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su 
patrimonio conforme a la ley. IIl. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios 
públicos siguientes: a) Agua potable, drenaje, alcantarillado. b) Alumbrado público. IV. Los 
municipios administrarán libremente su hacienda [ ... ] VII. La policía preventiva municipal 
estará al mando del presidente municipal. El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza 
pública en los lugares que resida habitual o transitoriamente. VIII. Las relaciones de trabajo 
entre los municipios y sus trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las legislaturas 
de los estados con base en lo dispuesto en el artículo 123 de esta Constitución". 

, 
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fiscalización del manejo de los recursos públicos, la protección de los de­
rechos políticos y, fundamentalmente, la protección de los DH. Así, dichas 
instituciones protectoras y controladoras contribuyen activamente a que no 
haya un ejercicio abusivo de facultades conferidas a los poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, por lo que se espera, con sus acciones, una mejor 
expectativa de vida democrática y un ejercicio de mayor transparencia en 
la actividad gubernamental. En este sentido, Norberto Bobbio set1ala que el 
Estado "ha crecido y extendido hasta provocar la imagen del pulpo de los 
mil tentáculos". 130 

Por otro lado, el maestro Walter E. Mayer sostiene, en esta tesitura, que si 
los sectores que sustentan el poder pudieran elegir. normalmente se inclina­
rían por realizar sus tareas desde la comodidad de una "ventana polarizada" 
que les permitiera minimizar la privacidad de los ciudadanos y maximizar 
la opacidad de las acciones gubernamentales, ya que el ejercicio centrali­
zado, hermético y opaco del poder es incapaz de escuchar críticas o aceptar 
consejos de los actores externos. y los disidentes internos están condenados 
a tener un pobre desempeño.I]1 

A este respecto, México se ubica a la vanguardia a nivel mundial al 
superar la tradicional división de poderes mediante la creación de organis­
mos autónomos,132 ya que desde 1990 se han instituido en este país, por 

1)11 Norberto Bobbio, Ufuturo de la democrucia, Fondo de Cultura Económica, México, 
1986. p. 102. 

UI Cfe John M. Ackerman, Organismos autónomos y democruciu. el ('uso de México, 
Siglo XXI Editores, México, 2007, p. 15. Precisa Ackerman a este respecto, recurriendo 
a Charles Bennett, en su obra "lJnderstanding Ripplc Effccts: Thc Cross-National Adop­
tion of Policy Instrumcnt for Hureaucratic Accountability, Ciovernance: An lnternational 
Journal of Policy and Administration", vol. 1 O, núm. 3, pp. 213-233, al sefialar que en años 
recientes Belice, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile. Pcrú y México han fundado o rees­
tructurado al mcnos una, si no cs que varias instituciones independientes de esta naturaleza. 
Esta tendencia se puede también observar en Asia, África, Australia y Europa del Este. 
Algunos ejemplos recientes incluyen nuevos omhudsman en Polonia (fundado en 1987). 
Filipinas (en 1989) y Corea del Sur (en 1994), así como la Comisión Nacional contra la 
Corrupción en Tailandia (fundada en 1(98), la Comisión Independiente en contra de la co­
rrupción en Nueva Gales del Sur, Australia (en 1988), el Defensor del pueblo en Sudáfrica 
( 1994), Y al Inspector General de Gobierno en Uganda (1996), entre otras instituciones. 

132 Otro país es Tailandia, cuya Constitución de 1997 fundó siete nuevas instituciones: 
una ('omisión Nacional AnticolTupción, una Comisión Independiente Electoral, un omhud5-
man, una Corte ConstitucionaL una Corte Administrativa, un Consejo Ambiental Revisor, 
responsable de la evaluación del impacto ambiental de los proyectos públicos, y un Panel 
Revisor del Consumidor que involucra a representantes de los consumidores en el diseño 
de leyes de protección al consumidor. Hungría es otro caso, en tanto que recientemente ha 
establecido cuatro ombudsman diferentcs: uno para la protección de los 1)11, otro para las mi-
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ejemplo, el Instituto Federal Electoral, que se encarga de asegurar que la 
organización de las elecciones sea imparcial y transparente; la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), para la defensa de los habi­
tantes del territorio nacional respecto de posibles abusos del Estado; la 
Auditoría Superior de la Federación, cuya función es vigilar el buen uso de 
los recursos públicos, así como para prevenir y sancionar la corrupción; el 
Consejo de la Judicatura Federal, que tiene la encomienda de lograr mayor 
transparencia en la administración de la justicia federal; el Instituto Federal 
de Acceso a la Información Pública, cuyo objetivo es garantizar a la ciu­
dadanía el acceso a una información pública gubernamental. Además de lo 
anterior, el propio gobierno ha otorgado autonomía al Banco de México, 
cuya encomienda prioritaria es procurar la estabilidad del poder adquisiti­
vo de la moneda nacional. 133 

Esta reseña de los organismos autónomos nos permite efectuar con mayor 
claridad el planteamiento del tema que ahora nos ocupa, ya que al contex­
tualizar el concepto de la "autonomía administrativa" en el campo de la pro­
curación y administración de la justicia, la entendemos como la "autonomía 
jurisdiccional" y en ese sentido apreciarnos una exigencia mayúscula en la es­
tructura administrativa del aparato jurisdiccional para el debido cumplimiento 
de sus funciones, ya sea a nivel doméstico o en el ámbito internacional. 

El maestro Dieter Nohlen señala que el concepto de autonomía se debe 
entender como un sinónimo de independencia, o como la capacidad de un 
individuo, grupo, organización o Estado para determinar por sí mismo, a la 
medida de la posibilidad, sus objetivos y premisas de decisión en relación 
con sus respectivos entornos o a la capacidad de sus estructuras y objetivos 
específicos. 134 Ahora bien, al estudiar el principio de la independencia de los 
jueces, el maestro Joseph Aguiló considera necesario hacerlo desde la visión 
de un Estado de Derecho, vinculado con la separación de poderes, y de esta 
manera clasificar el estudio en dos grandes rubros: el principio de la indepen­
dencia de los jueces, y el marco institucional adecuado para que los jueces 
puedan ejercer su facultad con independencia. 

Sin embargo, es importante señalar que la sola independencia judicial no 
constituye una real garantía de la objetividad o imparcialidad de la función 
jurisdiccional, es necesario que se combinen elementos o atributos a los que 

norias étnicas y nacionales; el tercero para la protección de datos y acceso a la información 
pública, y el cuarto para la educación. 

133 Joho M. Ackennan, Organismos autónomos, op. cit., pp. 32 Y 33. 
134 Dieter Nohlen, Diccionario de ciencias politicas, teorías. métodos y conceptos, Po­

rrúa, México. 2006, t. 1, pp. 74 Y 75. 
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se les denomina garantías judiciales, 135 entre las que destacan: la indepen­
dencia de los jueces, su designación, estabilidad, remuneración y responsa­
bilidad, entre otras. Lo mismo ocurre con la inamovilidad para garantizar el 
ejercicio de la facultad jurisdiccional con independencia, ya que, bajo esta 
tesitura, se podría arribar a un razonamiento en el sentido de que por el sólo 
hecho de ser inamovibles los jueces se infiere la existencia de una garantía 
de mayor independencia en el ejercicio de su encomienda sustantiva. 

La existencia y manifestación de la autonomía jurisdiccional, unidas 
a la independencia judicial y demás garantías, pueden contribuir a evitar 
algunos riesgos comunes en esta materia, tales como la injerencia de los 
diferentes poderes en la labor jurisdiccional, específicamente intromisiones 
de naturaleza política. En ese sentido, la combinación de estos elementos, 
desde otro ángulo, puede traducirse en un derecho de los inculpados a ser 
sometidos a un debido juicio, provisto de los lineamientos aceptados como 
estándares internacionales. 

La independencia de los jueces también se puede analizar con base en 
dos deformaciones comunes: la primera tiende a equiparar la independen­
cia con la autonomía, soslayando la posición del poder institucional que el 
juez representa; y la segunda asimila la independencia con la soberanía, sin 
tomar en cuenta los deberes correspondientes. Respecto de la deformación 
que se presenta en el término independencia al asimilarlo con soberanía, al 
denominarse soberano al poder supremo e independiente por el hecho de 
que los jueces constitucionales muchas veces detentan el poder último, es 
decir, que en ellos se encuentra la facultad j urídica de resolver en definitiva 
un asunto. Se presenta en esta circunstancia la confusión conceptual, ya 
que la independencia de los jueces constituye fundamentalmente un atri­
buto y un principio normativo, pero no un derecho cuyo ejercicio puede 
ser en forma abusiva. Dado que dichas garantías judiciales buscan dotar a 
los jueces de los elementos mínimos necesarios para que al pronunciarse 
en cada uno de los asuntos radicados bajo su jurisdicción la realicen con la 
imparcialidad, objetividad e independencia que la ley exige, y con la efica­
cia que la sociedad espera de su encomienda. 

Es así como un juez imparcial equivale a un juez obediente del Derecho. 

135 El Instituto de Investigaciones Jurídicas de la lJNAM señala en su Diccionario Jurídico 
Mexicano que las garantías judiciales son "instrumentos establecidos en la Constitución yen 
las leyes, por medio de los cuales se crean las condiciones necesarias para lograr y asegurar 
la independencia, autonomía y eficacia de los juzgadores, frente a los otros organismos del 
poder, por lo que, a la vez, se constituyen de manera mediata eomo garantías justiciables", 
op. cit., p. 1518. 
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Derecho que no exige al juez equidistancia entre el sujeto activo y el pasi­
vo del delito. El juez, en su función jurisdiccional independiente, tiene la 
obligación de resolver las controversias mediante las valoraciones de hecho 
y de Derecho. 

En cuanto a la situación que se presenta al asimilar la independencia 
con la autonomía, el maestro Joseph Aguiló sostiene que en esta última la 
convicción puede justificar válidamente al sujeto moral, pero que no tiene 
sentido interpretar el poder normativo del juez como un factor determinante 
para que el titular de ese poder se desempeñe con autonomía, ya que esto 
únicamente puede darse ignorando la posición del poder institucional que 
ocupa el juez en el orden jurídico, y de ser así, un juez independiente se 
instituye con la negación de la autonomía. El juez debe ser independiente 
incluso de sus propios credos autónomamente aceptados. 136 

Los razonamientos que sustentan el presente trabajo no comparten ne­
cesariamente el planteamiento que expone el maestro Aguiló en el párrafo 
que antecede, en virtud de que la función encaminada a la administración 
de la justicia, que en este caso nos ocupa, la de naturaleza penal, exige que 
los órganos jurisdiccionales se encuentren incorporados a una institución 
que estructural, logística y funcionalmente se desenvuelva con autonomía 
jurisdiccional, al margen de la influencia de factores externos, por muy ele­
mental que ésta sea. Desde esta base estructural y funcional se despliega 
esta función por cada uno de los elementos -nos referimos evidentemente 
a los jueces- que se encuentran incorporados a ese organismo, que en los 
estados democráticos modernos se le conoce como poder Judicial, precisa­
mente bajo el principio de la división de poderes. 

Exigir una separación estructural y funcional de los jueces respecto del ór­
gano al que se encuentran formal y jurídicamente incorporados, para garan­
tizar su independencia en el deber jurisdiccional, se puede catalogar como 
una postura extremista, tomando en cuenta que la legislación adjetiva que 
rige tal función consagra las normas reguladoras de los procesos, y en el 
supuesto de que el funcionario judicial, que en la independencia de su labor, 
se desapegue a tales reglas, podría actualizar las normas sustantivas para 
sancionar sus conductas activas u omisivas. 

Coincide en este sentido la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(COIDH) al manifestar que durante su desempeño ha realizado sus actuaciones 

136 Cfr. Joseph Aguiló, Conferencia pronunciada en el Seminario de Argumentación Jurí­
dica que tuvo lugar en la ciudad de México, del 23 al 28 de septiembre de 1996, organizada 
por el Consejo de la Judicatura Federal yel Departamento de Derecho del Instituto Tecnoló­
gicoAutónomo de México (ITAM). 
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con "autonomía", como un verdadero órgano jurisdiccional. "Autonomía" 
que deriva de la naturaleza misma de las funciones judiciales de la letra y el 
espíritu del instrumento internacional que le dio vida -Convención Ameri­
cana de Derechos Humanos- y del Estatuto adoptado por la Asamblea Ge­
neral de la Organización de los Estados Americanos (OEA) de conformidad 
con la Resolución número 4gg, adoptada en el noveno periodo de sesiones 
en 1979, en cuyo encabezado figura el reconocimiento de la "autonomía" al 
señalarse en su artículo 1 que "La Corte lnteramericana es una institución 
judicial autónoma", la cual se mantiene firme por la participación de los pro­
pios estados miembros, que confieren respetabilidad al tribunal y al sistema 
de protección de los derechos fundamentales de la persona humana. 137 

Refuerza los razonamientos que orientan este trabajo el análisis que nos 
presenta el maestro Montero Aroea al señalar que si la independencia se 
refiere a la persona de los jueces y magistrados, la autonomía del Poder 
Judicial se debe ubicar en un contexto distinto, ya que es un concepto de 
carácter institucional y atiende al conjunto de losjueces y magistrados fren­
te a los otros poderes; considerando además que la autonomía es un medio 
que permite garantizar de mejor manera la independencia del juez en el 
momento de juzgar. Este concepto de autonomía también responde a una 
concepción política de no superioridad de un poder sobre otro, más bien de 
igualación dentro del marco de actuación de cada uno de ellos, señalado 
constitucionalmente. Inclusive, para hacer referencia al sistema jurídico de 
la UE también se recurre al término de autónomo. 138 

Para el desarrollo de su razonamiento, Montero Aroca parte de dos líneas 

L17 Informe Anual dc la ('O][)II. corrcspondiente al ejercicio de 2004, quc se presenta a 
la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la m:/I, Washington. D.C., a 14 de abril dc 
2005. 

m Cfr. Juan Montero Aroca, Independencia.v responsabilidad de! juez, Civitas, Madrid, 
1990, p. 123. Para complementar esta idea de justicia, recurrimos al estudio que nos presenta 
Carlos Garda Santas. "El Juez, la prueba y el delicado arte de jULgar", Urhe el lus: Revista 
de Opinión Jurídica, Argentina, núm. 11, 2004, p. 134. quien invoca al maestro Fran¡yois 
Gorphe, al sostener que no existe ciencii! ni técnica alguna que pueda prescindir verdade­
ramente de un método apropiado; así como en el caso de los médicos. su habilidad no debe 
lograrse en detrimento de los enfermos, li! de los magistrados no ha de desenvolverse en 
perjuicio de los enjuiciados, y ni la historia de los errores judiciales, que sobre el público 
surte tanto efecto para desacreditar a la justicia. Al hacer referencia Renato Reyes Tagle al 
sistema jurídico comunitario corno "autónomo", precisa que el Tribunal de Justicia Europeo 
considera que la legislación nacional que entre en connieto con el Derecho comunitario es 
contraria a la naturaleza misma de este último. "El principio de supremacía del Derecho 
comunitario y las constituciones de los Estados miembros de la UE". Actualidad Internacio­
nal, II'se. abril, 200~. pp. 43 Y 4~. 
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de actuación: en principio lo hace de la idea del establecimiento de un órga­
no autónomo del conjunto del poder Judicial, desvinculándolo de los otros 
poderes, asumiendo las competencias de que se desapoderaba al Ejecutivo; 
en segundo término, sugiere que se implementen las medidas pertinentes 
para garantizar la independencia real de los jueces y magistrados indivi­
dualmente considerados, y hacer efectiva la responsabilidad de los mismos 
frente a los enjuiciados.1 39 

El concepto de independencia aplicado a los jueces y a los magistra­
dos lo encontramos sustentado en el marco constitucional de países como 
España, al establecer de manera esencial en el artículo 11 7.1 de la Ley 
Fundamental que la justicia emana del pueblo y se administra por jueces 
y magistrados integrantes del poder Judicial, independientes y sometidos 
únicamente al imperio de la ley. En este orden de ideas, el ER dispone en 
su artículo 40 que los magistrados serán independientes en el desempeño 
de sus funciones. 

Todo lo anterior se traduce en que la independencia individual de jue­
ces y magistrados consiste en que en la encomienda de la aplicación de 
la ley no debe existir superior ni inferior, cada juzgador tiene asignado su 
competencia en la ley. Los jueces y los magistrados son independientes 
respecto de todos los órganos judiciales, y todos los órganos de gobierno y 
los gobiernos de todos los estados tienen la obligación ineludible de respe­
tar esta independencia, mediante la abstención de acciones que repercutan 
en esa libre función jurisdiccional, acatando a cabalidad sus resoluciones, 
y, en su caso, ajustándose a las formalidades procedentes en las relaciones 
internacionales. 

En los modernos estados de Derecho, la independencia de los jueces y 
los magistrados en su encomiable labor cotidiana es una realidad, consta­
tándose para ello la imprescindible necesidad de que estos juzgadores se 
encuentren integrados en un órgano que en su conjunto sea autónomo de 
los demás poderes que conforman el Estado. Tal como lo hemos expuesto 
en renglones anteriores. 

Por estas razones, consideramos que para disponer de una institución 
judicial verdaderamente autónoma se requiere implementar esencialmente 
las medidas siguientes: que los órganos de justicia no dependan estructural 
y funcionalmente de otros órganos, en cuanto a la función jurisdiccional 
se refiere; que se establezcan los lineamientos jurídicos de manera clara y 
precisa, haciendo notar el carácter jurisdiccional de cada uno de ellos, y que 

139 lbidem, pp. 121 Y 122. 
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se disponga la creación de un órgano de gobierno propio, desvinculado de 
los otros poderes que confonnan la estructura del Estado. 140 

Al no existir una relación de dependencia con el órgano político que sus­
tenta la organización supranacional de que se trata, nos permite invocar los 
razonamientos de Ferrajoli al sostener que la independencia de los jueces es 
garantía de imparcialidad, de igualdad de los ciudadanos y de una justicia 
no subordinada a los intereses políticos contingentes. 141 

Compartimos los razonamientos de Montero Aroca, ya que si retomamos 
el origen del concepto de autonomía encontramos que tanto los griegos como 
los romanos le asignaban esta calidad a los estados que se gobernaban por 
sus propias leyes y no estaban sometidos a ningún poder extranjero,142 lo 
cual resulta congruente con la definición que nos proporciona el Diccionario 
de la Real Academia Española al establecer que "autonomía" consiste en la 
potestad de la que se puede gozar mediante nonnas y órganos de gobierno 
propios, y cl concepto de "independencia" lo define como la libertad que 
tiene ----especialmente un Estado-- de no depender de otro. 143 

Por su parte, el doctor Sergio García Ramírez señala que la l'OIDH ha 
sostenido que los objetivos principales que tiene la separación de los po­
deres públicos es la garantía de la independencia de los jueces, y para esos 
efectos los diferentes sistemas políticos han implementado procedimientos 
estrictos para el nombramiento y destitución de estos juzgadores, y obser­
va que en los principios básicos de las NU, relativos a la función sustantiva 
de la judicatura, el Estado deberá garantizar, sin excusa, la independencia 
de cada uno de sus jueces, y así debe estar prescrita en sus respectiva, 
legislaciones internas, y todas las instituciones de gobierno respetarán y 
acatarán esa independencia. Se alude en este sentido al caso del Tribunal 
Constitucional contra Perú, en el que la Corte determinó la necesidad de 
garantizar la independencia de cualquier juez. 144 

También sustenta los argumentos de García Ramírez el caso de Ivcher 
Bronstein contra Perú, en el que se determinó que los tribunales internos 
que resolvieron los recursos judiciales no satisficieron los requisitos de in­
dependencia establecidos en el artículo 8.1 de la Convención, como elemen­
to esencial del debido proceso, lo cual hubiera pennitido una resolución 

1..\0 ldem. 

141 Luigi Ferrajoli, Derecho y razón, op. cit., p. 584. 
142 Enciclopedia Jurídica Omeba, Buenos Aires, 1998, p. 961. 
143 Diccionario de la Real Academia Española, op. cit., pp. 170 Y 587. 
144 Caso Tribunal Constitucional contra Perú, sentencia sobre el fondo del asunto, del 31 

de enero de 200 l. 
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apegada a Derecho; en tal virtud, esos recursos no pudieron ser efectivos, 
ya que al crearse salas y juzgados transitorios, y designado jueces en el mo­
mento en que ocurrían los hechos, no se garantizó el derecho a ser juzgado 
por un tribunal natural, lo cual pone en serias dudas la independencia del 
mismo. 145 

Se puede constatar, de este cúmulo de razonamientos y postura de los 
propios órganos de justicia internacional, que para el caso que nos ocupa 
resulta de mejor aplicación el vocablo "independencia judicial" al referir­
nos a los jueces y a los magistrados de manera individual, y específicamente 
cuando se encuentran en el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, y la 
voz "autonomía jurisdiccional" encuentra una mejor aplicación cuando se 
hace referencia a la cualidad de la que se encuentra provisto el órgano al que 
están incorporados los jueces de manera formal, estructural y funcional, en 
términos de la ley orgánica correspondiente, que como se ha precisado, en los 
estados de Derecho corresponde precisamente al poder Judicial. 

En este orden de ideas y trasladando este marco estructural y funcional 
de administración de la justicia doméstica al contexto internacional, espe­
cialmente de la naturaleza penal, como es el caso de la CPI, establecemos 
que constituye un organismo que en su conjunto concentra ambos aspec­
tos, esto es, como órgano que sustenta la estructura y funcionamiento del 

145 Sergio García Ramírez, Lajurisprudencia de la Corte Interamericano de Derechos 
Humanos en materia de reparaciones (1979-2004). Caso Ivcher Bronstein contra Perú, sen­
tencia sobre el fondo del asunto del 6 de febrero de 2001. En este mismo sentido encontra­
mos el caso Castillo Petruzzi, sentencia de fondo de fecha 30 de mayo de 1999; así como 
el de Suárez Rosero contra Ecuador, sentencia de fondo del 12 de noviembre de 1997 en 
http://corteidh.or.cr/docs/libros/cuarto%20de%20siglo.pdf Otra sentencia de fondo a desta­
car relacionada con la independencia judicial se emitió en el caso de "La Corte primera de 
lo contencioso administrativo", del 8 de agosto de 2008, donde la Corte condenó a Vene­
zuela por haber destituido a tres magistrados, al demostrarse que el Tribunal que resolvió 
en ese sentido no era independiente, ordenando, por lo tanto, que los funcionarios judiciales 
fueran restituidos en sus cargos e indemnizados apropiadamente, derivada tal situación de 
los ataques verbales del gobierno contra las decisiones de los jueces, los cuales generaban 
un ambiente que erosionaba la libertad que en un democracia los jueces deben tener. Se 
precisa en la resolución que el presidente de la República tiene la libertad de expresión, 
pero debe considerar su posición degradante de los derechos fundamentales y, por lo tanto, 
sus declaraciones no pueden llegar a desconocer esas prerrogativas. Igualmente se invo­
can en esta sentencia de fondo las palabras de Dato Param Cumaraswamy, relator especial 
de la ONU entre 1994 y 2003, sobre la independencia judicial, en el sentido de que si esa 
crítica se expresa "en un lenguaje inmoderado, amenazante e intimidador y en mala fe, se 
considerará como una amenaza y una interferencia a la independencia judicial". Rodrigo 
Uprimny Yepes, El Espectador, 2 de septiembre de 2008. (DE: http://dejusticia.orglintema. 
php?id _tipo ---'publicacion= 1 &id ---'publicacion=441). 
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tribunal, conforme a la normatividad orgánica, incorporada en el propio 
ER. En este contexto, y de acuerdo con los argumentos que se han vertido, 
lo idóneo es asignarle a este tribunal el término "autónomo", ya que cons­
tituye una institución con personalidad jurídica internacional, provista de 
facultades derivadas de sus propias leyes. En el caso de los jueces que lo 
conforman, al referirse a ellos individualmente, resulta de mejor aplicación 
el vocablo "independiente". 

LA AUTONOMíA EN LA FACULTAD JURISDICCIONAL 

DE LOS I RIHUNALES 

Podemos establecer que todos los esfuerzos y todas las medidas que se im­
plementen para garantizar una justicia penal transparente e imparcial no 
serán tan grandes como las exigencias sociales, que históricamente han sido 
leales al tiempo, que han otorgado a las actuales y futuras generaciones 
importantes evoluciones en esta materia, pero que el esfuerzo debe persistir 
para superar la circunstancia que hoy predomina, por el hecho de quc el 
órgano que tiene la encomienda de velar por la justicia penal supranacional 
aún no dispone del elemento que le permita actuar con la libertad jurisdic­
cional que todo tribunal requiere para afirmar la existencia de una auténtica 
justicia penal internacional. 

En este orden de ideas, al tratar sobre la independencia en la facultad 
jurisdiccional de los tribunales es ineludible hacer referencia a aquella que 
tienen la víctima o el ofendido para exígir el servicio del Derecho Penal, 
que técnicamente consiste en la pretensión punitiva o el derecho a la juris­
dicción en contra del acusado,146 y a la autonomía del Ministerio Público, 
que constituye un principio universalmente reconocido y que anima a esta 
institución por su elemental función en el procedimiento penal dentro de 
todo sistema acusatorio, ya que implica su independencia en el ejercicio 
de su facultad investigadora durante la etapa de la averiguación previa, 
y como parte en el proceso, una vez enviado el asunto al órgano jurisdic-

146 El maestro Jiménez de Asúa señala que el Derecho punitivo protege, con la redoblada 
sanción que es la pena, los bienes jurídicos. Esta enérgica defensa de los intereses protegidos 
por el Derecho interviene en todos los dominios jurídicos. Tratado de Derecho, op. cit., pp. 
40 Y 41. Por su parte, Zaffaroni ef a/. sostienen al respecto que la delimitación contemporá­
nea del horizonte de proyección del Derecho Penal, centrado en la explicación de complejos 
nonnativos que habilitan una fOnTIa de coacción estatal. que es el poder punitivo, se carac­
teriza por sanciones diferentes a las de otras ramas del saber jurídico. Derecho penal. Parle 
general, Porrúa, México, 2001, p. 3. 
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cional; no obstante la facultad del titular del Ejecutivo para nombrar al 
procurador, ni éste ni el Ministerio Público están supeditados a las órdenes 
de aquel, al cumplir su encomienda con base en la obligación que la ley le 
establece y con base en la garantía que la ley otorga al inculpado. 147 

Por su parte, la autonomía de los tribunales para llevar a cabo su función 
jurisdiccional se encuentra en similar situación, inclusive con una mejor 
expectativa, tomando en cuenta que la historia de la administración de la 
justicia ha sido utilizada para dominar la manifestación contraria a los re­
gímenes autoritarios, en los que la independencia de los jueces ha sido un 
obstáculo. En consecuencia, la función de garantía que deben cumplir los 
jueces encuentra viabilidad particularmente en los estados democráticos, 
como lo son actualmente la mayoría, al sustentar su estructura política­
jurídica en el principio de la división de poderes, con el factor adicional, 
en muchos casos, de que van más allá de este tradicional esquema ante el 
establecimiento de organismos autónomos, tal como lo hemos precisado en 
anteriores renglones. 

Lo anterior implica que no existe ni debe existir, al menos en el orden 
interno, una relación de subordinación entre el órgano Judicial con el Ejecu­
tivo y con ningún otro, es decir, "que esté desprovisto de toda actividad en 
relación con el régimen político del Estado, y no teniendo ninguna influen­
cia sobre las voluntades que concurren a formar este régimen para proteger 
a todos los individuos y a todos los derechos".148 Esto, ya que la autono­
mía, en su carácter conceptual, precisaría el maestro López Aguilar, es una 
construcción conceptual al servicio del principio de tercería conforme a 
un imperativo dogmático consistente en la imparcialidad, lo cual permite 
aseverar que la unidad de la jurisdicción y la independencia del juez en su 
encomienda requieren de una estructura de configuración y aseguramiento 
al servicio de la unidad del Derecho. 149 

147 Cfr. Marco Antonio Díaz de León, Diccionario de Derecho procesal penal, POITÚa, 

México, 1989, pp. 48 Y 49. 
148 Javier Pérez Royo, Curso de Derecho constitucional, Marcial Pons, Madrid, 1996, 

pp. 614 Y 615. Agrega el autor que los constituyentes franceses de 1789, en la sesión del 
17 de agosto de ese año comprendieron la problemática y 10 dictaminaron de esa manera, 
iniciando literalmente su pronunciamiento: "A fin de que el poder judicial esté organizado de 
fonna que no ponga en peligro ni la libertad civil ni la libertad política". 

149 Juan Fernando López AguiJar, Justicia y Estado autonómico. Orden competencial y 
administración de justicia en el Estado compuesto de la Constitución Española de 1978, 
Civitas, Madrid, 1994, pp. 46 Y 47. Señala, además, haciendo referencia en este caso a L. 
M. Díez-Picasso, El régimen constitucional del Poder Judicial, Madrid, Civitas, 1991, que 
la independencia del juez, concebida en tanto sirve de manera instrumental a la imparciali-
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La independencia de los jueces se debe considerar en todo momento 
desde dos perspectivas: hacia el exterior y hacia el interior, en razón de 
que los jueces deben ser estructural y funcionalmente independientes fren­
te a los otros poderes que conforman el Estado, cuyo funcionamiento res­
ponde a razonamientos distintos en razón de la estructura jerárquica que 
responde a una naturaleza distinta. Los jueces, en cambio, deben ser ana­
lizados desde una visión distinta para garantizar a la sociedad el beneficio 
de disponer de órganos jurisdiccionales que funcionan y resuelven con la 
libertad que la ley les otorga, mediante juicios transparentes, imparciales 
y objetivos. 

En ese sentido es que el ejercicio de la jurisdicción penal internacional 
debe responder puntualmente a los estándares internacionales para instruir 
sus asuntos penales bajo los principios del debido proceso, tal como lo esta­
blecen, entre otros instrumentos suprarregionales, la Convención America­
na sobre Derechos Humanos, en sus artÍCulos 8 y 25; el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos, en sus artÍCulos 14 y 15, y la Carta de 
los Derechos Fundamentales de la UE, en sus artÍCulos 47 al 50; los cuales 
en lo sustancial coinciden en las exigencias jurídicas de que se otorgue a 
los procesados las garantías de seguridad jurídica para ser juzgados por 
tribunales competentes e imparciales, establecidos por la ley, previo a los 
hechos que sean sometidos bajo su jurisdicción, pero muy esencialmente 
deben cumplir esos tribunales la garantía de independencia en su ejercicio 
judicial; esto implica que deben realizar su encomienda bajo una totalliber­
tad de todo tipo de influencia. 

Expresar fundadamente que se dispone de una labor jurisdiccional in­
dependiente es motivo de orgullo en cualquier parte del planeta, demostrar 
tal independencia en cada asunto es una aportación a la humanidad, ya que 
sus DH en materia judicial se encuentran en un nicho inquebrantable ante la 
fortaleza que otorga un Estado democrático, donde el respeto a las prerro­
gativas de la familia humana no debe tener retroceso. 

En los estados en que impera la ley se presenta y se confirma este desarro­
llo progresivo. La ePI representa la expectativa de la justicia universal que se 
busca, y en ese sentido se pretende que no sólo sea una institución autónoma 
sino que también sus jueces gocen de esa independencia judicial en su actuar. 
La sociedad internacional persistirá en esta tarea histórica, que ha logrado 
hasta el momento resultados sin precedentes. La historia de la humanidad nos 
dicta que, en lo que a justicia se refiere, la línea ha sido favorable y progre-

dad, no es dogma de fe ni a priori absoluto more Kan, sino construcción positiva, político­
institucional. 
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siva; y las circunstancias internacionales nos indican que, en esta época, se 
debe establecer de manera determinante que la impunidad tiene límite. 

Ante el evidente desarrollo del Derecho Internacional en el contexto pe­
nal, manteniendo la búsqueda de la autonomía jurisdiccional e independen­
cia judicial plenas, donde "los otros poderes del Estado no pueden tener 
facultad alguna para revisar un pronunciamiento judicial, ni aun en ejerci­
cio del régimen disciplinario que les pueda acordar en su favor la consti­
tución [ ... ] sólo es posible por medio de los recursos que legalmente estén 
autorizados".15o No se descarta la posibilidad de que, en un plazo perento­
rio, se presente una convergencia global para trasladar verdaderamente el 
principio de la independencia del juez en la función encomendada a la ePI, 

de la cual nos ocuparemos más adelante. 
La independencia en el ejercicio jurisdiccional de los tribunales es tan 

importante que históricamente se ha convertido en un tema indeleble en 
los diversos niveles de la sociedad; su contenido recorre cotidianamente los 
diversos niveles sociales, ya que en todo momento es un rubro que exige 
comentarios y análisis y, por lo tanto, también es objeto de críticas en razón 
de que sus resoluciones tienen un efecto inmediato en ese sector social. 

La independencia jurisdiccional, igualmente, es materia de constantes 
confrontaciones en diferentes puntos del planeta; ejemplo de ello lo tene­
mos en la denuncia presentada por la jueza trigésimo tercera de Caracas, el 
2 de marzo de 2000, ante el Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, en 
contra de la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema 
Judicial, por la interferencia de la que fue objeto en su [unción jurisdiccio­
nal, y no obstante sus argumentos en el sentido de que los principios cons­
titucionales consagran la tutela judicial efectiva para que los jueces realicen 
sus funciones con independencia respecto de los órganos del poder público, 
y que únicamente deben obediencia a la ley, el Tribunal Supremo de dicho 
país declaró inadmisible la denuncia. 151 

Por otro lado, el presidente del Poder Judicial de Perú señalaba en 2003 
que la justicia constituye un problema de Estado y que es preciso afrontarlo 

150 Luis Paulino Mora Mora, "La independencia del juez, como derecho humano", en 
Héctor Fix-Zamudio, Liber Amicorum, Secretaría de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, San José, Costa Rica, 1998, p. 1088. 

151 Los razonamientos del Tribunal Supremo, en respuesta a la denuncia de lajueza Ma­
ría Cristina Reverón Trujillo, fueron en el sentido de que la Comisión de Funcionamiento 
y Reestructuración del Sistema Judicial tenía en esos momentos la tarea de inspeccionar y 
vigilar los tribunales y defensorías públicas, y que por tal motivo los jueces debían acatar 
sus instrucciones. Ponencia del C. Magistrado Rafael Pérez Perdomo del 1 de noviembre de 
2003 ante la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela. 
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con la mayor decisión, en cuyo tratamiento se garantice la más amplia au­
tonomía jurisdiccional para lograr un nuevo Estado, a fin de evitar que se 
repitan los errores que han llevado al fracaso a otros intentos de cambios en 
la judicatura. Se pretende buscar experiencias que estimulen esta estrategia 
de cambios, como las medidas implementadas por España en el marco del 
Pacto de Estado para la Reforma de la Justicia, suscrito en mayo de 2001 
por los principales partidos políticos del país, teniendo como uno de los 
principios elementales la independencia para salvaguardar la autonomía 
institucional de los jueces en la ¡imción jurisdiccional. '52 

Tan importante es el concepto de la autonomia de los tribunales que Hans 
Kelsen lo invocó al ser cuestionado sobre el tribunal constitucional que pro­
puso si satisfacía una jurisdiccional, a lo que señaló de manera categórica 
que sí, en virtud de que sus integrantes se encuentran investidos de indepen­
dencia. 153 Kelsen agrega en este punto quc la función judicial es de hecho 
ejecutiva, que a su vez consiste en la ejecución de normas generales, 154 y 
que debe ser autónoma del poder Legislativo y de cualquier otra autoridad 
estatal. 155 

15~ Los dos principios suplementarios son la eficiencia y la transparencia: la primera. 
para reafinnar la voluntad para la modernización del despacho judicial; la segunda busca 
someter a escrutinio público de la ciudadanía todos los actos de los integrantes de la Judica­
tura como un abierto rechazo a la corrupción. Ponencia del doctor Hugo Sivina Hurtado en 
su carácter de presidente del Poder Judicial de la República de Perú, 21 de agosto del 2003. 
Hotel Country Club de la ciudad de Lima. 

15J Pablo Pérez Tremps, Trihlllla/ constitucional y Poder Judicial, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1985, pp. 6 Y 7. En México, el maestro Ignacio Burgoa Orihue1a 
propuso que para lograr la independencia judicial se requiere el cambio sobre el procedi­
miento para designar a los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la ]\ación, en el 
sentido de que sean el Senado de la República o la Comisión Permanente los cuerpos que 
designen a los ministros, seleccionando a los juristas que se incluyan en las lislas que les 
proporcionen las facultades y escuelas de Derecho y las asociaciones de abogados legal­
mente constituidas con una antigüedad de no menos de diez años. Ignacio Burgoa Orihuela, 
Derecho constitucional mexicano, PorfÚa, México, 2002, p. 883. 

154 Hans Kelsen, Teoría Keneral del derecho y del t:stado, 2a edición, traducción de 
Eduardo Garda Máynez, I'NAM, México, 1988, pp. 323 Y 324. Enseguida precisa que la 
función judicial consiste esencialmente en dos actos: 10 El tribunal establece la existencia de 
un hecho calificado como acto antijurídico, y 2° El tribunal ordena una sanción civil o penal 
estipulada en la norma general que ha de aplicarse. 

155 Hans Kelsen, La garantía jurisdiccional de la Constitución (la justicia constitucio­
nal), traducción de Rolando Tamayo y Salmorán, lINAM, México, 2001, p. 52. Complementa 
la idea señalando que la legislación se encuentra subordinada a la Constitución y a la admi­
nistración y que, por tanto, el postulado de constitucionalidad de las leyes es teórica y técni­
camente idéntico al postulado de la legalidad de la jurisdicción y de la administración. 
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Este marco jurídico-político constituye un pilar fundamental del moder­
no Estado de Derecho, que se encuentra aparejado al principio de estricta 
legalidad y al respeto de los derechos fundamentales de las personas. De 
tal manera que al fundarse la verdad procesal en la legitimidad del juicio 
es evidente la necesidad de la independencia del juez "para garantizar su 
imparcialidad y, en consecuencia, la igualdad de los ciudadanos".156 Así, 
lo que se pretende en trabajo es precisamente proponer un panorama más 
claro, objetivo e imparcial en la justicia penal internacional, con un respeto 
pleno a las garantías más elementales del procesado a través de un tribunal 
libre de toda influencia, por muy elemental que ésta sea. 

Por último, resulta imprescindible precisar que la independencia del juez 
no sólo constituye una garantía en su favor en esa encomiable labor, sino 
que esta garantía también se enfoca hacia los inculpados como una garantía 
procesal; de no ser considerado de esta manera, se estaría ante una impo­
sibilidad jurídica de acudir ante las instancias correspondientes en busca 
del debido proceso. El juez debe estar protegido de toda injerencia externa, 
inclusive de las de carácter interno, ya que en el ejercicio de su encomienda 
jurisdiccional no debe tener cabida el principio de obediencia jerárquica y, 
por tal motivo, el esquema estructural debe ser horizontal, en donde cada 
juez debe atender y desarrollar sus procesos, sin ningún tipo de factor je­
rárquico o de otra naturaleza, para estar en posibilidad de emitir sus resolu­
ciones conforme a los hechos sometidos bajo su jurisdicción y con estricto 
apego a la ley.157 

LA AUTONOMÍA JURISDICCIONAL DESDE LA PERSPECTIVA 
DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

La teoría jurídica del Estado sustenta sus estudios en la doctrina de la divi­
sión de poderes, donde destaca, por razón de nuestro tema, la función del 
poder Judicial, el cual se encuentra constituido por los tribunales: órganos 

156 Luigi Ferrajoli, Derecho y razón, op. cit., p. 584. 
157 Luis Paulino Mora Mora, "La Independencia del juez", loco cit., pp. 1089-1091. Tam­

bién precisa el magistrado Mora la posibilidad del apartamiento del juez del conocimiento 
del caso cuando ha perdido su imparcialidad para el asunto en particular. Las partes deben 
tener reconocido el derecho para recusarlo, sobre el que tienen fundadas sospechas de que 
no reúne las condiciones necesarias para garantizar que tratará el caso con la objetividad que 
le ley le impone. Esto constituye evidentemente un derecho de las partes; por lo tanto, el 
juez debe limitarse a poner en conocimiento de ellas las causales que estime le asisten y le 
imponen la obligación de separarse del asunto. 
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encargados de la administración de justicia --en este caso nos enfocamos a 
los de naturaleza penal- para la legitimación de los poderes Legislativo y 
Ejecutivo mediante la acción jurisdiccional con la sujeción a la ley demo­
cráticamente legitimada. l" Esto implica que el ejercicio jurisdiccional se 
encuentra subordinado al imperio de la ley. 1.19 

Lo anterior nos recuerda el origen de la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano al señalar que toda sociedad en la cual no esté 
asegurada la garantía de los derechos ni determinada la separación de po­
deres no tiene Constitución, 160 así como su traslado del contexto filosófico 
al ámbito político y, posteriormente, al campo jurídico, en el que le ha per­
mitido recorrer todo el planeta e instalarse en cada uno de los estados que 
lo tiJeron adoptando conforme fue adquiriendo mayor fortaleza el principio 
de la autonomía jurisdiccional; fenómeno que se considera imprescindible 
para garantizar el ejercicio de esa facultad de manera imparcial, y mediante 
el respeto a la igualdad ciudadana. 

Sin embargo, reiteradamente encontramos, en las doctrinas de la historia 
universal, un importante número de trabajos sobre esta actividad, buscando 
en la mayoría de los casos los mecanismos necesarios para un mejor desem­
peño de esa encomienda, desde el procedimiento para designar al juzgador 
hasta los detalles de ejecución de su encargo, buscando en todo momento 
un resultado transparente, objetivo e imparcial. 

Precisamente con este panorama mundial, desde mediados del siglo xx 
se concibió en el seno de las NlJ la necesidad de establecer una codificación 
planetaria, encaminada inicialmente a definir los crímenes que han afectado 
en mayor medida a la humanidad, logrando en breve tiempo resultados im­
portantes mediante la Convención contra el Genocidio de 1948, el proyec­
to del código de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad. y 
posteriormente se enfocó a diseñar un tribunal permanente con jurisdicción 
internacional, capaz de investigar. enjuiciar y. en su caso, condenar a las 
"personas naturales" directamente responsables de los crímenes más gra­
ves, encabezados precisamente por el genocidio, lesa humanidad y crímenes 
de guerra, otorgando a ese tribunal la facultad de ejercer su competencia, 
prácticamente,lbl en cualquier punto del planeta. Sin embargo, pese a los 

15~ Cfr. M. García-Pe!ayo, {(1\' Irany/ármaóol1cs del /:"swdo CO/llem/wrÚIl(!o, Alianza 
Editorial, Madrid, ! 977. pp. 9 Y S~. 

I~l! I.uigi Ferrajoli. l>ercc!wJ"uoln, 0/J. cil., p. 373. 
1/,11 Artkulo 16 de la DeclaraCIón de lus Derechos del Homore y del Ciudadano de 1789 
11,1 Cfr. William J\. Schahas, Tlle In/analianal Criminal COllrl. Oxford ('ornmentarics 

on lnternalional Lav\', J\ CllInmCJllary 011 Ihe Romc Statutc, Oxford Lnivcrsity Press, Nueva 
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esfuerzos pennanentes que se realizan en el rubro del DPI, el reclamo social 
aún no ha sido colmado y subsisten aspectos pendientes de cubrir. 

Actualmente la humanidad ya cuenta con un tribunal penal internacional 
que prácticamente no tiene límite fronterizo que restrinja su facultad juris­
diccional y que se encarga de los crímenes más graves. Es aquí donde nos 
preguntamos si ese tribunal dispone de la "autonomía jurisdiccional" que se 
requiere para el adecuado cumplimiento de su encomienda, en razón de la 
existencia de preceptos que ponen en tela de juicio esa condición de libertad 
jurisdiccional, lo cual transmite la impresión de que los esfuerzos doctrina­
rios, judiciales y, por qué no, también de gobiernos no han sido suficientes 
para lograr la plena autonomía de los órganos de justicia. 

El nacimiento de la ePI se presenta en un entorno mundial que tiene so­
bre la mesa de negociaciones el tema de la independencia de los jueces y la 
"autonomía jurisdiccional" de la Corte, de tal manera que los instrumentos 
internacionales que aluden este rubro contemplan algunos elementos bási­
cos que orientan a los estados en el deseo de velar por la independencia de 
los administradores de la justicia, destacando la conveniencia de que sea 
garantizada por las legislaciones nacionales para observarla con plenitud y 
garantizarla cabalmente. 162 

Recordemos que hasta el momento nos hemos ocupado por separado tan­
to del concepto de jurisdicción como del de autonomía, de manera que en 
la continuidad de nuestro planteamiento principal nos ocuparemos de una 

York, 20tO, p. 47. Precisa Schabas que: "The preamble makes no direct reference to insti­
tutions of intemational criminal justice that have preceded the International Criminal COlirt, 
such as the Nuremberg and Tokyo tribunals, and the United Nations ad hoc tribunal s for the 
[onner Yugoslavia and Rwanda. Indirectly, however, the reference to a 'permanent' institu­
tion in paragraph 9 ofthe preamble conveys the idea that the International Criminal Court is 
an important advance on those that have gene befare ir". Pablo Pérez Tremps, op. cit., pp. 3 Y 
ss. Agrega el autor, al respecto, que "dentro del campo del Derecho español, la Constitución 
de 1978 introduce en nuestro sistema jurídico una importante innovación al crear unajuris­
dicción especializada, residenciada en el Tribunal Constitucional, como garante de la norma 
fundamental. Esta innovación, que cuenta como único precedente efectivo con el del Tribu­
nal de Garantías Constitucionales de la Segunda República, de corta vida, plantea un amplio 
espectro de problemas en el derecho público". También es de reconocerse el avance que hoy 
nos ofrece el ER al invocar razonamientos como el del maestro Mahnoush Arsanjani, en su 
artículo "The Rome Statute ofthe Internacional Criminal Court", The American Journal o/ 
/nternational Law, vol. 93:22, p. 31, al señalar que este instrumento internacional contiene 
una definición de los crímenes con mayor amplitud que las contenidas en los estatutos de los 
tribunales ad hoc contemporáneos. 

162 UN. Doc. A/40/32 y UN Doc. A/401l46, Los principios básicos relativos a la inde­
pendencia de la judicatura, adoptado por el Séptimo Congreso de las NU sobre prevención 
del delito y tratamiento del delincuente y confirmado por la AG de las Naciones Unidas. 
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necesaria conjunción de ambos: la jurisdicción como facultad del tribunal 
para conocer y resolver los asuntos sometidos bajo su consideración, con 
apego a las leyes vigentes, y la autonomíajurisdiccional como la condición 
que debe tener un tribunal de no estar sometido a otra autoridad para ejercer 
su función. Pero, en este caso, la combinación de ambos conceptos será ana­
lizada allende las Ironteras de cada Estado, específicamente en el esquema 
que contempla el ER, con el que se abre de par en par la puerta de acceso a la 
máxima expresión del DPI ante su inminente aplicación a nivel mundial. 

Esta situación se consideraba lejana hasta hace medio siglo, cuando se 
empezaba a escribir que el concepto de Derecho Pcnallnternacional se ocu­
paba de los individuos considerados como sujetos de infracción y no a in­
fracciones de los estados, limitándose a la atención de aspectos como: la 
determinación de los delitos cometidos en determinado Estado; la indica­
ción de la ley aplicable al asunto de que se trata; la determinación de los 
efectos extraterritoriales de las leyes penales correspondientes, y la fijación 
del procedimiento de colaboración entre dichos estados. De modo que se 
consideraba que el DPI tan solo corresponde a una ramificación del Derecho 
Penal; inclusive, se ha sostenido que la denominación no le es aplicable, y 
que puede ser sustituida por la de Derecho Penal interestático. '63 

También se ha considerado al DPI como un Derecho Internacional Pri­
vado, que en cuanto a la teoría de la ley penal es analizado como ámbito 
de validez espacial, el cual se ha venido omitiendo en los trabajos recien­
tes, estimando que esta situación responde al hecho de que no se trata de 
una materia especifica del Derecho Penal, sino de un complejo capitulo 
de una parte del Derecho Internacional Privado, destacando los principios 
que rigen para el establecimiento de competencia de esta jurisdicción inter­
nacional en materia penal: el de territorialidad, en el sentido de que la ley 
penal rige en todo el territorio del Estado y en los lugares sometidos a su 
jurisdicción; el de nacionalidad o personalidad, donde se aplica la ley pe­
nal del país del cual es originario el autor, o del país del que es nacional el 
sujeto pasivo, sin que importe el lugar del hecho; el real o de defensa, que 

16., l.uis Jiménez de Asúa, Tralado de derecho, op. cit., p. 1090. Precisa el autor que proba­
blemente antes de la Primera Guerra Mundial, cuando existía un auténtico anhelo de comuni­
dad internacional y los hombres de ciencia se sentían fraternalmente unidos, sin distinción do.: 
fronteras, hubiera sido realizable esa aspiración unificadora, pero que a la mitad del siglo xx 
esos ideales no parecían corresponder a este mundo. Ilaciendo referencia al maestro Vaspien V. 
Pella, se destaca en esta obra que en un porvenir más o menos lejano el DI'[ desapareceria o per­
dería progresivamenle su importancia, y que esta disciplina jurídica podría constituir la ramifi­
cación del Derecho pLlblico intemacional que determina las infracciones, estahlece las penas ~ 
fija las condiciones de responsabilidad penal intemacional de los estados)' de lo~ individuos. 
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consiste en que la ley aplicable es la del Estado titular del bien jurídico le­
sionado o en el que habita la persona que es titular del mismo y, por último, 
el universal o de justicia universal, mediante el cual el Estado aprehensor 
aplica su ley, sin que importe el lugar del hecho ni la nacionalidad de los 
sujetos o la pertenencia del bien jurídico. 164 

En este sentido, tenemos que el artículo primero del Código Penal de 
Argentina establece en su parte conducente que el ámbito de su aplicación 
comprende: "1) Por delitos cometidos y cuyos efectos deban producirse en 
el territorio de la nación argentina, o en los lugares sometidos a su juris­
dicción; 2) Por delitos cometidos en el extranjero por agentes o empleados 
de autoridades argentinas en el desempeño de su cargo". En la legislación 
española encontramos que el artículo 23 de la Ley Orgánica del poder Ju­
dicial establece que: "Conocerá la jurisdicción española de los hechos co­
metidos por españoles o extranjeros fuera del territorio nacional, cuando 
sean susceptibles de tipificarse, según la ley española, como alguno de 
los siguientes delitos: a) de traición y contra la paz o independencia del 
Estado [ ... ] igualmente será competente la jurisdicción española [ ... ] en 
los siguientes delitos: a) Genocidio, b) Terrorismo". El Código Penal Fe­
deral mexicano establece el principio de extraterritorialidad en su artículo 
2°, que se aplicará: "1. Por los delitos que se inicien, preparen o cometan 
en el extranjero, cuando produzcan o se pretenda que tengan efectos en el 
territorio de la República; y 11. Por los delitos cometidos en los consulados 
mexicanos o en contra de su personal, cuando no se hubieren juzgado en el 
país en que se cometieron". 

Hasta antes de la entrada en vigor de la competencia de la CPI se optaba por 
el sistema de aplicación indirecta, a través de la jurisdicción de cada Estado, 
por lo que en algunos casos se hace imprescindible la presencia o el ejerci­
cio de un tribunal de esta naturaleza, 165 lo cual no significa que la aplicación 
de la jurisdicción penal internacional, por parte de los órganos de justicia 
nacionales, se esté quedando en los archivos de la historia del Derecho Pe­
nal de la humanidad, sino que continuará vigente por las razones siguientes: 
a) la ePI tiene el carácter de complementario respecto de las jurisdicciones 
penales nacionales; 166 b) se ha constatado que la autonomía de los jueces 

164 Eugenio Raúl Zaffaroni, Derecho Penal, op. cit., pp. 200 Y 201. 
165 En el artículo 10 del Estatuto de la ePI se establece en la parte conducente: "[ ... ] La 

Corte será una institución permanente, estará facultada para ejercer su jurisdicción sobre 
personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformi­
dad con el presente Estatuto". 

166 Así se precisa en el décimo párrafo del Preámbulo y en el artículo 1 o del Estatuto de 
Roma. 
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nacionales se encuentra garantizada en el Estado moderno, esencialmen­
te por el principio de la división de poderes, inclusive, en algunos países, 
por el establecimiento de diversos órganos autónomos; 167 e) que el propio 
Estatuto dispone en su preámbulo que "es deber de todo Estado ejercer su 
jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales", 16' 

y d) que las jurisdicciones penales nacionales podrán invocar el Estatuto de 
la ePI para complementar su catálogo de tipos penales. 169 

De tal manera que el aspecto esencial del tema que ahora nos ocupa es la 
existencia u observancia de esa autonomía jurisdiccional en la vida práctica 
de la ePI, de acuerdo con su Estatuto, en donde apreciamos que los estados 
que se incorporan a dicho instrumento internacional, implícitamente, mani­
fiestan su voluntad de aceptar la jurisdicción de la Corte, la cual podrá ejer­
cer esa facultad jurisdiccional válidamente si se cumplen ciertos supuestos. 
a saber: que el delito se cometa en el territorio de un Estado parte; si el 
probable responsable es nacional de un Estado parte; y si el delito de que se 
trata se encuentra descrito en el Estatuto. 

También aceptan los países ratifican tes o, en su caso, adherentes, que el 
cs de las NU someta a la jurisdicción de la ("PI hechos probablemente de­
lictuosos sin importar que se hayan eometido en el territorio de un Estado 
parte, o si el acusado es nacional de un Estado parte; situación que permite 
la actualización de la justicia internacional a nivel universal, no obstante la 
oposición de los EUA. Este rubro será materia de estudio en el capítulo 

1(,7 En páginas anteriores, citando a Ackerman. señalamos las medidas implementadas 
por países como Belice. Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Perú y México, que han funda~ 
do o reestructurado al menos una, si no es que varias institUl.:iones independientes. Medida 
que también se puede observar en Asia, África, Australia y Europa del Este; específicamente' 
a los nuevos omhuJsman en Polonia (fundado en 19H7), Filipinas (1989) Y Corea del Sur 
(1994). así corno l<l ('omisión Nacional contra la Corrupción cn Tail<lndia (1998), la Comi­
sión Independiente en contra de la corrupción en Nue\¡] Gales del Sur, Australia (1988), el 
Oelensor del Puehlo en Sudáfrica (1994), Y el Inspector Gcncral de Gobierno en Ugandil 
( 19(6), entre otras instituciones. 

160! En el párrafo noveno del mismo preámbulo se establece que "a los efectos de la con­
secución de esos fines y en interés de las generaciones presentes y futuras. a est<lblecer una 
ePI de carácter perm<lnente, independiente y vincu[<lda con el sistema de las :-w que tenga 
competencia sohre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacio­
nal en su conjuntn". 

I()l) En el caso de México, es evidente que [os tribunales penales del país rccurrirán de 
manera ineludíhle al Estatuto dc la ePI cuando [as circunstancia así 10 exijan, en virtud 
de que en la legislación interna existe una importante "ausencia de tipos y penas como In 
exige el prim:ipio de aplicación estricta del derecho penal (nul/llm crimen .\'Ine /ege. l1u/lulII 

pocn(/ sine /eger. Manuel Becerra Rarníru. ro rc('epción Jet Derecho Infenwciol/ol en ci 
!Jc/"ec/w IlIfL'f'l/o. (IV cif., pp. 94 ) 95. 
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cuarto de este trabajo, por la importancia de esta situación a juzgar por la 
influencia que tiene este país en diversas regiones del mundo. 

Los aspectos más importantes del Estatuto de la ePI que motivaron la pre­
sente investigación y que serán materia de análisis en los capítulos subse­
cuentes son básicamente los contenidos de los artículos 2, 4.2,12.3, 13.b Y 
16 de dicho instrumento internacional: el artículo 2 alude a la vinculación de 
la ePI a las Naciones Unidas y consecuentemente con el es, pero omite pre­
cisar el alcance de esa relación. Sin embargo, a la lectura del numeral 16 del 
propio documento se establece con certeza plena que la vinculación al Con­
sejo es de supraordenación toda vez que contiene un mandato que no permite 
alternativa al disponer que, de pedir el Consejo de Seguridad a la Corte que 
suspenda por un plazo de 12 meses una investigación o el enjuiciamiento que 
haya iniciado, el tribunal procederá a esa suspensión; inclusive, se precisa en 
dicho precepto que la solicitud de suspensión podrá ser renovada por el es,170 
y ante la inexistencia de un mecanismo jurídico que limite el número de las 
solicitudes podría inferir una suspensión prolongada por tiempo indefinido, 
que implicaría cuando menos una falta a la certeza jurídica para el inculpado, 
y por el lado de la víctima una denegación de justicia. 

A este respecto, William Schabas sostiene que la facultad atribuida al 
es prevista en el artículo 16 del Estatuto pudiera resultar una medida de 
carácter permanente, 171 en virtud de que no se establece límite en cuanto al 
número de veces que puede ser renovada la resolución por el que le comu­
nica a la Corte la citada suspensión. 

Por su parte, Laurenzo Copello coincide con esta postura y agrega que la 
facultad del Consejo contenida en el artículo 16 del ER "encierra un riesgo 
nada desdeñable de obstaculización de la actividad normal de la Corte", 
sosteniendo que esta medida "aparentemente excepcional [es 1 una clara 
amenaza de paralización de la actividad jurisdiccional independiente de 
aquel órgano". 172 

170 Este artículo 16 establece literalmente: "En caso de que el Consejo de Seguridad, de 
confonnidad con una resolución aprobada con arreglo a 10 dispuesto en el Capítulo VII de la 
CNU, pide a la Corte que suspenda por un plazo que no exceda de 12 meses la investigación o 
el enjuiciamiento que haya iniciado, la Corte procederá a esa suspensión; la petición podrá ser 
renovada por el Consejo de Segwidad en las mismas condiciones". 

171 Williarn A. Schabas, An Introduction fa the lnternational Criminal Court, Cambridge, 
Cambridge University Press, 2003, p. 65. El texto original establece lo siguiente: The Court 
may be preventedfrom exercising itsjurisdiction when so directed by the Security Council, 
according to Article J 6. This is called deferral. It seems that the measure can be permanent. 

172 Patricia Laurenzo Copello, Hacia la corte penal internacional: los aspectos penales 
del Estatuto de Roma, op. cit., p. 94. 
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Por otro lado, el artículo 4 del r.R dispone que la Corte podrá ejercer 
su facultad jurisdiccional en el territorio de cualquier Estado parte y, por 
acuerdo especial, en el territorio de cualquier otro Estado. En este mismo 
tenor, el artículo 13.b de dicho Estatuto l73 deja abierta la posibilidad de 
que el es remita hechos probablemente delictivos a la Corte, sin importar 
si éstos fueron cometidos en territorio de los estados que aún no aceptan la 
competencia de este Tribunal. 

Este contexto general de la puesta en marcha de la jurisdicción de la ePI, 

con una influencia importante en su labor jurisdiccional de un organismo po­
lítico de alcance universal, nos manifiesta un posible indicio de retroceso en 
algunas garantías procesales, originadas por la falta de autonomía de la Corte 
y consecuentemente en la independencia judicial de sus miembros, lo cual 
nos conduce a reflexionar que políticamente puede ser tolerable, socialmente 
cuestionable y jurídicamente impugnable; o cuando menos, nos permite esta­
blecer pensamientos como: i Ya contamos con una Corte Penallnteroacional l 

¿La justicia debe esperar? O en el último de los casos, invita a meditar en 
los es tuerzas que tantos sectores han etectuado en todo el mundo para lograr 
este objetivo, aunque muchos de ellos no lograron apreciar el resultado. 

Así, ante estos aspectos y las hipótesis que dan sustento al presente 
trabajo, es posible concluir preliminarmente, para lograr un ejercicio juris­
diccional con "autonomía plena", que el elemento que se debe mantener 
vigente es la persistencia. 

LA RELATIVIDAD DE LA SOBERANÍA ESTATAL 

ANTE EL DESARROLLO PROCiRESIVO DE LA 

CODIFICACiÓN DEL DERECHO PENAL INTERNACIOI'AL 

En la ruta del desarrollo y la consolidación de la justicia entre los hombres, 
hemos sido testigos del surgimiento de diversos órganos jurisdiccionales 
de carácter internacional, iniciando con los tribunales de Núremberg y de 

l7.l Este artículo 13 dispone: "La Corte podrá ejcrct:r su competencia respecto de cual­
quiera de los crímenes a que se refiere el artículo 5 de confonnidad con las disposiciones 
del presente Estatuto si: a) un Estado Parte remite al Fiscal, de confonnidad con el artícul(l 
14, una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes; b) el es, 
actuando con arreglo a 10 dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, re­
mite al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes~ 
o e) el Fiscal ha iniciado una investigación respecto de un crimen de ese tiro de confonnidad 
con 10 dispuesto en el artículo 1)". 
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Tokio; 174 más adelante surgen, con sus diferentes competencias, la CIJ,175 

la Corte Europea de los Derechos Humanos 176 y la COIDH. 177 En la recta 
final del siglo xx, el cs implementó los tribunales ad hoc para la ex Yugos­
lavia y para Ruanda, y a partir de este siglo la humanidad ya dispone de un 
tribunal penal internacional investido de facultades supranacionales para 
juzgar a "personas naturales"; 178 lo cual representa un ejemplo palpable de 
la progresividad que están presentando los principios elementales del De­
recho Penal. De tal manera que hoy en día, ante el funcionamiento de la 
CPI, el análisis de sus facultades es una tarea que han asumido doctrinarios, 
juristas, jueces, académicos y sectores gubernamentales; por lo que, ape-

174 El Estatuto del Tribunal de Núremberg fue adoptado el6 de octubre de 1945 por las 
principales potencias vencedoras de la Segunda Guerra Mundial, y el Tribunal de Tokio 
fue instalado el 3 de agosto de 1946 y disuelto el 12 de noviembre de 1948. Cabe recordar 
que, previamente a estos dos tribunales internacionales, al término de la primera confron­
tación armada, los Aliados contemplaron en el Tratado de Versalles (Francia), firmado el 
29 de junio de 1919, un tribunal penal internacional y disposiciones con las que pretendían 
juzgar al káiser Guillermo n de Hohenzollem, de Alemania, por la inviolabilidad de los 
tratados al haber cometido actos en violación a las leyes y usos de la guerra; 10 cual no fue 
posible, al habérsele concedido asilo en Holanda, país que tuvo el carácter de neutral en 
esa confrontación annada. 

175 Este Tribunal fue establecido el 24 de octubre de 1945 al estar incorporado en la Carta 
de las Naciones Unidas. 

176 Cfr. Yolanda Gómez Sánchez (coord.), Los derechos en Europa, op. cit., p. 191. Se­
ñala la autora que este tribunal interpretaba y aplicaba el Convenio Europeo de Derechos 
Hwnanos. Su actuación jurisdiccional concluía con la sentencia que era de carácter irrevoca­
ble, con excepción de aquellas de revisión e interpretación, que eran más bien declarativas. 

l77 Este tribunal fue creado mediante la Convención Americana sobre Derechos Hwna­
nos (Capítulo VII, Parte II), la cual fue adoptada el 22 de noviembre de 1969 por la Confe­
rencia Especializada reunida en San José de Costa Rica, cuyo Estatuto se aprobó en 1979, 
asignándole funciones jurisdiccional y consultiva. 

17H Así 10 establece el artículo 25 del Estatuto de la Corte Penal Internacional. Sobre 
los antecedentes, Schabas refiere que: "The intemational Criminal Court is an ¡ndependent 
international organization, but it has a close and important relationship with the United Na­
tions. It sits within a boarder cluster ol' institutions whose position with respect the United 
Nations varies somewhat. Threc intemational criminal tribunals have becn created by Sccu­
rity Council resolution, namely the Intemational Criminal Tribunal for the fonner Yugosla­
via, the lntemational Criminal Tribunal for Rwanda, and the Special Tribunal for Lebanon. 
A fourth, the Special Court for Sierra Leone, exists by virtue of an agreement betwecn the 
United Nations and the govemmcnt of Sierra Leone, although its Appeals Chamber has atta­
ched little significan ce to the distinction given the role ofthe Security Council in proposing 
and promoting the establishment ofthe Court". William A. Schabas, The lnternational Cri­
minal Court: A CommentarJ" on the Rome Statute, Oxjord Commentaries on International 
Law, op. cil., p. 63. 
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gándonos a nuestra línea de investigación, plantearemos algunos comenta­
rios sobre el ejercicio competencial de este Tribunal, sin dejar de conside­
rar la facultad soberana de los estados. 

Para tratar sobre la evolución del DPI y en razón a la esencia del tema, 
establecemos una clasificación conformada en tres etapas: en la parte ini­
cial nos ocupamos del periodo que antecede a la Primera Guerra Mundial 
mediante una breve reseña bistórica; en la siguiente etapa analizamos el 
entorno de la sociedad internacional después de esta confrontación armada 
internacional hasta 1998, cuando fue puesta a la consideración de los paises 
miembros de las NU el Estatuto de la C:PI, y, finalmente, la última parte de 
nuestra clasificación empieza precisamente con la adopción de este instru­
mento internacional, en el que el DPI ingresa a una dimensión de justicia de 
alcance mundial para funcionar con leyes expedidas con anterioridad y con 
un tribunal previamente establecido, cuya estructura y funcionamiento se 
encuentran inspirados en los principios del Derecho Penal aceptados por la 
comunidad internacional. A continuación, nos permitimos desarrollar cada 
uno de estos rubros con el mismo orden en que se encuentran señalados. 

A través de los juristas romanos, quienes transformaron en ciencia "el 
saber decir el Derecho" o en discernir entre lo justo y lo injusto, recibimos 
por medio de la Compilación de Justiniano,179 el conjunto de los princi­
pios elementales que permitieron el posterior desarrollo del Derecho Posi­
tivo, y en el que hoy en dia constatamos su evolución,180 al grado de que 
en la época moderna conocerlo se considera como finalidad de la ciencia 

]/9 Una vez que Justiniano accedió al trono del Imperio romano en el año 527 d.C, llevó 
a cabo una serie de acciones para consolidar y centralizar sus dominios, y años después vio 
la necesidad de establecer un sistema legal unifonne; para lograrlo, una comisión imperial 
presidida por el jurista Triboniano trabajó durante diez años para recopilar y sistematizar el 
Derecho romano. Su trabajo, conocido como Código justiniano, fue promulgado en el año 
534; fue incorporado al Corpus i/iris Civilis (Cuerpo de Derecho Civil), en el que se reunían 
todas las Constituciones de los emperadores romanos desde Adriano (117-138 d.C.) hasta 
la fecha de su publicación (534); y fue actualizado mediante la adición de nuevas leyes, 
escritas mayormente en griego, el resto fue redactado en latín, con lo cual se reflejaba la 
realidad lingüística del Imperio. Javier Hcrvada, Historiu de la ciencia del derecho natural, 
Ediciones de la Universidad de Navarra. 2006, pp. 73 Y ss. 

1::;0 Esta progresiva trascendencia, no se limita a su incorporación al sistema de justicia 
de diversos países, sino que tiene la posibilidad de ser aplicado en la totalidad de los estados 
del mundo, ya que si bien es cierto que hasta 2005 se han incorporado al Estatuto de la ePI 

un total de 108 estados. no se puede soslayar lo dispuesto en su artículo 4.2. en el sentido de 
que la Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de confonnidad con lo dispuesto en 
el presente Estatuto en el territorio "de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el 
territorio de cualquier otro Estado". 
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del Derecho Penal, ya que "representa el mundo del delito, su lucha y su 
prevención",181 

En cuanto a su participación en el contexto internacional, se tienen an­
tecedentes desde el siglo xv, cuando surgieron las primeras propuestas me­
diante los proyectos de paz perpetua, pugnando por la creación de un tri­
bunal de justicia internacional, aunque sin otorgarle facultades represivas. 
En el siglo XIX surgen otros trabajos, como los del penalista G. de Gregory 
en 1832, y los del alemán Von Liszt en 1899,182 destacándose el "Proyecto 
de un Código Penal Universal, los trabajos de la Comunidad de Principios de 
Derecho Penal Internacional", cuyas aportaciones se encaminaban a la uni­
ficación de la facultad represiva del Estado, aunque evidentemente no fruc­
tificaron. 

Los trabajos mejor diseñados en esta materia empiezan a surgir en los 
primeros años del siglo XX, incluso los encontramos clasificados en tres 
ramas: a) Derecho Penal común; b) Derecho Penal nacional-político, y c) 
Derecho Penal Internacional. 183 

La primera de estas tres ramas está encargada de conocer, juzgar y con­
denar los hechos criminosos para las bases de la organización social en 
todo Estado civilizado. En el segundo rubro encontramos los órganos que 
juzgan y reprenden todo acto ilícito contra el gobierno y el orden político 
de un Estado. Por último, en la tercera rama se ubican los tribunales que se 
ocupan de los delitos cometidos dentro de los estados, que en general no 
influyen en las relaciones pacíficas entre éstos y cuya finalidad es indicar 
la ley penal aplicable, determinar los efectos extraterritoriales de las leyes 
represivas de los diferentes estados y fijar las reglas de colaboración entre 
ellos. Es decir, que en esta época el DPI era considerado como un capítulo 
más del Derecho Penal; sin embargo, ya disponía de una definición van­
guardista propuesta por el penalista rumano Vespasien V. Pella, que indi­
caba que el DPI era "la ramificación del Derecho público internacional que 
determina las infracciones, establece las penas y fija las condiciones de 
responsabilidad penal internacional de los Estados y de los individuos". La 

un Francisco Mufioz Conde y Mercedes García Afán, Derecho Penal, parte general, 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, p. 186. 

182 Luis Jiménez de Asúa, Tratado de derecho, op. cit., pp. 1109, 1119, 1038 Y 1039. 
A manera de ejemplo de estos trabajos en materia del OPl, se encuentra la sesión que la 
comunidad de principios sobre la validez espacial de las leyes penales llevó a cabo en 
Munich, en 1883, en la que estableció entre sus acuerdos que: "La ley penal de un Estado 
se aplica a toda infracción cometida en su territorio, a reserva de las excepciones consa­
gradas por el derecho de gentes". 

183 lbidem, pp. 1089 Y 1090. 
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cual era calificada de utópica en los primeros años del siglo xx, ya que se 
consideraba que presentaba situaciones que no correspondían al momento 
histórico. 

Con esta inercia tan importante, también surgen las primeras propuestas 
de redacción de un DPI que permite a un tribunal jurisdiccional ejercer su 
facultad con base en el principio de nulla poena sine lege. Más adelante, al 
término de la Primera Guerra Mundial, el !)P[ es sometido a la primera prue­
ba, sin contar aun con la ley expedida con anterioridad a los hechos ni con 
el tribunal previamente establecido; pero las circunstancias le exigían una 
acción inmediata y ejemplar, como es el caso de los acuerdos adoptados 
en el Tratado de Versalles, en cuyos artículos 226 y 227 se dispuso llevar 
al káiser Guillermo 11 ante un tribunal especial conformado por jueces de 
EUA, Gran Bretaña, Francia, Italia y Japón; sin embargo, éste logró evadir 
la acción de la incipiente justicia penal internacional al concedérsele asilo 
en Holanda, [84 y respecto de aquellos subordinados del káiser, responsa­
bles de violación a las leyes de la guerra, que fÍleron sujetos a juicio en 
su país de origen, tampoco tuvo éxito la justicia punitiva, por la parciali­
dad que caracterizó a los tribunales nacionales, imponiendo a los acusados 
penas mínimas de prisión, [85 lo cual causó importantes comentarios, que 
constantemente son invocados al efectuar los análisis sobre la jurisdicción 
penal internaciona1."6 

Después de estas experiencias y previamente a la segunda confronta­
ción armada de carácter internacional, se efectuaron infructuosamente 
otras propuestas para el establecimiento del tribunal permanente de justi­
cia internacional, de tal manera que se presentó la Segunda Guerra Mun­
dial sin que el mundo contara con un órgano jurisdiccional supranacional, 
motivo por el cual los triunfadores instituyeron los ya conocidos tribunales 

IH4 Leila Nadya Sadat, The Internationa/ Crimina! Court and {he Tran.~fórmat¡on ofln­
ternalfonal Lmv: Justicejór the l',,'ew Millenium, Transnational Publisher 1m:., Nueva York. 
2002, p. 24. Alicia Gil Gil, El Kenucidio y otros crimenes internacionales, Centro Francisco 
Tomás y Valiente, IJNED, Valencia. 1999, p. 160. 

185 Santiago Urios Moliner, "Antecedentes históricos de la Corte Penal Internacional" , en 
Juan Luis Gómez Colomer el al., I.a Corte Penal Internacional. Tirant lo Blanch. Valencia, 
2003. p. 28. Coincide en este sentido la maestra Micaella Frulli. en su artículo "Jurisdiction 
ratione personae", en Antonio Cassese el al., The Rome Statute ofthe International Crimina! 
Court, Oxford University Press, Nueva York, 2002, p. 529. 

186 José Raúl Calderón Pergón, t:l Juicio de l',,'üremherg. lIacia una Corte Pena! Interna­
cional, Jabalcuz, España, 2001, p. 64. Precisa el autor que el tribunal de Núrembcrgjuzgó a 
22 altos dirigentes alemanes por los crímenes en los que incurrieron, de los cuales sentencia­
ron a pena de mucrte a 12, cuatro a cadena perpetua, dos a 15 años de prisión, uno a 10 años 
y trcs fueron encontrados no culpables. 
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militares internacionales de NÚTembergl87 y de Tokio,188 con opiniones 
encontradas de la sociedad internacional. 

En la segunda fase se destaca que el DPI continuó desarrollando su trabajo 
por medio del "método de casos", 189 ya que el es se encontraba en la necesi­
dad de implementar los tribunales ad hoc para cumplir con las encomiendas 
establecidas en su Carta, especialmente aquellas relacionadas con el man­
tenimiento de la paz y la seguridad internacionales, así como para cooperar 
en la solución de los problemas internacionales de carácter humanitario, re­
accionando ante las nuevas eventualidades con los tribunales ad hoc la ex 
Yugoslavia y Ruanda,I90 

En años recientes, el DPI nos brinda un desarrollo sin precedente con las 
facultades que se le otorgan a la CPI, las cuales veían lejanas algunos trata­
distas, como es el caso del maestro Jiménez de Asúa, quien señalaba que 
"esos ideales no parecen por ahora de este mundo";191 sin embargo, con la 
aprobación del ER, el 17 de julio de 1998,192 el DPI empieza a ver la cosecha 

187 Ibidem, pp. 1244 Y 1245. El21 de noviembre de 1945 se inició fonnalmente la activi­
dad de este trascendental tribunal, tal como se había precisado en el Acuerdo de 8 de agosto 
de ese mismo año. El 29 de julio de 1946, defensores y fiscales concluyeron sus alegatos, y 
elIde octubre de 1946 se dictaron las sentencias correspondientes. 

188 Ibidem, pp. 1215 Y ss. Este tribunal inició sus reuniones en mayo de 1946, y el 12 de 
noviembre de 1948 emitió su sentencia condenando a la pena de muerte al general Tojo y a 
otros seis militares japoneses. 

189 Así lo señaló el fiscal Jackson en su primera inteIVención ante el Tribunal de Núremberg. 
Sergio García Ramírez, Corte Penal Internacional, 2a. edición, fNACrPE, México, p. 236. 

190 El primero de estos tribunales fue instituido en 1993 para juzgar a los responsables 
de las violaciones graves del DIH en la antigua Yugoslavia, a partir del 1 de enero de 1991, 
mediante las Resoluciones 808 y 827, de 22 de febrero y 19 de mayo de 1993; para lo cual 
el cs invocó el citado artículo 1 de la Carta por haber considerado que se encontraba ante 
hechos que ponían en peligro la paz y la seguridad internacionales. Agrega a este respecto 
el maestro Villán Durán que el trabajo de las NU no se limita a la creación de estos dos tri­
bunales, sino que también se ha ocupado de las situaciones que se presentaron en Burundi, 
Camboya, Sierra Leona y Timor Oriental. Cfr. Carlos Villán Durán, Curso de Derecho Inter­
nacional de los derechos humanos, Trotta, Madrid, 2002, p. 512. Por cuanto hace al Tribunal 
de Ruanda, creado el 8 de noviembre de 1994 por el cs mediante la Resolución 955 (1994), 
de un análisis de su Estatuto, específicamente de los artículos 1,2,3,4 Y 5, se establece que 
tiene facultades para enjuiciar a los probables responsables de genocidio, crímenes contra la 
humanidad y violaciones del artículo 3 común a las convenciones de Ginebra y al Protocolo 
adicionallI, cometidos en territorio de Ruanda durante el año de 1994, así como a los ruan­
deses que los hayan cometido en territorio de estados vecinos. 

19! Luis Jiménez de Asúa, Tratado de derecho, op. cit., p. 1090. 
192 UN.Doc. A/CONF.183/9, del 17 de julio de 1998. Los resultados de estas votaciones 

fueron: 120 estados a favor, ocho en contra (EUA, Filipinas, India, Israel, Libia, República 
Popular China, Sri Lanka y Turquía), así como 21 abstenciones. El31 de diciembre de 2000 
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de los trabajos realizados durante varios años, inclusive siglos, y que ahora 
es una realidad mediante la figura de la Corte Penal Internacional. 

En este sentido, tenemos que el siglo XXI empieza con un tribunal penal 
internacional permanente, capaz de ejercer su facultad jurisdiccional prác­
ticamente en todo el planeta, bajo dos reglas esenciales: la primera es que 
se debe actuar con carácter complementario "de las jurisdicciones penales 
nacionales",193 en los territorios de los estados partes; y la segunda es que 
puede ejercer su competencia en el territorio de cualquier otro Estado me­
diante un "acuerdo especial".'94 Esto implica que su facultad jurisdiccional 
se puede actualizar en todo el mundo, en el afán de poner fin a la impunidad 
respecto de los delitos más graves de trascendencia para la comunidad in­
ternacional, y contribuir así a la prevención de nuevos crímenes, de los que 
por el momento destacan los de genocidio, crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra'95 

fue cerrada a la finna dicho Estatuto, con un total de 139 estados fumantes; en menos de dos 
años, en abril de 2002, ya había ratificado y, en su caso, adherido, el número de estados que 
requiere el artículo 126 de su Estatuto. Inclusive, la cifra fue cerrada con 66 estados ratifican­
tes, de tal manera que el Estatuto entró en vigor elIde julio de ese mismo año de 2002, al ser 
esa la fecha que actualiza el mandato que establece el citado artículo 126: "entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que se deposite en poder 
del secretario general de las Naciones Unidas el sexagésimo instrumento de ratificación". 

193 Ésta es la certeza jurídica que otorga el Estatuto de la ePI, en el décimo párrafo de su 
Proemio y en su artículo l. 

194 Así lo dispone el artículo 4.2. del Estatuto de la ePI al contener literalmente: "La Corte 
podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con 10 dispuesto en el presente 
Estatuto en el territorio de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el territorio de 
cualquier otro Estado". 

11}5 Cabe precisar que el delito de agresión ha sido materia de análisis desde los primeros 
años del siglo xx, tal como se constata en los resultados obtenidos en el Primer Congre­
so Internacional del Derecho Penal, celebrado en Bruselas, en 1926, de cuyos acuerdos se 
desprende el otorgamiento de facultades al Tribunal permanente de justicia internacional 
para juzgar al responsable que ponga en juego el crimen de agresión. En el punto 4° de los 
acuerdos alcanzados en este Congreso Internacional se dispuso literalmente: "Que dicho 
tribunal permanente conozca, además de las responsabilidades individuales que pueda poner 
en juego el crimen de agresión, los crímenes y delitos conexos [ ... ]". Posterionnente, en la 
tercera reunión de la COI de la ONU, celebrada del 16 de mayo al 27 de julio de 1951, fue 
presentado el proyecto del Código de delitos contra la paz y la seguridad de la humanidad, 
en cuyo artículo 2° se establecía como crimen de Derecho Internacional "Toda agresión de 
un Estado contra otro, mediante fuerza armada, que no sea de legítima defensa o en ejecu­
ción de un mandato de las Naciones Unidas". Se complementa este artículo 2° con el texto 
siguiente: "[ ... ] la amenaza de emprender un acto de agresión; la preparación del empleo de 
la fuerza para este fin; la incursión en otro Estado; el fomento de la guerra civil en territorio 
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En cumplimiento de esta encomienda, la CPI ha recibido más de 500 
asuntos de diferentes puntos del mundo, por considerar que se actual iza 
en ellos su competencia; sin embargo, la mayoría de ellos fueron recha­
zados, iniciando un número muy reducido de casos hasta el año 2011,196 
cuyos hechos tuvieron lugar en el continente africano, en los que se con­
sideró que se cometieron delitos de la competencia de la Corte Penal In­
ternacional. 

Uno de estos asuntos llamó mucho la atención, al grado tal que en la 
conmemoración del décimo aniversario del ER, encabezada por el titular de 
las NU, el señor Ban Ki-moon, que además de haber elogiado el trabajo 
de este tribunal pidió a todos los países colaborar y acatar sus decisiones. 
Esta ceremonia coincidió con la petición de arresto que presentó el fiscal 
de este tribunal internacional contra el presidente de Sudán, Omán Hassan 
Ahmad AI-Bashir, como probable responsable de los crímenes de genoci­
dio, lesa humanidad y crímenes de guerra. 

Dicha orden de arresto causó algunos movimientos sociales en Sudán, 
con el propósito de obstruir la facultad jurisdiccional de la Corte, por lo que 
la petición que hace el actual titular de las NU para que la comunidad interna­
cional aprenda a respetar a la ePI y sus decisiones, destacando que el sistema 
internacional en su conjunto sufrirá si las decisiones de este tribunal no son 

de otro país; favorecer las acciones terroristas; violación por un Estado de obligaciones 
convenidas y destinadas a asegurar la paz y la seguridad; actos que tiendan a anexionarse un 
territorio perteneciente a otro Estado; el genocidio; acciones inhumanas contra elementos de 
la población civil, en el curso de los hechos ya enumerados corno delitos; actos perpetrados 
en violación de leyes y costumbres de la guerra; el complot, la incitación, la tentativa y la 
complicidad en cualquiera de los crímenes definidos en este artículo". Luis Jiménez de Asúa, 
Tratado de derecho, op. cit., pp. 1090, 1121 Y 114l. 

196 Hermilo López-Bassols, op. cit., p. 399. Los cuatro casos que la ePI ha iniciado hasta 
el 2008 son los siguientes: 1° ICC 01104; relacionado con la situación que prevalece en la 
República Democrática del Congo, Caso Thomas Lubanga Dilo ICC 01/04-01106; 2° lCC 
02104, respecto de la situación en Uganda, Caso Joseph Pony Vicent Otti, Okhot Odiambo 
Ongwen; 3° ICC 01/05, situación en la República Centroafricana; 4° ICC-02/0S-01l07, rela­
cionado con los hechos que tuvieron lugar en Darfur, Sudán. Caso: Ahmad Muhammad Ha­
mn y AH Muhammad Ali Abd-AI-Rahman. Los tres primeros asuntos fueron remitidos por 
los Estados involucrados, y el último, por el es. Posterionnente, fueron iniciados ICC-O 1/04-
01107 contra Gennain Katanga y Mathieu Ngudjolo Chui; ICC-OI/OS-01l08 en contra de 
Jean-Pierre Bemba Gombo; lCC-02/0S-0 1109 en contra de Ornar Hassan Ahmad Al Bashir; 
ICC-02/05-01/09 en contra de Bahar ¡driss Abu Garda; ICC-02/05-03/09 contra Abdallah 
Banda Abakaer Nourain y Saleh Mohammed Jerbo Jamus; ICC-OI/04-01/10 contra Callixte 
Mbarushimana; ICC-01l09-01/11 contra William Samoel Ruto, Henry Kiprono Kosgev y 
Joshua Arap Sango Esta información está disponible en http://www.icc-cpi.int/Menus/ICC/ 
Situations +and+Cases/Situations/situations+icc+020S/Related+Casesl 
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implementadas de manera adecuada, destacando que en el pasado los críme­
nes más graves quedaron impunes; los más horribles criminales están libres 
ya las víctimas se les negó la justicia, y que esta primera década de vida de 
la ePI debe significar un indicio que romperá ese desafortunado pasado. Des­
taca el señor Ban Ki-moon, no obstante, que hasta el momento la Corte no 
ha juzgado a ningún individuo, pero que ya emitió públicamente 12 órdenes 
de arresto y cuatro probables responsables se encuentran detenidos. 107 

En el ejercicio jurisdiccional de este nuevo esquema del DPI, ya tienen 
preeminencia los principios más elementales del Derecho Penal aceptados 
universalmente, tales como nullum crimen sine lege, nulla poena sine lege 
y la irretroactividad ratione personae, los cuales constituyen el producto 
de innumerables esfuerzos en la historia del Derecho Penal. En este sentido, 
hoy en día encontramos para la seguridad de las víctimas y acusados dis­
posiciones como: "La definición de crimen será interpretada estrictamente 
y no se hará extensiva por analogía", o como: "Nadie será penalmente res­
ponsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la conducta 
de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de 
la competencia de la Corte".198 

Respecto del principio de que sin ley no puede existir pena, el artículo 
23 del Estatuto establece que el individuo que resulte culpable por la Corte, 
únicamente podrá ser condenado conforme a las penas previstas en el pro­
pio instrumento. En cuanto al vital principio de la no retroactividad de la 
ley en perjuicio de persona alguna, el primer párrafo del artículo 24 dispone 
que "nadie será penal mente responsable de conformidad con el presente 
Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor". 

Con esta progresividad que presenta el DPI se espera que los trabajos 
venideros, ya sean doctrinarios, institucionales o de organizaciones nacio­
nales e internacionales de IlH, tenderán seguramente a desarrollar plantea-

197 CfL http;//www.eluniversal.com.mxJnotas/S23331.htmISe puede apreciar que la ePI 

interviene en este caso en su carácter de órgano jurisdiccional complementario de las ju­
risdicciones penales internacionales, tal como lo dispone el Estatuto en su proemio y en el 
artículo 1°, en relación con su numeral 17.l.a al establecer que: "la Corte, teniendo en cuent<l 
el décimo párrafo del preámbulo y el artículo 1, resolverá la admisibilidad de un asunto 
cuando: a) el asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tiene 
jurisdicción sobre él, salvo que éste no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el 
enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo". 

IYI; Artículo 22 del Estatuto de la epI. Además de este importante mandato, en el artículo 
64.2. se lee: "La Sala de Primera Instancia velará por que el juicio seajusto y expedito y se 
sustancie con pleno respeto de los derechos del acusado y teniendo debidamente en cuenta 
la protección de las víctimas y de los testigos". 
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mientas que permitan el fortalecimiento de la CPI en cuanto al número de 
delitos de su competencia y a la búsqueda de la plena autonomía con la que 
debe desarrollar su facultad jurisdiccional, ya que se estima que en tanto 
disponga de mayor autonomía jurisdiccional, mayor será la aceptación que 
tendrá en los estados partes, y en general de la comunidad internacional, 
aun cuando se trate de aquellos estados en los que se tiene un concepto de 
soberanía. 

El desarrollo que apreciamos en la codificación del DPI, tanto en su es­
tructura como en los mecanismos de validez de sus normas y de la res­
ponsabilidad de los involucrados en caso de infracción, 10 convierte en un 
fenómeno jurídico que se posesiona de la mesa de los especialistas de esta 
materia y seguramente también de los escritorios de un importante número 
de funcionarios alrededor del planeta, puesto que la evolución del DPI se 
traduce en muchos casos en un conflicto "de Estado", precisamente por el 
efecto inmediato y directo que presenta en la soberanía nacional. 

Esta situación es un elemento más que confirma la evolución univer­
sal de los DH, que bajo un discreto impacto produce un nuevo cambio de 
paradigma dentro del mismo contexto moderno, donde la voluntad de los 
estados se expresa a través de los documentos internacionales, porque el 
respeto entre las naciones se sostiene en los principios que establecen la 
libre determinación de los pueblos, la igualdad soberana de los estados y la 
no intervención en asuntos de orden interno. 

Estos principios rectores universales se están viendo superados con la di­
námica de los DH, bajo los lineamientos del propio DlDH, que nos conducen 
a clasificar instrumentos internacionales, como las declaraciones Univer­
sal de Derechos Humanos 199 y Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre,2°o que históricamente se consideraron de carácter "declarativo" y 
que ahora se están instituyendo como normas juridicas "obligatorias"; por 
10 tanto, en un contexto jurídico, se convierten en Constitución universal y 
Constitución regional, respectivamente, ya que además de la obligatoriedad 
que se pretende atribuirles, no existen sobre estos documentos internacio­
nales otras normas superiores en materia de derechos humanos. 

Como consecuencia de lo anterior, podemos establecer que el concepto 
de "soberanía nacional" continuará de manera inminente en su tendencia de 
relativizarse ante la preponderancia universal que están logrando los dere­
chos de la familia humana, tanto en los documentos internacionales como 
en la implementación de organismos protectores universales, regionales y 

199 Adoptado en Nueva York ellO de diciembre de 1948. 
200 Adoptado en Bogotá el 2 de mayo de 1948. 
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comunitarios. Ejemplo de ello lo encontramos en la figura de la CPI, que más 
allá de juzgar al ente abstracto denominado Estado se encuentra investida de 
facultades para someter a juicio a personas naturales,201 esto es, a los agen­
tes de Estados y a los propios gobernantes, como es el caso del señor Omán 
Hassan Ahmad AI-Bashir, que en su carácter de presidente de la República 
de Sudán se hizo acreedor a una orden de arresto que giró este tribunal penal 
internacional. 

LA JURISDICCiÓN UNIVERSAL, SU CONCEPTO 

Y SU EXPECTATIVA ANTE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 

En los últimos años, la humanidad ha sido testigo de los cambios que se han 
presentado en las normas internacionales que buscan su protección y la ar­
monía de su convivencia. También se constata que en este lapso de poco 
más de medio siglo se han efectuado esforzados trabajos para mantener vi­
gentes los principios internacionales, en tanto principios rectores de los es­
tados para buscar un desarrollo integral bajo un marco de respeto mutuo y 
de la libre autodeterminación de los pueblos. Esta circunstancia general 
prevaleciente a nivel planetario se encuentra representada fielmente en el 
campo del DPI -tal como analizaremos profusamente en el capítulo terce­
f(}-; sin embargo, se estima que esta rama del derecho extraerá los aspec­
tos más importantes para continuar con su franco crecimiento; y de esta 
manera, de forma categórica las ideas de que "El Derecho Penallnternacio­
nal se desarrolla a través del método de casos",202 sino que la propia evolu­
ción de la sociedad, a través de sus diversos actores, esto es, legisladores, 
juzgadores, sectores del Ejecutivo, doctrinarios, docentes, organizaciones 
de la sociedad civil, entre otros sectores, van marcando las exigencias de los 
satisfactores ineludibles en esa idea del Estado democrático, sustentado en 
la convicción de respeto y promoción de los derechos humanos. 

De este modo tenemos las experiencias adquiridas con los tribunales ad 
hoc; los especialistas y organismos involucrados en este tema van imple­
mentando las medidas necesarias para que la justicia penal internacional se 
administre de la mejor manera, con la objetividad e imparcialidad que el ser 

201 El artículo 25 del Estatuto de Roma establet:e: "Responsabilidad penal individual. 
l. De conformidad con el presente Estatuto, la Corte tendrá competencia respecto de las 
personas naturales". 

20:! Es la aseveración que efectúa el fiscal Jackson en el marco de su primera intervención 
ante el Tribunal de Núremberg. el 21 de noviembre de 1945, tal como se había indicado en 
el acuerdo del 8 de agosto de ese año. Luis Jiménez de Asúa, Tratado de derecho, op. cit., 
pp. 1215. 
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humano merece, a través de un tribunal provisto de los elementos necesa­
rios para realizar su función jurisdiccional con la suficiente autonomía y, en 
su momento, se encuentre en posibilidad de responder a las exigencias del 
debido cumplimiento de su encomienda.203 

Aun en el caso de que los tribunales internacionales ad hoc hayan cumpli­
do a cabalidad la función que se les ha encargado y que se haya establecido 
material y formalmente la CPI, los tribunales nacionales, sin lugar a dudas, 
continuarán realizando una importante labor, inclusive de manera paralela, 
ya que la posición que ocupan en el esquema jurídico de sus respectivos paí­
ses los convierten en órganos insustituibles, y desde esa perspectiva estarán 
en posibilidad de ejercer en cualquier momento el principio de la jurisdic­
ción universal,2°4 en los casos que la naturaleza del delito lo requiera y que 
el marco jurídico de los estados involucrados lo permita. La CPI puede cubrir 
este aspecto en su carácter complementario, respecto de los delitos de su 
competencia y bajo los supuestos contemplados en el propio ER, 205 a través 
de sus mecanismos de "jurisdicción internacional". 

El vocablo jurisdicción universal aparece en el campo del Derecho Inter­
nacional en la recta final de los crímenes que se presentaron en la Segunda 
Guerra Mundial, por conducto de Willard B. Cowles, al señalar que me­
diante su activación se otorga la facultad o el deber de todos los Estados 
para sancionar determinados crímenes que pueden constituir ofensas a la 

203 En este sentido, María Dolores Bollo Arocena señala que desde la perspectiva de 
la jurisprudencia interna de los estados, ilustra en buena medida este planteamiento una 
sentencia del Tribunal constitucional húngaro en 1993, en la que puso de manifiesto que la 
obligación de perseguir y castigar a los autores de determinados delitos tiene su razón en el 
Derecho Internacional consuetudinario, en los principios reconocidos por las naciones civi­
lizadas y en los reconocidos por la comunidad internacional, al margen de que los estados 
hayan adoptado tales exigencias en su Derecho Interno. Cfr. Decisión 53/1993 (X.13) del 
Tribunal Constitucional húngaro. Ma. Dolores Bollo Arocena, Derecho Internacional, op. 
cit., p. 316. 

204 Mercedes García Arán y Diego López Garrido (coords.), Crimen internacional, op. 
cit., p. 14. 

205 Recordemos que el artículo 17 del Estatuto de la ePI contiene las cuestiones de admi­
sibilidad de casos ante su jurisdicción, y en este sentido dispone que para actuar en un asunto 
se deben tornar en cuenta los principios de un proceso con las debidas garantías reconocidas 
por el Derecho Internacional, si se da una o varias de las siguientes circunstancias, según 
el caso: que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido 
adoptada con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabilidad penal 
por crímenes de la competencia de la Corte; que haya habido una demora injustificada, o que 
el proceso no se haya sustanciado de manera independiente o imparcial. Por cuanto hace al 
segundo párrafo del numeral 1 del propio Estatuto, señala el carácter complementario que 
tiene la ePI respecto de las jurisdicciones penales nacionales. 
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humanidad, a través de los tribunales nacionales de cualquier Estado, es 
decir, que el conocimiento de tales crímenes no puede ser exclusivo de los 
tribunales del Estado en cuyo territorio hayan tenido lugar los hechos 2 06 

Actualmente, el principio de la jurisdicción universal encontrará terreno 
fértil en los estados democráticos, que son los que garantizan la existencia 
de tribunales investidos de autonomía en su ejercicio jurisdiccional. 

En este orden de ideas, mediante la jurisdicción universal se manifiesta 
el compromiso de la comunidad internacional para perseguir, enjuiciar y, en 
su caso, sancionar a los responsables directos de los crímenes que agravian 
a la humanidad; mediante este instrumento jurídico los tribunales nacio­
nales pueden ejercer su jurisdicción para evitar la impunidad, actuando en 
nombre de la comunidad internacional,"" lo que implica que si la violación 
de obligaciones impuestas por normas de ius cogens provoca la ampliación 
de los sujetos susceptibles de invocar la responsabilidad internacional, tam­
bién tendrá como efecto que el nacimiento de una responsabilidad penal 
individual se persiga a nivel universal."" 

De esta manera, se empieza a dejar en un segundo momento el principio 
de la territorialidad,"O" así como el principio de la personalidad activa y de 
la personalidad pasiva. Con motivo de estas circunstancias, el tema que ahora 
nos ocupa también es conocido como principio "cosmopolita", '''universal'' 
o de la "justicia absoluta", o como nos diría el maestro Sebastián Soler; "la 
ley penal de cada Estado tiene validez universal respecto de acciones de 
extraordinaria inmoralidad, que afectan por igual la cultura de todas las na­
ciones de la comunidad internacional".2!O 

Para una mejor precisión de este planteamiento, retomemos brevemente 
el criterio plasmado por los jueces de la Corte Permanente de Justicia In­
ternacional (cpJ1) en el caso Lotus, en el que se estableció que no obstante 
resultar cierto que en los sistemas jurídicos es elemental el carácter terri­
torial de! Derecho Penal, también lo es que todos los sistemas pueden ex­
tender su jurisdicción a los delitos que se cometan allende sus fronteras; de 

2116 Willard Cowles EL "Univcrsality 01' Jurisdiction ovcr War Crimes", California LUir 

Reviev,:, vol. 33, núm. 2,junio de 1945, p. I?R. 
207 David Ordóñez Solís, El cosmopofitismojudicia! en una sociedad glohal: Rlohaliza­

('ion, derecho y j/ice!!.\" Thomson/Aranzadi, Pamplona, 2008, p. 77. 
:OH Cfr. Esperanza Orihuc\a CaJatayud, "Justicia universal y derechos humanos·', Cursos 

de Derechos Humanos de DOl1osifa-San Sehaslián, vol. 111, 2002, p. 114. 
2Wl Cesare Beccarla, Tratado de ¡os delitos, op. cit. 

210 Sebastián Soler, Derecho Penal argentino. lE.'1. t. 1, Buenos Aires, 1978, pp. 14S 
y 149. También precisa el autor que en la aplicación de la ley penal de un Estado. bajo d 
principio de la jurisdicción universaL no debe importar el lugar del delito, la nacionalidad 
del autor ni la de la víctima. 
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tal manera, precisa dicho tribunal, que el principio de la territorialidad no 
tiene carácter absoluto en el Derecho Internacional y que de ningún modo 
coincide con la soberanía territorial.21 I Por su parte, la maestra Esperanza 
Orihuela sostiene que mediante el principio de la jurisdicción universal 
se protegen los intereses de la comunidad internacional, respecto de los 
crímenes que se encuentran definidos en el Derecho Internacional conven­
cional y en el Derecho Internacional consuetudinario, que fundamenta la le­
gitimación de cualquier Estado para proceder en contra de los directamente 
responsables, con independencia de su nacionalidad y la del sujeto pasivo, 
así como del lugar de los hechos y de la afectación de los nacionales del 
Estado que la ejerce por los delitos que se persiguen.212 

Complementamos el razonamiento de la maestra Orihuela con el pano­
rama que nos presentan los cuatro convenios de Ginebra de 1949 y el Pro­
tocolo 1 Adicional a dichos convenios de 1977, en los que encontramos 
expresamente la base jurídica para activar la jurisdicción universal respecto 
de los tipos penales que sugiere en la materia de las confrontaciones bélicas, 
precisando que los estados tienen la obligación de enjuiciar a los acusados 
ante sus propios tribunales o, en su caso, entregarlos a otro Estado compe­
tente que los requiera. 

Cabe precisar que en el informe final rendido por el seilor Louis Joinet, 
de conformidad con la resolución 1996/119 de la Subcomisión de Preven­
ción de Discriminaciones y Protección a las Minorias, sobre el tema de la 
administración de justicia y los DH de los detenidos, en el rubro de derecho 
a la justicia, específicamente sobre la delimitación de competencias entre 
las jurisdicciones nacionales, extranjeras e internacionales,213 se destacan 
los aspectos siguientes: 

10 Que se podrá admitir la competencia concurrente de un tribunal pe­
nal internacional cuando los tribunales nacionales no ofrezcan las garantías 
suficientes de independencia e imparcialidad o cuando les resulte material­
mente imposible desempeilar sus funciones, pudiendo pedir en este caso al 
tribunal nacional que decline la competencia en su favor. 

20 Los tribunales extranjeros ejercerán su competencia en el marco 
de una cláusula de competencia universal prevista en un tratado vigen­
te o de una disposición legal interna en que se establezca una norma de 

211 Cfr. sentencia del caso Lotus (Francia vs. Turquía), cpn, serie A, núm. 10, 7 de sep­
(iembre de 1927, p. 20. 

212 Esperanza Orihuela Calatayud, Aplicación del Derecho Internacional humanitario 
por las jurisdiCciones nacionales, vol. 4, Escuela Diplomática, San Sebastián, 2000, p. 344. 

213 UN.Doc. E/CN.4/Sub.21l997/20IRev.l, de fecha 2 de octubre de 1997. 
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competencia extraterritorial para los delitos graves, conforme al Derecho 
Internacional. 

3° Con el propósito de reforzar la eficacia de la competencia universal, 
se sugiere que cuando los estados adopten un tratado internacional de DH se 
comprometan a buscar y hacer buscar a los acusados de violación a los dere­
chos protegidos por ese instrumento; por lo que deberán adoptar las medidas 
legislativas u otras medidas de Derecho Interno que permitan aplicar efecti­
vamente esa cláusula de competencia universal. 

4° De no existir un compromiso para la activación de la competencia uni­
versal en el Estado en que se haya cometido una violación grave a los llH, 

otros estados pueden adoptar las medidas legislativas necesarias para ejer­
cer su competencia extraterritorial respecto de delitos graves que se hayan 
cometido fuera de su territorio y que por su naturaleza no estén previstos en 
el Derecho Penal Interno ni en el Derecho represivo internacional. 

El planteamiento que se hizo en el Informe del señor Joinet respecto de 
los criterios de competencia es aplicable en diversos asuntos que han tenido 
un impacto importante ante la comunidad internacional, como son los casos 
relacionados con Scilingo, Guatemala, Ricardo Miguel Cavallo y Augusto 
Pinochet,'l4 los cuales arrojaron distintos resultados en la activación que se 
hizo del mecanismo de la jurisdicción universal. En este sentido, tenemos 
que la actuación de los tribunales nacionales bajo el principio de la juris­
dicción universal se hace más como obligación que como facultad, ya que 
se trata de crimenes de extrema gravedad que afectan directamente a toda 
la familia humana.2l5 

214 Manuel Ollé Sesé, El principio de justicia universal, op. cit., pp. 232-235. Agrega el au­
tor que hay casos en que no se ha tenido la misma atención, tales como EUA en el caso Couso, 
y China en el caso Tíbet, donde inclusive se han negado a cumplir las peticiones de auxilio 
internacional o a cumplir con las órdenes internacionales de detención con fines de extradición. 
Respecto del caso Scilingo, resuelto por la Audiencia Nacional Española, Sala de lo Penal, el 
19 de abril de 2005 condenó al señor Adolfo Francisco Scilingo Manzorro, entre otras penas, 
como autor del delito de lesa humanidad, causando 30 muertes alevosas, "a 30 penas de 21 
años de prisión por cada una de ellas". Destacan los miembros del tribunal en su Resolutivo 
Quinto: "Estimamos que más que la exacerbación cuantitativa de la pena, lo que deben ga­
rantizar esta clase de delitos es su persecución eficaz, vb.: a través de la internacionalización 
de su persecución, imprescriptibilidad. etcétera". Sumario 19/1997, Rollo de Sala 139/1997, 

Juzgado e, Instrucción, núm. 5. 
215 Baltasar Garzón, en Moisés Moreno Hernández (coord.), El Estatuto de Roma, el 

Estatuto de la Corte Pena/Internacional y sus implicaciones en el Derecho nacional de los 
países latinoamericanos, Centro de Estudios de Política Criminal y Ciencias Penales, lus 
Poenale, México, 2004, pp. 39-43. Nos precisa el juez Garzón que con los casos de Argenti­
na y Chile no se aplica por primera vez en España el principio de justicia universal, sino que 
las primeras fueron en 1988, en contra de terroristas que surgieron en 1983. 
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Respecto de los asuntos de mayor importancia que pudieron constituir 
antecedentes de este principio de jurisdicción universal, tenemos el caso 
de Peter von Hagenbach, gobernador de Breisach en Borgoña, acusado, en 
1474, de la comisión de diversos crímenes, como asesinatos, violaciones y 
pillaje; fue juzgado y condenado a la pena de muerte por un tribunal com­
puesto por 28 jueces procedentes de cada una de las ciudades aliadas al 
archiduque de Austria en Alsacia, el río Rin Superior y Suiza.216 

Otro asunto en que se actualizó el principio de la jurisdicción universal 
se encuentra relacionado con la piratería, conocido como el caso Rex vs. 
Dawson, cuyo juicio fue ventilado en Inglaterra, en 1696, derivado de un 
acto de piratería contra la nave Gunway, propiedad de un soberano extran­
jero. En uno de los votos de los miembros del tribunal se precisó que el rey 
de Inglaterra no tiene solamente imperio o soberanía sobre los mares britá­
nicos para castigar la piratería, sino que en concurrencia con otros príncipes 
y estados, y por este tipo de delitos, tendrá una indudable jurisdicción y 
poder en las más remotas partes del mundo.217 

Un tercer asunto de esta magnitud tuvo lugar en 1820, cuando la Supre­
ma Corte de Estados Unidos aceptó la propuesta del procurador general, en 
el sentido de que la piratería debía ser punible por los tribunales de todas 
las naciones, unidas todas ellas en una liga para su defensa y seguridad, 
admitiendo de esta manera la jurisdicción universal para los que incurren 
en este crimen.2lS 

216 Georg Schwarzenberger, citado por Alberto Luis Zuppi, Jurisdicción universal para 
crímenes contra el derecho internacional. El camino hacia la Corte Penal Internacional, 
Ad-Hoc, Buenos Aires, 2002, p. 43. Este tribunal fue presidido por un juez designado por 
el propio archiduque, y condenó a Hagenbach a la pena de muerte, y se considera como la 
primera condena criminal impuesta por un tribunal colegiado internacional de la historia. 

217 Rex VS. Dawson and others, 8 William 111, 1696. 5 State Trials 1742. Invocado por 
Luis Zuppi, Jurisdicción universal para crímenes, op. cit., pp. 43 Y 44, en el que precisa que 
este interesante razonamiento lo expone el juez inglés sir Charles Hedges, y tiene el mismo 
sentido con lo planteado por Hugo Grocio al señalar que, desde 1625, Hugo Grocio ya hacía 
referencia a aquellos hechos que no sólo afectan a los soberanos por ser males cometidos 
contra ellos, sino que afectaban a todas las personas por violar la ley de la naturaleza o la 
ley de las naciones. En este mismo sentido presentaba sus razonamientos Emeric Vattel al 
sostener que algunos crímenes, por su calidad intrínseca o por la frecuencia con la que son 
perpetrados --como es el caso de la piratería-, violan toda forma de seguridad pública y 
sus autores se declaran enemigos de todo el género humano. 

218 United States vs. Smith 18 U.S. 153 (Wheat)(1820). La sentencia es visible en el sitio 
http://caselaw.lp.findlaw.com Se aprecia que en el asunto planteado fue condenado Thomas 
Smith, quien en marzo de 1819 era parte de la tripulación del barco argentino Criollo, que se 
amotinó contra su capitán en la isla Margarita, y se apoderó igualmente del navío Irresistible 
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En épocas recientes señalábamos además los casos Scilingo, Guatemala, 
Cavallo y Pinochet, cada uno con sus respectivas soluciones, de los cuales 
se puede apreciar que la tipificación de los delitos graves ha sido el resultado 
de largos años de esfuerzos;" 9 asi lo podemos constatar, por ejemplo, en el 
marco del derecho humanitario, impulsado por el Comité Internacional de 
la Cruz Roja y las primeras convenciones de Ginebra de 1864,220 las apor­
taciones que se hacen con el Tratado de Montevideo en 1889,221 diez años 

perteneciente al gobierno de Artigas, para dedicarse a la piratería en alta mar contra propie­
dades españolas. Cfr. Luis Alberto Zuppi, Jurisdicción universal para crímenes, op. cit., p. 
44, quien agrega un caso más, relacionado con la esclavitud. United States VS. The La Jeune 
Eugenie, 26 Fcd. Caso 832 (Cen Mass. 1822) (núm. 15.551), en el que el juez que conoció 
del asunto estableció que la esclavitud era un crimen contra la ley de las naciones, basándose 
en la práctica que se observaba en aquellos tiempos en el continente europeo. 

219 No es el propósito tomar como punto de referencia el antecedente que refiere el maes­
tro Bassiouni con aquel primer tratado de extradición de que se tiene registro en la antigüe­

dad, con la civilización egipcia en el año 1280 a.c., pero sí el caso de Peter van lIagenbaeh. 
que en 1474 fue condenado a la pcna de muerte por un tribunal de 28 jueces de las ciudades 
aliadas al archiduque de Austria; d de Nápoles en 16R2, en el que recayó sentencia condena­
toria por realizar una guerra de agresión; o el caso Rcx vs. Dawson, de Inglaterra, en 1696. 
Cfr. Luis Alberto Zuppí. Jurisdicción universal pum crímenes. op. cit., pp. 43 Y 44. En fin. 
los antecedentes que reclamaban una legislación a nivel internacional se iban incremen­
tando, especialmente en materia de las confrontaciones armadas; inclusive, en 1585, ya se 
publicaba en una obra de la literatura universal: "dicen las letras que sin ellas no se podrían 
sustentar las annas, porque la guerra también tiene sus leyes y está sujeta a ellas, y que la~ 
leyes caen debajo de lo que son letras y letrados. A esto responden las armas que las leyes no 
se podrán sustentar sin ellas. porque con las annas se defienden las repúblicas, se conservan 
los reinos, se guardan las ciudades, se aseguran los caminos, se despejan los mares de cor­
sarios, y, finalmente, si por ellas no fuese l ... ] estarían sujetos al rigor y a la confusión que 
trae consigo la guerra". Miguel de Cervantes Saavedra, 1)on Quijote de La ;\-lancha, Editores 
Mexicanos Unidos, México, 2000. capítulo XXXVIII, pp. 222 Y 223. 

220 El Convenio de Ginebra que tradicionalmente se conoce nació en 1864, por iniciativa 
del Comité Internacional de la Cru7 Roja (CICR), que acababa de ser fundada. Junto con 
los convenios que los complementan. protegen al soldado herido, basándose en el respeto 
debido a la persona humana y a su dignidad bajo el principio de la asistencia desinteresada. 
que se sustenta en la idea de que el herido, prisionero o náufrago, sin defensa alguna, ya no 
es un enemigo, sino únicamente un ser que sufre. En el concepto, del 20 de octubre de I R68, 
se presentó un proyecto de artículos adicionales que no fue ratificado. Cfr. ros convenios de 
Ginebra del !2 de agosto de 1949, ("[eR, Ginebra, 1986, pp. R Y 9. 

221 Se destaca de este Tratado de Montevideo lo dispuesto en su artículo 3 al señalar que 
"cuando un delito afecte diferentes estados, será juzgado por los tribunales del país damnifi­
cado en cuyo territorio se capture al delincuente. Si el delincuente se refugiare en un Estado 
distinto de los damnificados, prevalecerá la competencia de los tribunales del país que tuvie­
se prioridad en el pedido de extradición". En el artículo 4° se dispone "que tratándose de un 
solo delincuente, tendrá lugar un solo juicio y se aplicará la pena más grave de las estableci-



140 LA CPI, LA CUESTIÓN HUMANA VERSUS RAZÓN SOBERANA 

después, a través de las convenciones de La Haya de 1899, y más adelante 
con las de 1907,222 Y de manera más reciente por los cuatro convenios de 
Ginebra de 1949 y el Protocolo Adicional 1 de 1977.223 Para cerrar el siglo 
xx, todas las conductas penalmente relevantes derivadas de los conflictos 
armados fueron descritas en 50 tipos penales, en el artículo 8 del ER, 224 tal 
como lo precisaremos más adelante, y que han dado paso al establecimiento 
de una jurisdicción internacional. 

das en las distintas leyes penales infringidas. Si la pena más grave no estuviese admitida por 
el Estado en que se juzga el delito, se aplicará la pena que más se aproxime en gravedad". 

222 Cfr. Los Convenios de Ginebra dell2 de agosto de 1949, op. cit., p. 9. En 1899, res­
pondiendo a un deseo formulado en la primera Conferencia de La Haya, se volvió a la idea 
de revisar el Convenio de Ginebra, lo cual se realizó en la Conferencia Diplomática de 1906, 
concluyendo con un desarrollo importante del Convenio de 1864, Después de la Primera 
Guerra Mundial, en la Conferencia Diplomática de Ginebra de 1929, se efectuaron algunas 
adaptaciones a las condiciones de la guerra moderna, dándole la forma que hoy presenta. 

223 Cfr. idem. Surge de un proyecto de revisión del Convenio de Ginebra formulado en 
1937, cuyo análisis estaba programado en la Conferencia Diplomática de 1940, que fue pos­
puesta con motivo de la Segunda Guerra Mundial. Finalmente, el 12 de agosto de 1949 se 
adoptan los cuatro convenios de Ginebra, los cuales se encuentran clasificados de la manera 
siguiente: el 1, para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas 
armadas en campaña; el n, para aliviar la suerte que Corren los heridos, los enfermos y los 
náufragos de las fuerzas annadas en el mar; el 1I1, relativo al trato debido a los prisioneros de 
guerra, y el IV, relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra. Estos 
convenios conservan su marco tradicional y se sustentan en los principios fundamentales en 
los que se habían inspirado las versiones anteriores, destacándose que en los siguientes nu­
merales de los respectivos instrumentos se establece la base de la aplicación del principio de 
lajurisdicción universal para las conductas que infrinjan estos convenios; así se acuerda en el 
artículo 49 del I Convenio; en el artículo 50 del 11; en el artículo 129 del lII, Y en el articulo 
146 del IV De igual manera, complementa este marco jurídico lo dispuesto en los artículos 
85 y 88 del Protocolo I Adicional de 1977, ya que establecen la obligación de todo Estado 
parte para que proceda a investigar o localizar al probable responsable, a fin de llevar a cabo 
su aprehensión, enjuiciamiento, y, en su caso, proceder a la imposición de la pena correspon­
diente; y cuando sea requerido por un tercer Estado competente, proceder a su extradición con 
las formalidades correspondientes. 

224 Los tipos penales en el rubro que se enfoca esta parte del trabajo, efectivamente fue­
ron concentrados en el ER de 1998, bajo el rubro de "crímenes de guerra", que suman 50 
tipos penales, dentro del artículo 8, en el que esencialmente se dispone: "1. La Corte tendrá 
competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se cometan como parte 
de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes. 2. A los 
efectos del presente Estatuto, se entiende por "crímenes de guerra": a) Infracciones graves de 
los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949; b) Otras violaciones graves de las leyes y 
usos aplicables en los conflictos armados internacionales dentro del marco del Derecho Inter­
nacional, e) En caso de conflicto annado que no sea de índole internacional, las violaciones 
graves del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949. 
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En cuanto a los crímenes susceptibles de ser ventilados bajo el principio 
de la jurisdicción universal, no existe hasta el momento un fundamento de 
carácter obligatorio, generala internacional, que establezca los tipos pena­
les que puedan ser sometidos a un procedimiento penal de esta naturaleza; 
sin embargo, con base en lo dispuesto por algunos instrumentos internacio­
nales, como la Convención de 1948 contra el Genocidio225 y el proyecto del 
Código de Crímenes contra la paz y la Seguridad de la Humanidad, el DPI 

encuentra en ellos los lineamientos básicos para su aplicación 226 

Actualmente, como resultado del desarrollo progresivo de la codifica­
ción del Derecho Internacional, se cuenta con un sustento más preciso a 
través del ER, en el que encontramos un consolidado de 66 tipos penales, 
clasificados en tres delitos, susceptibles de ser investigados por vía de la 
jurisdicción internacional de la ePI, cuyo Estatuto contempla el genocidio, 
lesa humanidad y crímenes de guerra. 

No obstante que por el momento son estos tres delitos los que se definen en 
este instrumento internacional, en sus artículos 6, 7 Y 8, respectivamente, en 
realidad nos encontramos ante un número muy importante de formas de comi­
sión de tales crímenes. En estos tres artículos encontramos una clasificación to­
tal de 66 tipos penales, conformada de la manera siguiente: cinco corresponden 
al delito de genocidio, 11 al de lesa humanidad y 50 a crímenes de guerra. 

Algunas de esta clasificaciones refieren un solo delito, como es el caso 
de los cinco incisos del artículo 6, donde se establece que "se entenderá por 
genocidio cualquiera de los actos mencionados a continuación, perpetrados 
con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico 
o religioso como tal: a) Matanza de miembros del grupo; b) Lesión grave a 
la integridad fisica o mental de los miembros del grupo". Otros incisos de los 
numerales mencionados contienen dos o más conductas delictivas, como las 
que se mencionan en el articulo 7, inciso g, que establece: "A los efectos del 
presente Estatuto, se entenderá por crímen de lesa humanidad cualquiera de 
los actos siguientes, cuando se cometa como parte de un ataque generalizado 

225 Esta Convención fue adoptada por las Nll el 9 de diciembre de 1948. Establecc en 
su artículo 6 que el crimen de genocidio debe ser juzgado y sancionado por los tribunales 
estatales en cuyo territorio haya sido cometido el acto criminoso o ante el tribunal penal 
internacional que sea competente. 

226 UN.Doc. A/51/1 O, consistente en el Informe de la COI sobre la labor realizada en su 
48° periodo de sesiones del 6 de mayo al 26 de julio de 1996. En este documento se precisa 
que los delitos que fueron considerados en el proyecto del código de crímenes contra la paz 
y la seguridad de la humanidad son: agresión (artículo 16), genocidio (artículo 17), crímenes 
contra la humanidad (artículo 18), crímenes contra el personal de las NlI y el personal aso­
ciado (artículo 19) y crímenes de guerra (artículo 20). 
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o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: 
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, es­
terilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable".227 Ésta es la base jurídica para que la CP1 despliegue sus facul­
tades a través del mecanismo de la jurisdicción internacional. 

Por su parte, Amnistía Internacional ofrece un concepto de la jurisdic­
ción universal en el sentido de que este principio no toma en consideración 
los límites territoriales establecidos de manera formal y reconocidos por 
el Derecho Internacional, para llevar a cabo la investigación de los hechos 
considerados criminosos, enjuiciar y, en su caso, condenar al responsable, 
sin importar su nacionalidad ni la de la víctima. Tampoco considera la afec­
tación que pudiera darse a los intereses nacionales, es decir, se desentiende 
de toda circunstancia fáctica para atribuir jurisdicción a los tribunales de 
todos los estados, en razón de la naturaleza misma del delito. Cuando un 
Estado procede bajo esta premisa, actúa en definitiva como integrante que 
es de la comunidad internacional y en nombre y representación de ella.228 

Por cuanto hace a la expectativa que se presenta para el principio de la 
jurisdicción universal ante el establecimiento de la CP1, ésta se visualiza, 
desde nuestra óptica, como una armonizada función judicial entre los tri­
bunales estatales y este órgano internacional y supranacional, a juzgar por 
el marco jurídico integral que se conforma de las legislaciones nacionales 
y los instrumentos jurídicos internacionales de esta materia, muy especial­
mente por el ER de la Corte Penal Internacional.229 

227 Otros ejemplos de preceptos legales que contienen un solo delito lo encontramos en 
el "Articulo 7 [ ... ] a) Asesinato; b) Exterminio; e) Esclavitud [ .. .r. "Articulo 8.l.i) Matar 
intencionalmente [ ... ] viii) Tomar rehenes [ ... l". Por lo que hace al crimen de agresión, 
que ha sido definido en los términos precisados en la Resolución Re/Res. 6, aprobada por 
consenso por la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto, el 11 de junio de 2010, en la 
decimotercera sesión plenaria, se considera que entrará en vigor en breve término. 

228 Cfr. Amnesty International, "Universal Jurisdiction: The Duty of States of Enact and 
Implement Legislation", en http://amnesty.org/web/web.nsf/pages/intjus 

229 Entre estas normas internacionales se encuentra también el IV Convenio de Ginebra 
de 1949, mediante el cual los estados partes se comprometieron a crear cualquier legislación 
necesaria que provea las sanciones penales efectivas para las personas que infrinjan la Con­
vención; que el estándar de protección que recoge el ER es distinto de otros compromisos 
internacionales en la materia, pero sí es más efectivo por cuanto recoge un anhelo de la 
comunidad internacional de garantizar que no exista impunidad frente a los crímenes más 
graves, y que la soberanía de un Estado existe para proteger a los habitantes que residen en 
su territorio, no para amparar a quienes han violado los DH o desconocido los mínimos es­
tablecidos en el DIH. Con mayor precisión, como lo asienta el Tribunal Constitucional de la 
República de Perú, mediante sentencia del 6 de agosto de 2002, dentro del expediente núm. 
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Sustentamos este armónico panorama jurídico y de práctica jurisdiccio­
nal, en primer ténnino, por la prioridad que se les otorga en este contexto 
a los tribunales nacionales para intervenir en el conocimiento de un asunto 
específico y, en segundo ténnino, por el carácter complementario que el 
Estatuto le otorga a la ePI para investigar los delitos, enjuiciar, y, en su caso, 
condenar al responsable al establecer en su artículo 1 que la Corte funcio­
nará con este carácter respecto de las jurisdicciones nacionales. 

CONCLUSIONES PRELIMINARES 

Primera. El concepto de soberanía, además de ser un instrumento para sus­
tentar el poder, constituye un valor insuperable que únicamente se puede 
expresar ante la existencia de un Estado y mediante algunos razonamientos 
elementales que conllevan a sostener que la soberanía, efectivamente, pue­
de representar un poder, pero no el poder de un reducido sector político, 
sino el poder de los individuos que constituyen el elemento imprescindible 
para cl perfeccionamiento del Estado. 

Segunda. Actualmente ya no es posible sostener la existencia de una sobe­
rania equiparable a una independencia y poder absoluto, así como tampoco 
cs posible ejercer este atributo del Estado sin responsabilidad. Las circuns­
tancias actuales nos sugieren señalar que el estado de la política mundial con­
temporánea ha traído al plano de las relaciones internacionales un importante 
cambio en el concepto de soberanía, que se desarrolla progresivamente por la 
actual relación de interdependencia y la pronunciada tendencia global. 

Tercera. El Estado como ente integral es el único que tiene la capacidad 
de impartir justicia a través de sus instituciones, que ha creado median­
te el principio de la división de poderes dentro del marco del Estado mo­
derno. Desde el inicio dc la conformación del Estado y ante la necesidad 
de resolver controversias, a través de la noción que se pudiera tener de la 
jurisdicción, se guió por el sentido de la equidad y la justicia, pero ante 
la existencia de una autoridad para resolver el conflicto entre dos o más 
miembros de aquella sociedad, la resolución debía ser acatada voluntaria o 
coactivamente, ya que del respeto a esa autoridad dependia la subsistencia 
de la estructura social-política. 

I003-98-AAITC. Lima, Jorge Miguel Alarcón Menéndez, en el sentido de que el principio 
pro homine impone que, en vez de asumir la interpretación restrictiva de una nonna, se 
debe optar por el criterio que posibilite que el individuo pueda ejercer su derecho a la tute­
la jurisdiccional. e Ir. http://ww\v.monogran.as.com/trabajos3 5/confl icto-armado-colom bia/ 
con fI i cto-armado-co 1 om b i a3 . h tm I 
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Cuarta. El concepto de jurisdicción históricamente ha sido tema perma­
nente de discusiones y conflictos en el Derecho Internacional. No represen­
ta un fenómeno jurídico extraordinario, sino que es una circunstancia con 
la que se ha sabido convivir, tomando en cuenta que aun en el Derecho do­
méstico, frecuentemente constituye la sustancia de juicios jurisdiccionales 
prolongados y trascendentales. De tal manera que en el orden internacional 
esta figura jurídica podría revestir mayores complejidades; sin embargo, 
ante el nacimiento de la CPI se considera que los conflictos de esta naturale­
za serán reducidos notablemente. 

Quinta. La evolución del DPI nos ha llevado a aplicar diversos meca­
nismos para acercar a los inculpados al tribunal. Destaca el principio de 
la jurisdicción universal, a través del cual los estados tienen la posibilidad 
de ejercer su facultad legislativa y jurisdiccional más allá de sus fronteras; 
pueden activar sus órganos jurisdiccionales para aplicar sus leyes, sin im­
portar el lugar en que se haya cometido el evento criminoso, ni el origen 
del sujeto activo, ni el del sujeto pasivo, basados en la gravedad de los 
delitos y, principalmente, en la protección de los intereses de la comunidad 
internacional, respecto de los crímenes que están definidos en el Derecho 
Internacional convencional y en el Derecho Internacional consuetudinario. 

Sexta. La función de los tribunales bajo el principio de la autonomía ju­
risdiccional, y la independencia judicial y demás garantías judiciales, pue­
den contribuir a evitar los riesgos comunes a nivel nacional e internacional 
por las posibles injerencias de los diferentes órganos políticos en la labor 
judicial. La combinación de estos elementos, desde otro ángulo, puede tra­
ducirse en un derecho de los inculpados a ser sometidos a un proceso, bajo 
los lineamientos aceptados como estándares internacionales. 

Séptima. La positivización del principio de autonomía jurisdiccional tie­
ne su origen en la Constitución de Virginia de 1776 al establecer que los 
poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado deben estar separados y ser dis­
tintos del Judicial, y unos años después, en 1789, en la Declaración de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano, al consagrar que toda sociedad que 
no asegura la garantía de los derechos ni determina la separación de pode­
res no tiene Constitución. Así empieza a ser incorporada esta disposición en 
todos los estatutos y constituciones de Europa, convirtiéndose en uno de los 
fundamentos del Estado de Derecho y en un importante pilar de la moderna 
organización unitaria separada del orden judicial, caracterizada por la uni­
dad de jurisdicción y la universalidad de las competencias. 
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